Comisión de Presupuestos, Versión Taquigráfica que forma 
integrada con la de Hacienda parte del Acta N* 29 


PRESUPUESTO NACIONAL PERÍODO 2005-2009 


Sesión del día 26 de setiembre de 2005 


(Asiste una delegación del Ministerio de Economía y Finanzas) 
SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 14 y 10) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida al señor Ministro de 
Economía y Finanzas, contador Danilo Astori, al señor Subsecretario, economista Mario Bergara y a las 
contadoras Susana Díaz, Marta Billeira y Laura Tabárez, para tratar el Inciso 05, Ministerio de Economía y 
Finanzas, del Presupuesto Nacional para el período 2005-2009. 


La forma de trabajo de esta Comisión es analizar los artículos individualmente, más allá de que cuando haya 
grupos de artículos relacionados con un mismo tema, como por ejemplo sucede con la Dirección Nacional de 
Aduanas, lo hagamos en forma conjunta. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Naturalmente, estamos a la orden para analizar 
en particular el articulado del Inciso 05, Ministerio de Economía y Finanzas, adecuándonos a la 
metodología de trabajo de la Comisión. 


El artículo 106 dispone que aquellos funcionarios del Ministerio que pasen a prestar funciones en comisión 
dejen de percibir una de las compensaciones, que es la que establece el artículo 183 de la Ley N* 17.296, que 
es la última Ley de Presupuesto. Nos parece que es mucho más equitativo analizar esta situación en términos 
generales, como parte de las normas que estamos proyectando para el próximo año en materia de recursos 
humanos, pero ahora disponemos que esa compensación cese. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- ¿Cómo es esa compensación? ¿Cuáles son las características? 


SEÑORA DÍAZ..- Esta es una compensación que se dio al Ministerio de Economía y Finanzas -al igual 
que al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca- cuando se otorgó la potestad de utilizar la 
contrapartida de créditos internacionales, y tiene una distribución muy similar a la de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto con respecto a ciertas compensaciones por funciones prioritarias. Son 
dadas anualmente por resolución del señor Ministro de Economía y Finanzas. 


Si esos funcionarios, por cualquier motivo, cesan en esas funciones, las compensaciones se retiran porque 
alguien va a tener que realizar esa función. Los créditos son limitados y lo que se pretende a través de este 
artículo es que se mantenga el crédito dentro de la unidad ejecutora para poder distribuirlo a aquellos que van 
a cumplir con esa función. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 107 dispone la centralización de la 
administración de los gastos confidenciales del Ministerio en la autoridad de dicha Cartera. Hasta el 
presente habían venido asignados a la Dirección Nacional de Aduanas y a la Dirección General 
Impositiva, pero ahora se centralizan en el Ministerio, que es el que los administra. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- ¿Esto significa que el Ministerio va a poder utilizar estos gastos 
confidenciales en cualquiera de sus unidades ejecutoras? De alguna manera se amplían sus 
posibilidades. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Exactamente, y en particular en las dos que 
acabo de mencionar. Lo que no se amplía es el volumen. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Es el mismo volumen que va a poder ser distribuido de otra manera. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 108 faculta al Servicio de Garantía 
de Alquileres de la Contaduría General de la Nación a realizar convenios con personas físicas o 
jurídicas cuya finalidad sea la celebración de contratos de arrendamiento. Es claro que el objetivo de 
esta disposición es intentar mejorar los niveles de eficiencia y de buenos resultados en la prestación de 
estos servicios. 


El artículo 109 es simétrico, solo que tiene que ver con la Auditoría Interna de la Nación. Se refiere a algo 
que se anunció, inclusive antes de asumir este Gobierno. Dada la fuerte limitación de recursos que tiene la 
Auditoría y, al mismo tiempo, las necesidades de multiplicar su trabajo, se le autoriza por esta vía a suscribir 
convenios con instituciones de educación superior, particularmente las universidades, para mejorar su 
dotación de recursos y sus niveles de eficacia en la prestación de servicios. 


Los artículos 110 y 111 crean las funciones de Subdirector de la Dirección General Impositiva, de Director de 
División Interior y de Director de División Grandes Contribuyentes, que están previstos en la reforma ya 
aprobada por una ley de la Legislatura anterior, que fue apoyada por todos los partidos políticos y por el 
reciente decreto que se comenzó a aplicar. En particular, quiero decir que ya está redactado y a la espera de la 
firma del Presidente de la República el decreto que crea la División Grandes Contribuyentes que, 
precisamente, está integrada a la reforma de la Dirección General Impositiva. 


En el artículo 112 hay una autorización a la Dirección General Impositiva a llevar los Registros Públicos que 
están previstos en un decreto-ley del año 1878, a fin de que los escribanos públicos funcionarios de esa 
oficina autoricen los respectivos documentos a favor del mencionado organismo, manteniéndose sobre dichos 
profesionales la superintendencia dispuesta por la norma referida. 


El artículo 113 es una norma absolutamente fundamentable y equitativa porque las sumas que se perciban por 
retiro incentivado como consecuencia de la aplicación de la reforma de la Dirección General Impositiva solo 
hacen referencia a los aumentos básicos y no a los resultantes de la aplicación del nuevo régimen de 
retribuciones. O sea que los que se retiren con incentivo van a cobrarlo de acuerdo con las retribuciones de 
los aumentos básicos y no en función de las nuevas retribuciones provenientes de la reforma. Esto es 
ampliamente fundamentable; me parece que no exige mayores comentarios. 


El artículo 114 autoriza a la Dirección General Impositiva a la utilización de hasta $ 5:000.000 anuales 
destinados a gastos de inversión, en función del cumplimiento de los compromisos de gestión oportunamente 
suscritos. Ya que aquí aparece por primera vez la expresión, quiero decir que el viernes pasado firmamos el 
compromiso de gestión con la Dirección General Impositiva, que está en línea con lo propuesto por este 
Presupuesto. Como ya hemos comentado, este Presupuesto incluye entre sus líneas innovadoras la de realizar 
compromisos de gestión con las distintas unidades ejecutoras del sector público. Esta viene a ser la 
experiencia pionera y la hacemos antes de que esté aprobada la Ley de Presupuesto porque, en rigor, está 
asociada a la ley de reforma de la Dirección General Impositiva y a su decreto reglamentario. 


Se están fijando para los años 2005 y 2006 seis metas que tienen que lograrse en la práctica y, al mismo 
tiempo, se presentan asociadas al compromiso del Ministerio de Economía y Finanzas de financiar, 
precisamente, los recursos que demande esta unidad ejecutora. Como siempre hemos dicho, los compromisos 
de gestión son una suerte de pacto entre dos partes: por un lado, la unidad ejecutora que se compromete a 
alcanzar determinadas metas u objetivos, y por otro, el Ministerio de Economía y Finanzas que se 
compromete a financiar esos trabajos. 


En primer lugar, se están estableciendo metas de recaudación. En segundo término, metas de mejora de la 
calidad de atención al contribuyente y fomento del cumplimiento voluntario. En tercer lugar, metas de control 


de cumplimiento, reducción del informalismo y lucha contra el fraude y la evasión. En cuarto término, metas 
de modernización. En quinto lugar, metas de gestión de recursos humanos. Y en sexto término, metas de 
innovación tecnológica. 


Precisamente, este compromiso de gestión que hemos suscrito el viernes pasado con la Dirección General 
Impositiva además condiciona una parte de las nuevas retribuciones al logro de estas metas. Si no se 
alcanzan, hay una parte de las nuevas retribuciones que tampoco se pagará. Obviamente, si se logran 
funcionará el compromiso del Ministerio. Quería mencionar esto, que presentamos públicamente el viernes 
pasado, precisamente porque el artículo 114 está vinculado con estos compromisos de gestión. 


Voy a adelantar -ya lo hice públicamente- que es intención del Gobierno comenzar a proyectar estos 
compromisos de gestión a nivel de la Administración pública en su conjunto. 


SEÑOR GANDINI.- Doy la bienvenida al equipo económico o, por lo menos, a las autoridades del 
Ministerio de Economía y Finanzas; en un ratito se cambian la camiseta y vamos a los otros temas. 


Con respecto a este tema, en estos días han trascendido algunas cifras en la prensa de acuerdo con el 
compromiso de gestión en lo que tiene que ver con la recaudación para el año 2006. No sé si las cifras son 
correctas; no conocemos el contenido oficial de ese documento, pero sería bueno tenerlo en algún momento 
para estudiarlo. En ese sentido, queremos saber cuál es la meta de recaudación que se proyecta para la DGI, 
por lo menos para el año 2006. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Simplemente, quiero ratificar la solicitud del señor Diputado Gandini; 
de alguna manera -vía internet o mediante el envío de una copia-, nos interesaría tener acceso a ese 
documento. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero hacer dos comentarios previos. 


La documentación está en la página web de la Dirección General Impositiva; pueden tener acceso no solo al 
compromiso, sino a sus anexos, que son voluminosos y tienen un análisis muy detallado de todas las metas. 


El segundo comentario que quiero formular antes de leerles la meta de recaudación para el año 2006 es que 
estas metas están absolutamente en línea -de más está decirlo- con el contenido del proyecto de ley de 
Presupuesto. 


Para el año 2006 se prevé lo siguiente. Primera meta de recaudación: incrementar en el 0,45% del Producto 
Bruto Interno nominal del año la recaudación bruta del año 2005, excluyendo la recaudación del Impuesto a 
la Renta de Industria y Comercio, patrimonio, a la compra de moneda extranjera de empresas públicas e 
IMESI combustibles, ajustado por la variación nominal del Producto Bruto Interno entre ambos años. 
Segunda meta: alcanzar una productividad media del Impuesto al Valor Agregado de 63,19% con base en el 
consumo final privado. 


Obviamente, el rendimiento o lo que en este documento se llama productividad media del IVA se mide a 
través del cociente de la recaudación efectivamente obtenida y la cobertura del Impuesto al Valor Agregado, 
en este caso con referencia al consumo final. 


Reitero que tienen acceso no solo a estos datos que son los titulares, sino también a los anexos, que realmente 
están muy detallados en cuanto a las metas. 


SEÑOR GANDINI.- Para no quedarnos en porcentajes y entenderlo mejor, voy a decir lo siguiente. 


La exposición de motivos del proyecto de Presupuesto que nos remitieron, prevé un crecimiento del Producto 
Bruto Interno del 4% para el año 2006. Entonces, se prevé que vamos a recaudar un Producto Bruto Interno 
de US$ 18.000:000.000 aproximadamente. El incremento del cual se habla ¿está basado en ese producto 
bruto o en el del año 2005? Digo esto porque cuando uno mira el otro cuadro, advierte que el resultado de 
recaudación que va a tener la DGI, en función o en porcentaje del Producto Bruto Interno, será de 17,1% en 
el año 2005 y de 17,6% en el año 2006. Entonces, en términos absolutos de recaudación, crece el porcentaje 


con relación al PBI y también crece el PBI; aumentan ambos. Las cifras que leí en la prensa estaban 
vinculadas con el PBI de este año; se hablaba de US$ 80:000.000, que me parece que estaban referidos al 
0,45% de este PBI y no al 0,45% del PBI del próximo año, que sería bastante mayor. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Reitero lo adelantado. Estamos hablando del 
Producto Bruto Interno nominal del año y no de las proyecciones que figuran en el proyecto de ley, que 
pueden coincidir o no. La meta es incrementar en 0,45% de ese producto nominal del año la 
recaudación del año 2005; o sea, se mide respecto al año 2005. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 115. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Al artículo 115 hay que analizarlo junto con el 
artículo 116. 


Anteriormente -o, mejor dicho, hasta el momento actual-, del total del fondo referido se destinaba a Rentas 
Generales el 2,5% y quedaba un 1% con destino a lo que figura en el artículo 116, que son los gastos de 
funcionamiento de la guardería infantil de la Dirección Nacional de Aduanas. En la línea de ir eliminando de 
a poco -digo "de a poco", porque son unas cuantas- las rentas afectadas y expresar explícitamente y con 
transparencia los subsidios otorgados, por el artículo 115 estamos eliminando la operación de ese 1% y por el 
artículo 116 estamos asignando a este destino $ 1:000.000 anuales para una guardería infantil de los 
funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 117. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 117 autoriza a la Dirección Nacional 
de Aduanas a contratar hasta setenta pasantes y establece las condiciones de contratación, sobre todo, 
postulando un concurso de oposición y méritos abierto a todos los ciudadanos de la República, 
debiéndose contar con la autorización previa del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Simplemente, quiero señalar que esta es una necesidad urgentísima de la Aduana, por dos razones, una 
cuantitativa y otra cualitativa. La cuantitativa es la notoria insuficiencia de recursos humanos que en este 
momento tiene la Dirección Nacional de Aduanas. La cualitativa es una edad media extremadamente 
avanzada de los funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas, que en muchos casos los dificulta en la 
realización de tareas que tienen exigencias físicas importantes. Esos son los dos fundamentos por los que 
estamos proponiendo esta medida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 118. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En este artículo se hace referencia a los 
organismos públicos. Se establece que en el caso de los organismos públicos, el producido de las multas 
se destinará en su totalidad a Rentas Generales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 119. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 119 es esencialmente programático, 
pero contiene una señal muy importante para nosotros y por eso lo incluimos en el proyecto de 
Presupuesto. 


En estos días estamos realizando las tareas preliminares para constituir un grupo de trabajo a fin de presentar, 
elaborar, formular una reforma muy profunda de la Dirección Nacional de Aduanas. Lo de los pasantes es un 
calmante; la Aduana necesita una transformación estructural. Nos proponemos formularla y presentarla a 
consideración del Parlamento el próximo año, pero la vamos a elaborar este año. 


Por eso, queremos incluir una norma programática de este tipo que marque legalmente la señal de que vamos 
en esa dirección. No podría comparar esta reforma, sino en su profundidad y en su carácter estructural, con la 


de la Dirección General Impositiva; se trata de dos reformas diferentes, pero son similares en cuanto a 
profundidad y a su carácter estructural; son aspectos que necesita la Dirección Nacional de Aduanas. 


SEÑOR POSADA.- En el marco de la Dirección Nacional de Aduanas, queremos hacer algunas preguntas 
que apuntan a temas de reforma estructural y deseamos formular otras interrogantes relacionadas con ciertas 
políticas que se han desarrollado últimamente, que nos generan preocupación. 


Hay una realidad que viene desde hace bastante tiempo -no imputable por supuesto a este Gobierno que 
recién asume- que muestra una debilidad en cuanto a los controles que tiene el Estado uruguayo en materia 
aduanera. Me refiero a la inexistencia de balanzas en varios puntos de ingreso al territorio nacional. Como 
señalaba, este es un aspecto que se arrastra desde el pasado y, dentro de las inversiones que se tiene previsto 
realizar en la DNA, me gustaría saber si está incluida la posibilidad de contar con balanzas que permitan 
cotejar la información declarada en las distintas facturas de la mercadería ingresada al país -vía terrestre- con 
lo que se pueda constatar a través del pesaje de los camiones. 


El segundo tema tiene que ver con algunas denuncias que se nos hicieran este fin de semana durante una 
visita al departamento de Paysandú. Se nos señaló por parte del personal jerárquico de AZUCARLITO el 
ingreso de azúcar refinada con un precio bastante inferior, inclusive al de la tonelada de azúcar cruda. Esta 
denuncia fue puesta oportunamente en conocimiento de la Dirección Nacional de Aduanas y, 
lamentablemente, no se ha tenido una respuesta de esa Dirección en relación con este tema. Las diferencias 
son sustanciales. A vía de ejemplo podemos decir que la tonelada de azúcar refinada que se importa con 
destino industrial está en el orden de los US$ 265. En el caso de estas denuncias, se habla de una tonelada de 
azúcar refinada con un valor aproximado a US$ 190. 


El tercer asunto al que me quiero referir se relaciona con un planteo que realizáramos en la Cámara de 
Representantes hace un par de semanas. Tiene que ver con una medida que a nuestro juicio -lo decimos con 
todo respeto, y ese es el comentario que nos merece- es insólita. Hablo de la autorización para que los 
viajeros puedan introducir hasta ocho botellas de bebidas alcohólicas y hasta cuarenta cajillas de cigarrillos. 
Debemos recordar que la norma vigente, hasta que se modificara por parte de la DNA, autorizaba a introducir 
hasta dos botellas de bebidas alcohólicas y hasta veinte cajillas de cigarrillos. 


Después de este planteo que hicimos hace algunos días, el señor Vicepresidente de la República en ejercicio 
de la Presidencia, en el seno del Consejo de Ministros, recomendó revisar esta resolución de la Dirección 
Nacional de Aduanas. Nuestra pregunta es si hubo alguna revisión. 


Queremos manifestar nuestra preocupación por la existencia de esta norma que, a nuestro juicio, es 
contradictoria con la política que ha venido desarrollando el Poder Ejecutivo en todo lo que tiene que ver con 
la lucha contra el tabaquismo, por la que, entre otras cosas, se han incrementado los impuestos -el IMESI, 
concretamente- para los cigarrillos nacionales. Parece contradictorio que en el período en que se aumenta el 
impuesto a los cigarrillos nacionales, se permita ingresar al país más cigarrillos sin pagar ningún tipo de 
tributo. 


El hecho de que cualquier uruguayo que se traslade al exterior pueda ingresar hasta ocho botellas de whisky - 
por nombrar alguna bebida alcohólica- parece una contradicción con las exigencias -que están muy bien- de 
control de la evasión y del contrabando. Digo esto porque sabemos que en el artículo 119 hay una reforma 
estructural de la Dirección Nacional de Aduanas, que como objetivo compartimos plenamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá del derecho de los señores legisladores para hacer preguntas que no 
tienen vinculación con el articulado... 


SEÑOR POSADA.- Pero tienen que ver con el Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizá sea otro el ámbito -como Comisión de Hacienda— para analizar el 
tema. Dejé intervenir al señor Diputado porque sabemos de la buena voluntad del señor Ministro para 
contestar este tipo de preguntas. 


SEÑOR GANDINIL- Entendemos que es muy importante encarar una reforma de la Dirección 
Nacional de Aduanas. La pregunta es si en esta etapa de su elaboración se incorporarán al grupo de 


trabajo que se formará, actores u operadores importantes vinculados a la Aduana por parte del sector 
privado; me refiero a funcionarios, despachantes, lo que tiene que ver con el Centro de Navegación, 
etcétera. ¿Se piensa hacer alguna consulta durante el proceso? 


En la Comisión hemos recibido inquietudes de esta naturaleza por parte de algunas delegaciones vinculadas a 
las acciones de esta Dirección, a efectos de poder opinar en el proceso de elaboración de la reforma. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Voy a comenzar contestando la pregunta del 
señor Diputado Gandini. 


Todavía no tenemos definido el grupo; lo estamos armando en estos días. Obviamente va a haber gente de la 
Aduana, comenzando por su Director, y asesores del Ministerio. A propósito de esta inquietud que 
compartimos, quiero señalar que a pesar de que integren o no el grupo, serán actores consultados 
permanentemente. Como en el caso de la reforma tributaria, disponemos de actores de la sociedad que están 
involucrados y hay una interacción con ellos que resulta de fundamental importancia para llevar a buen 
puerto una reforma de este tipo. Por tanto, no tengo la menor duda de que va a haber un espacio de consulta. 
Todavía no puedo dar la integración del grupo; se sabrá en pocos días más. 


Para que el grupo funcione adecuadamente debe ser reducido; sus integrantes deben tener la preparación 
adecuada para alcanzar el objetivo y con conocimiento de la materia que vamos a analizar desde el punto de 
vista del interés nacional. Reitero que habrá espacios de interactuación privilegiada con los actores que ha 
mencionado el señor Diputado Gandini. 


Voy a referirme a los tres comentarios realizados por el señor Diputado Posada. En primer lugar, no tengo 
dudas de que, más allá de la reforma y en la medida en que los recursos lo permitan, debemos prestar mucha 
atención a la mejora de los controles que suponen, entre otras cosas, disponer de las balanzas a que aludía el 
Diputado Posada 


Quiero recordar que, en principio, este proyecto de ley de Presupuesto Nacional prevé entre $ 12:000.000 y 
$ 13:000.000 anuales para inversiones en la Dirección Nacional de Aduanas, lo cual supone un 
aprovisionamiento de material. 


En segundo término, la Aduana está trabajando sobre y prestando atención a las importaciones de azúcar 
refinada. En este momento no dispongo de información acerca de resultados recientes en la materia pero 
trasladaré la inquietud del señor Diputado Posada al organismo correspondiente. 


En tercer lugar, la medida sobre las autorizaciones para ingresar al país con whisky y cigarrillos tiene varias 
connotaciones que debemos tener en cuenta. Hay un Decreto del Poder Ejecutivo de la Legislatura anterior 
que delegó la fijación de los límites en la Dirección Nacional de Aduanas, encomendándole que los 
establecieran en línea con los existentes en los países del MERCOSUR. La verdad es que tanto en materia de 
bebidas como de cigarrillos, los límites en los países del MERCOSUR son amplísimos, fundamentalmente 
con respecto a los uruguayos, que siempre fueron muy restrictivos. Por ejemplo, Argentina y Paraguay no 
tienen límite de cantidad, sino solamente de US$ 500. Si uno quiere ingresar al país con US$ 500 en 
cigarrillos o en whisky, puede hacerlo. En Brasil también hay un límite de US$ 500; en materia de whisky el 
límite es de 24 litros, y en cigarrillos, de 20 cartones. Uruguay está muy lejos de eso y, naturalmente, ponerse 
en línea con los demás países habría sido demasiado dramático. 


Ahora bien; teniendo en cuenta la realidad, debemos considerar a su vez otra característica que, a veces, no se 
conoce: más del 80% de los cigarrillos que se comercializan en los "free shop" de Uruguay son nacionales. 
Repito: más del 80%. Estas son las cifras más recientes que tenemos. 


Con respecto a los cigarrillos nacionales, hasta ahora no ha existido ningún límite. El primero lo puso la 
Dirección Nacional de Aduanas con la reciente disposición, y puedo asegurar, conociendo los números, que 
desde que se implantó la limitación establecida por la Aduana a la compra de cigarrillos en los " free shop", 
esta compra ha disminuido en un 35% por pasajero. Quiere decir que se pasó de la inexistencia total de 
límites a un límite de cuatro cartones de cigarrillos. Teniendo en cuenta esta realidad, a fines de la semana 
pasada se corrigió la medida tomada por la Dirección Nacional de Aduanas en materia de whisky y se volvió 
a los dos litros anteriores -esto se va a dar a conocer hoy-, en el marco de una importación de cuatro litros en 


total de bebidas destiladas. En materia de cigarrillos se mantiene la limitación establecida, que condujo, 
repito, a un 35% de reducción en el consumo desde que se tomó la medida hasta el día de hoy, porque la 
realidad es que los "free shop" venden una aplastante mayoría de cigarrillos nacionales. 


SEÑOR POSADA.- Voy a hacer algunos comentarios sobre las respuestas que nos dio el señor 
Ministro. 


Con respecto a las denuncias relativas al azúcar, es muy importante que la Dirección Nacional de Aduanas 
adopte decisiones que impliquen un control efectivo. Repito que estas denuncias ya habían sido vertidas al 
propio Director Nacional de Aduanas por parte de autoridades de la empresa Azucarlito. 


Quiero referirme especialmente al ingreso de bebidas alcohólicas y de cigarrillos. Esta Resolución de la 
Aduana está amparada en un decreto que se dictó el 16 de febrero de este año y en el cual se señala que la 
Dirección Nacional de Aduanas establecerá los límites cuantitativos para el ingreso y la comercialización de 
las mercaderías referidas en los artículos 1* y 2” del Decreto N* 96/2000. Además, ese Decreto hace 
referencia a guardar equivalencias con los regímenes similares vigentes en los Estados parte del 
MERCOSUR. En todo caso, no hubo una decisión hasta el mes de agosto. Más allá de esta corrección que se 
establece, a nuestro juicio, la medida es inadecuada en cuanto a los controles vinculados con el contrabando. 
Este Decreto se podía haber derogado -tal como otros que se han derogado en esta Administración- porque, 
de hecho, no implicaba una imposición si no se compartía la política o, en todo caso, el decreto que se 
hubiera dictado oportunamente por parte del anterior Poder Ejecutivo. 


Creemos que este tema debería analizarse. En el caso de los cigarrillos, nos resulta absolutamente 
contradictorio con respecto a la propia determinación del Poder Ejecutivo, ya que, por un lado, actuando en 
acuerdo con el Ministro de Economía y Finanzas, elevó el IMESI que se cobra a los cigarrillos que se 
comercializan en territorio nacional, mientras que, por otro, permite introducir al país hasta cuarenta cajillas 
de esos mismos cigarrillos nacionales sin pagar ningún tipo de tributo. 


Queremos dejar expresa constancia en este sentido, manifestando nuestra preocupación en cuanto a que esta 
resolución de la Dirección Nacional de Aduanas -más allá de la corrección que anunció el señor Ministro-, 
pueda ser corregida estableciendo los límites que existían anteriormente. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En el artículo 120 se establecen tasas anuales 
para autorizaciones de juego a cargo de la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas. Al respecto, no 
tengo ningún comentario para hacer. 


El artículo 121 es simplemente una disposición tendiente a mejorar la organización interna de nuestro 
Ministerio en cuanto a los trabajos que desarrolla la Dirección General de Comercio y la Asesoría en Política 
Comercial. Esta medida interna apunta al mejor desarrollo de la tarea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación pasamos a considerar una serie de artículos referidos a la 
Unidad Centralizada de Adquisición de Alimentos. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Sin perjuicio de que podemos analizar los 
artículos uno a uno, adelanto que tanto los referidos a la Unidad Centralizada de Adquisición de 
Alimentos como a la Unidad Centralizada de Adquisición de Medicamentos y Afines del Estado no 
constituyen otra cosa que la legalización de regímenes que han venido funcionando de hecho, y con 
mucho éxito. La verdad es que los resultados -no los tengo aquí pero los puedo poner a disposición de 
los señores legisladores- han sido extraordinariamente favorables desde que operan estas unidades de 
centralización de compras. 


Nosotros queremos formalizar e institucionalizar estos dos regímenes que, además, van en línea con otra 
propuesta importante que tiene el Presupuesto, que es la centralización de compras. Queremos recordar uno 
de los fundamentos que hemos incluido en el Mensaje en el sentido de que a través de la centralización de 
compras y del abatimiento de la deuda flotante del Estado proyectamos disminuir gradualmente, en términos 
reales, los costos que debe enfrentar el sector público por la adquisición, en un caso, de alimentos y, en otro, 
de bienes más específicos como los medicamentos, que tienen sus complejidades y que, entre otras cosas, 


motivan algunas diferencias en este articulado entre las disposiciones de la primera unidad y la segunda. De 
todos modos, reitero que si se desea analizar cada artículo en particular no tenemos ningún inconveniente. 


SEÑOR GANDINI.- A través del artículo 126 se crean dos cargos o, por lo menos, se dice que esta 
Unidad estará a cargo de un Director Ejecutivo y, eventualmente, de un Subdirector. Sin embargo, no 
establece el tipo de nombramientos o cargos. Creo que si se tratara de funcionarios que revistieran en 
esa calidad como encargados no sería necesaria una ley, y si fueran cargos de particular confianza o de 
alta especialidad, se requeriría una especificación en el texto del artículo. Planteo esta duda porque 
supongo que hay alguna previsión que no conozco. 


SEÑORA DÍAZ..- En realidad, las funciones están siendo ejercidas por funcionarios de la Secretaría de 
Estado. A través de este artículo se está intentando dar un orden, es decir, que sea un Director 
Ejecutivo quien desarrolle esta tarea y no una persona asignada a cargo de la Dirección. A su vez, este 
Director integrará, junto con representantes de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de los 
organismos usuarios, esta Comisión, que es la que resuelve las compras, las adjudicaciones y los 
procedimientos. Lo que se pretende es dar una institucionalización y una estructura orgánica a esta 
función, pero no crear cargos. 


SEÑOR ALONSO.- Quisiera saber si lo que está funcionando como Unidad Centralizada de 
Adquisición de Alimentos es una Comisión designada por el Ministerio de Economía y Finanzas o por 
el Poder Ejecutivo; hago esta pregunta porque no sé si hay algún decreto al respecto. 


Por otro lado, creo entender que la idea es definir cuál es la jerarquía de esa Comisión que está funcionando 
y, a través de este articulado, establecer un cargo de Director Ejecutivo que, de acuerdo con la forma como 
está redactado el artículo, supongo que se trata de un funcionario que actualmente reviste en los cuadros del 
Ministerio de Economía y Finanzas, o, por lo menos, lo haría al momento de ser designado. 


SEÑORA DÍAZ.- En realidad, es así. De todos modos, esta persona no necesariamente debe ser 
funcionario del Ministerio de Economía y Finanzas. Hoy se da ese supuesto porque es en este 
Ministerio, bajo las órdenes de la Dirección General de Secretaría, donde está físicamente instalada la 
Unidad Centralizada. Alguien debe ser el ordenador de gastos y de pagos. Actualmente, esa tarea la 
cumple un funcionario que tiene esa delegación, pero actuando por sí mismo y no por la UCAA. Para 
hacerlo debe estar a cargo de un área y esa es la función de este artículo: designar a alguien a cargo de 
un área para hacerle la delegación correspondiente. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quería decir que dado el buen resultado que 
esto ha tenido, hemos dispuesto que el artículo 129 facultara al Poder Ejecutivo a crear otras Unidades 
por el estilo. No es ninguna novedad porque estas dos Unidades empezaron a funcionar de hecho; 
habrá que atender esto rigurosamente y extender la experiencia adquirida, pero hasta ahora el 
resultado ha sido muy bueno para el Uruguay y para los costos del sector público. Reitero que pongo a 
disposición de los señores Diputados la información relativa al tema que se encuentra en el Ministerio 
de Economía y Finanzas. 


Por último, quisiera señalar que ya tenemos acumulada una experiencia importante en este camino. Como 
dije, esto se integra con la propuesta de centralizar compras y abatir deudas. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Quisiera saber si el Ministerio de Economía y Finanzas considera que es 
necesario que este propósito se alcance a través del artículo 129. Además, me gustaría saber en qué tipo 
de bienes estaban pensando el Ministerio o el Poder Ejecutivo para formalizar esto. 


El funcionamiento de la UCAMAE parece similar al de la UCAA. Sin embargo, en el articulado no se 
designa a un Director Ejecutivo o a un Subdirector. Quisiera saber por qué se hace esa diferencia entre una 
unidad y la otra. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No hemos pensado en bienes o servicios 
concretos, aunque hay una amplia gama. En realidad, el artículo no está redactado pensando en 


algunos de ellos sino en que lo único que puede traer la centralización de todas las compras por parte 
del sector público son buenos resultados. 


Por otra parte, adelanté que la adquisición de medicamentos es un poco más compleja que la de otros bienes. 
Por eso en el artículo 134 se apela a la creación de una Comisión integrada por representantes de los 
Ministerios de Economía y Finanzas y de Salud Pública y de la OPP para aportar diferentes puntos de vista. 
De todas maneras, la ordenación del gasto siempre se puede disponer por la vía del reglamento de 
funcionamiento de la Comisión. A continuación, la contadora Díaz agregará algunos elementos de juicio al 
respecto. 


SEÑORA DÍAZ.- Con respecto a la Comisión, ese fue el mecanismo por el que se optó por tratarse de 
un tema sumamente complicado, no solo en cuanto a las especialidades médicas sino también al 
material médico quirúrgico y a los medicamentos. El funcionamiento de ambas es diferente. La UCAA 
compra por cuenta y orden. En realidad, hace la licitación, tiene gastos asociados a ella, pero la que 
ejecuta el gasto es la unidad ejecutora que hizo la solicitud. En cambio, la UCAMAE compra por sí 
misma, hace compras previas con autorización del Tribunal de Cuentas de manera de satisfacer los 
vademécum y las necesidades de cada una de las unidades en forma centralizada; es decir que no 
compra para cada uno de los usuarios, excepto que se trate de los del interior del país. Como Comisión 
ha funcionado bastante bien, y por eso se entendió que podía seguir con este tipo de estructura en lugar 
de cambiarla por una de una sola persona que tome las decisiones. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- En los artículos 127 y 135 se establecen los recursos de estas unidades y 
en el literal C de ambos se dispone: "El producido de los servicios que preste". Queremos saber cómo y 
a quién se cobran los servicios. 


SEÑORA DÍAZ.- La UCAA y la UCAMAE están trabajando fundamentalmente a nivel del 
Presupuesto Nacional. La idea es que se integren algunos otros organismos públicos que están fuera del 
Presupuesto Nacional. Además, se pretende que exista una interacción entre la UCAMAE y la UCAA a 
través de técnicos que puedan prestar los servicios que necesiten o del pago de la cuotaparte que les 
corresponda a cada una de ellas por la contratación de veterinarios, químicos o de quienes sean 
necesarios para analizar la calidad de los productos que se compren. De todas maneras, aún hoy no 
tiene autorización para cobrar y, por lo tanto, no cobra. 


SEÑOR TROBO.- Como llegué algo tarde a la reunión no sé si se han analizado las remuneraciones 
del Ministerio de Economía y Finanzas. Del planillado -que obviamente aprobamos conjuntamente con 
el proyecto- surgen algunos datos interesantes respecto del incremento en los volúmenes de recursos 
destinados al Rubro 0. En ese sentido, queremos saber cuál es, a juicio del señor Ministro de Economía 
y Finanzas, la política en materia salarial a llevar adelante en esa Cartera. Sabemos que en la 
Dirección General Impositiva se dará un aumento importante de las retribuciones, en línea con la 
reestructura que allí se realiza y de acuerdo con lo que analizamos en el ámbito de la Asamblea 
General hace poco tiempo. Aquí se plantea una reestructura de la Aduana y hemos escuchado 
públicamente que el propósito es elevar el salario de los funcionarios. También hemos escuchado que 
esta situación ha generado alguna preocupación interna entre los funcionarios del Inciso, respecto a 
diferencias importantes que pudieran existir entre ellos. En el planillado advertimos partidas globales 
realmente importantes, por lo que nos gustaría conocer el criterio que utilizará el Ministerio de 
Economía y Finanzas para los temas salariales y cómo se explican esas partidas incluidas en el 
planillado del Tomo III, correspondiente a ese Inciso. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No analizamos el tema salarial porque fuimos 
convocados para considerar el articulado. Sin embargo, no tengo ningún problema en contestar esta 
pregunta. 


En primer lugar, quiero aclarar que la reforma de la Aduana, que aún no está formulada, no va a referirse a 
temas salariales; la reforma comprenderá todos los aspectos de funcionamiento, incluidas las inversiones para 
las que, desde ya, estamos previendo una partida importante. 


En cuanto a la pregunta del señor Diputado Trobo sobre el planillado, diría que hay tres factores que explican 
las cifras que allí aparecen. El primero y más importante ya es conocido por esta Comisión: son las nuevas 
retribuciones de la Dirección General Impositiva. Este es el factor más importante, por lejos. 


El segundo factor, en un nivel menor de importancia, son los setenta pasantes que estamos proponiendo para 
la Dirección Nacional de Aduanas. El tercero, yo diría insignificante, son las cinco personas previstas para la 
instalación de la Oficina de Administración de la Deuda Pública en el Ministerio de Economía y Finanzas, 
que es otra de las reformas que estamos planteando poner en práctica antes de fin de año. 


SEÑOR TROBO.- Algunas cifras del planillado del Ministerio de Economía y Finanzas se traducen en 
un incremento real para el año 2006 de $ 500:000.000 para el pago de sueldos y compensaciones de los 
funcionarios de esa Cartera. En total, entre los años 2006 y 2010, el aumento de los salarios en el 
Ministerio de Economía y Finanzas será de un porcentaje muy superior al que se ha señalado 
públicamente para la Administración Central, superando el 40%. 


Me gustaría contar con una información más acabada, con una apertura de los recursos dispuestos en el 
planillado a partir del año 2006 y con una identificación clara de cuáles son las unidades ejecutoras dentro del 
Inciso que van a recibir estos volúmenes, para conocer claramente la dirección de ese dinero. Lo digo porque 
en la planilla de recursos del Rubro 0, en el renglón 092, Partidas Globales a Distribuir Financiadas por 
Rentas Generales, aparecen para el 2004 $ 5:691.000 y para el 2006 $ 414:997,000. En el renglón 042, 
Compensaciones Específicas Financiadas con Recursos propios, aparecen para el 2004 $ 14:351.000 y para el 
2006 $ 270:481.000. Se trata de volúmenes muy importantes de recursos, y anuncio que hemos planteado 
nuestra preocupación respecto a lo que será el tratamiento salarial del funcionariado policial, teniendo en 
cuenta que se destina exclusivamente $ 29:000.000 por año para una cantidad fija por funcionario policial 
que implica un aumento de $ 130. Nuestro propósito es sacrificar algunas de estas centenas de millones de 
pesos que se establecen para el Ministerio de Economía y Finanzas -apenas $ 70:000.000 anuales— para 
llevarlos a esa partida fija de unos $ 500 por policía. Si los cálculos que hemos hecho sobre los planillados no 
nos han inducido a error, el sacrificio que debería hacerse en ese volumen de recursos destinados al 
Ministerio de Economía y Finanzas no significaría una circunstancia demasiado penosa para el personal y, 
evidentemente, podría haber un muy buen aumento de sueldo en la Cartera. A su vez, reitero que esto serviría 
para ayudar a una recuperación en el Ministerio del Interior para los 17.000 policías que recibirían apenas 

$ 130 por el artículo 100. 


Por esa razón pedía estas explicaciones y, obviamente, estamos a la espera de escuchar respuestas al respecto. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El planillado que fue aludido en la pregunta 
establece con detalle el destino de las partidas de retribuciones del Rubro 0. Allí el señor Diputado 
Trobo podrá comprobar cuál es el destino de las mismas dentro del Inciso 05, Ministerio de Economía 
y Finanzas. 


Reitero mi respuesta anterior: las tres explicaciones del aumento al Rubro 0 son las que di, y ahora agregaré 
un dato más. Si no recuerdo mal, el señor Diputado Trobo mencionaba una cifra de $ 500:000.000, de los 
cuales $ 497:000.000 son con destino a la Dirección General Impositiva en el año 2006. Digo esto para que 
se tenga una idea del peso del factor. 


La reforma de la Dirección General Impositiva ya fue discutida y aprobada, por lo que no es del caso volver a 
debatir sobre su contenido. 


SEÑOR TROBO.- No pretendo discutir la reforma de la Dirección General Impositiva porque ya fue 
discutida. En esa oportunidad expresamos que en materia salarial había una consideración que era 
hasta excesiva, teniendo en cuenta que otros funcionarios de la Administración Pública poseen niveles 
de responsabilidad análogos a los de la Dirección General Impositiva, inclusive considerando el 
agregado de la prohibición de cumplir tareas en otro tipo de actividad; este es el caso del personal 
policial. 


Entonces, cuando estamos ingresando al análisis de los rubros de sueldos del Ministerio de Economía y 
Finanzas, teniendo en cuenta su volumen y el aumento que se da año a año a partir de 2006 en la Cartera - 


reitero que la cifra que tenemos es de aproximadamente US$ 20:000.000 anuales-, lo que estamos planteando 
es que queremos conocer específicamente cuáles son las fórmulas de aumento que van a tener sus 
funcionarios -por supuesto los de la Dirección General Impositiva y de las otras áreas del Ministerio- y, frente 
a una información acabada, poder hacer los planteos que entendamos convenientes. Si no entiendo mal, lo 
que se analiza en el tratamiento presupuestal es la autorización a gastar en determinados volúmenes en los 
distintos rubros del Presupuesto. No solamente se aprueba el articulado sino también el planillado adjunto y 
es posible modificar los volúmenes de recursos que existen en los distintos renglones y sectores del gasto 
para mejorar, empeorar, modificar o sugerir una mejor inversión de esos recursos. Por esa razón es que 
hacemos esta pregunta. Creo que cuando se habla de temas salariales, que han estado tan encima de la mesa y 
que siempre generan una demanda muy importante, es fundamental tener la mayor claridad posible para que 
se conozca en profundidad el destino que van a tener estos recursos. 


Insisto en que la propuesta que el Partido Nacional realiza implica afectar parte de los recursos que están 
incluidos en esa especie de bolsón del Rubro O en el Ministerio de Economía y Finanzas para financiar un 
aumento adicional de la partida de $ 29:000.000 que está en el artículo 100 del Ministerio del Interior, sobre 
todo teniendo en cuenta que este Parlamento debió analizar -después de la presentación del artículo, en el 
proyecto original- una modificación que el propio Ministro del Interior planteó como necesaria porque en la 
redacción del artículo original el personal que abarcaba esa disposición era una cantidad muy limitada. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Yo ya he dado las respuestas que tengo que dar; 
en el planillado están todos los datos necesarios para analizar la evolución de los salarios del Ministerio 
de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, esperamos la propuesta del señor Diputado Trobo y la 
analizaremos en conjunto en la Comisión 


Inclusive, una vez que tengamos el aditivo que anuncia el señor Diputado Trobo se lo haremos llegar al señor 
Ministro para que tome conocimiento. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Solicitaría al Ministerio o a la Contaduría General de la Nación 
que, si fuera posible, nos hiciera llegar -en un repartido chico, que sea más fácil de manejar para 
nosotros- los datos relacionados con cada año -2004, 2005 y 2006-, de todos los componentes del Rubro 
0 de cada una de las unidades ejecutoras del Ministerio. Como el señor Ministro comprenderá, 
nosotros tenemos muchos planillados y no es fácil, para quienes no estamos todo el día dedicados a 
esto, encontrar los datos. No tengo dudas de que puedan estar ni de lo que dice el señor Ministro, pero 
tal vez a nosotros nos sea más fácil encontrar los datos de esa manera. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Obviamente, mi respuesta es afirmativa. 
Quiero señalar que sobre la base de la información que los señores Diputados pueden encontrar en la 
página 29 del Tomo III, vamos a enviar -además- todos los datos discriminados por unidad ejecutora. 
La contadora Laura Tabárez preparará el informe y lo hará llegar a todos los señores legisladores 
integrantes de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece a los señores Ministro y Subsecretario de Economía y 
Finanzas y al resto de la delegación. 


La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 16. 
(Es la hora 15 y 23) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 16 y 7) 


(Ingresan a Sala el señor Ministro de Economía y Finanzas e integrantes del Equipo Económico) 


La Comisión da la bienvenida una vez más al señor Ministro de Economía y Finanzas, contador Danilo 
Astori; al señor Subsecretario, economista Mario Bergara; a las contadoras Susana Díaz, Marta Billeira y 
Laura Tabárez; al Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil, doctor Miguel Toma; al Subdirector 
señor Humberto Ruocco; al Subdirector de Planeamiento y Presupuesto, contador Daniel Mesa; por el 
Ministerio de Economía y Finanzas al contador David Eibe y por la Dirección General Impositiva, al 
contador Nelson Hernández y al doctor Héctor Huertas. 


Como todos sabemos, la convocatoria del día de hoy es al equipo económico a efectos de culminar, en 
principio, con los artículos referidos a Disposiciones Generales, Funcionarios, Ordenamiento Financiero, 
Recursos y Disposiciones Varias. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Los tres primeros artículos son de orden, como 
en todo proyecto de Presupuesto. El primero de ellos refiere al contenido, el segundo a la vigencia y el 
tercero a la cuantificación de los valores que se presentan en esta iniciativa. 


A su vez, el segundo inciso del artículo 3” establece: "Las estructuras de cargos y contratos de función 
pública se consideran al 31 de mayo de 2005 y a valores de 1” de enero de 2005". 


Me parece que estos tres artículos son muy claros. 


A través del artículo 4? se autoriza al Poder Ejecutivo, previo informe de la Contaduría General de la Nación, 
a efectuar correcciones de errores u omisiones numéricas o formales que se comprueben en el Presupuesto 
Nacional, de lo cual se dará cuenta a la Asamblea General. Este también es un artículo de orden. 


El artículo 5” establece: "En todos los Incisos del Presupuesto Nacional, en los casos en que haya más de una 
unidad ejecutora en cumplimiento de un mismo programa, dentro de los ciento ochenta días de la entrada en 
vigencia de la presente ley, la Contaduría General de la Nación distribuirá los créditos presupuestales por 
unidad ejecutora dentro de cada Programa". 


Si ahora ingresamos a considerar la Sección Il, "Funcionarios", voy a solicitar que se autorice a hacer uso de 
la palabra al Director y al Subdirector de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR TOMA.- Ingresar a la Sección Il, "Funcionarios", nos impone realizar brevemente dos o tres 
consideraciones para una mejor comprensión de su contenido, en función de la correspondencia que 
tiene cada disposición proyectada con la exposición de motivos contenida en el proyecto de 
Presupuesto, en particular en lo que refiere a recursos humanos. 


Dicha exposición de motivos anuncia que el proceso de transformación del Estado conlleva innovar en 
materia de recursos humanos, lo cual exigirá un gran esfuerzo de parte del Gobierno en orden a lograr una 
transformación profunda y estructural del sistema imperante, que será presentada en oportunidad de 
considerarse la Rendición de Cuentas del Ejercicio 2005. 


Como textualmente se expresa en la exposición y en los criterios de la formulación presupuestal, ello 
permitirá estudiar con profundidad y rigurosidad técnica las bases de sustentación de la propuesta, 
incluyéndose en este proyecto, a través de las normas que en esta instancia se están impulsando, las 
disposiciones programáticas e indicativas del camino a seguir en cuanto al ingreso democrático a la función 
pública, la reformulación de la carrera administrativa, la profesionalización del funcionario a través de la 
capacitación continua y su evaluación mediante modernos sistemas de calificación, cuya reingeniería se 
impone dentro del esquema de un Estado moderno que permita llevar adelante con éxito el proyecto de país 
que el Gobierno Nacional se comprometió a consolidar. También se incluyen en este proyecto normas que 
atienden a la naturalización de vínculos funcionales desvirtuados, a la remoción de la prohibición del ingreso 
a la función pública, a la exclusión de fórmulas jurídicas contradictorias y a la introducción de instrumentos 
tuitivos dirigidos a los funcionarios, entre otras innovaciones. 


Con respecto al articulado, el artículo 6”, que encabeza el Capítulo, plantea un instrumento central e 
innovador en materia de transformación del Estado en la porción relativa a la Administración, en cuanto se 
aboga por procesos de reformulación de estructuras organizativas, de forma orgánica y dinámica, desde que 
estas son presentadas anualmente al Poder Ejecutivo para su estudio antes del 31 de marzo de cada año, 


previo asesoramiento de las reparticiones especializadas. Una vez aprobados dichos proyectos, se incluirán 
en la siguiente instancia presupuestal. O sea que a partir de ahora será el Parlamento Nacional el que 
intervenga activamente en los procesos de transformación que se propongan en esta materia, agregándose un 
mecanismo de dinamismo y control. Se instala un mandato imperativo de evaluación anual de las estructuras 
existentes a fin de que se habiliten los ajustes que correspondan según el logro de los objetivos y metas 
emergentes de los compromisos de gestión de las unidades ejecutoras incluidas en el proyecto. 


Sin duda, el artículo 6” supone una concreción de uno de los instrumentos claves que usará el Gobierno para 
la transformación del Estado, en la porción que comprende la Administración Pública. 


Más allá del contenido sustantivo del siguiente párrafo: "Las estructuras de puestos de trabajo de cada unidad 
ejecutora, deberán adecuarse a los requerimientos de las respectivas estructuras organizativas, y a un sistema 
integrado ocupacional, una vez que sea definido de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de esta 
ley", en última instancia deberá tenerse en cuenta el artículo vinculado al sistema integrado ocupacional, es 
decir, el artículo 23 o el que corresponda. De todas formas, el Poder Ejecutivo contaría con la facultad de 
efectuar las correcciones de los errores u omisiones numéricas. 


El artículo 7” responde a la necesidad de corregir la caótica situación existente en materia de recursos 
humanos derivada, entre otras falencias, de la desnaturalización de los vínculos y contrataciones de servicios 
personales. 


En efecto, la actual Administración, a su ingreso, constató efectivamente la existencia de un serie de vínculos 
laborales con el Estado que desvirtuaban los principios de buena administración y, en muchos casos, 
contravenían normas legales y constitucionales. En virtud de esa realidad, se estimó del caso constituir 
rápidamente un grupo de trabajo integrado por la Oficina Nacional del Servicio Civil, la Confederación de 
Funcionarios del Estado y la Mesa Sindical Coordinadora de Entes con el objetivo de analizar las diversas 
formas de contratación de personal del Estado y determinar la naturaleza de los vínculos existentes. 


Dicho grupo de trabajo emitió un diagnóstico de situación y efectuó una serie de recomendaciones que 
tuvimos oportunidad de analizar en el seno de la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de 
Representantes, que han sido tomadas en consideración en el proyecto de ley de Presupuesto que estamos 
analizando. Mediante esta norma, se autoriza al Poder Ejecutivo a celebrar contratos de función pública con 
aquellas personas que se encuentren desempeñando funciones propias de un funcionario público con carácter 
permanente y en régimen de dependencia cuyo vínculo inicial con el Estado se hubiera desvirtuado en 
algunos de sus elementos esenciales. A tal efecto, se prevé la constitución de Comisiones paritarias en cada 
Inciso u organismo que tendrán el cometido de dictaminar, respecto de las personas alcanzadas por esta 
norma, y aconsejar al jerarca la contratación de que hablamos. A los fines de aplicación de este proceso de 
naturalización de vínculos, se propicia la autorización a la Contaduría General de la Nación para trasponer al 
Grupo 0, Servicios Personales, los créditos presupuestales correspondientes a los grupos de gasto que 
resulten desafectados por las disposiciones de este artículo, a efectos de financiar las contrataciones cuya 
autorización se pide al Parlamento, de forma tal que este proceso no implique costo presupuestal. Si bien la 
norma es extensa, a nuestro juicio es lo suficientemente clara y sencilla y representa, sin duda, un invalorable 
instrumento hacia el logro del fin por ella perseguido. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- El doctor Toma ha hablado con propiedad, con entusiasmo -no sé cómo 
decirlo-, del caos extraordinario con que se ha encontrado este Gobierno en los casos de la 
Administración. Seguramente, algunos de los cambios que se proponen son relativos al Ministerio de 
Salud Pública, de donde el doctor Toma fue, como todos sabemos, Director General. Queremos que nos 
dé una opinión acerca de las Comisiones de Apoyo, que tanto se han criticado, ya que él ahora las 
puede ver con mucha más claridad, porque ha estado de los dos lados del mostrador. 


SEÑOR TOMA.- Estimo que dar una opinión sobre las Comisiones de Apoyo del Ministerio de Salud 
Pública no tiene que ver con el análisis de la norma que se está proponiendo en este momento, en 
función de que este artículo trata de la naturalización de todos los vínculos existentes en el Estado, 
entre los que se encuentran pasantes, caché, becarios, y también pueden considerarse incluidas las 
Comisiones de Apoyo. 


No viene al caso que se efectúe la mención a mi condición de ex Director General durante un período en el 
Ministerio de Salud Pública, en función de que mi cargo presupuestal en esa Cartera es de carrera y soy 
abogado con reserva del cargo. Pienso que no es pertinente o conducente entrar a considerar la opinión 
personal de las Comisiones de Apoyo. 


Es mucho más rica la discusión en función de la desnaturalización que se dio en la realidad de todos los 
vínculos existentes y nacidos como consecuencia de la norma que prohibió el ingreso a la función pública. 
Pienso que lo sustantivo en este caso es ver si el instrumento que estamos analizando y proponiendo al 
Parlamento es idóneo y apunta al futuro, es decir, si naturaliza esos vínculos, remueve el obstáculo de ingreso 
a la función pública, enfrentándonos a un ingreso democrático del funcionario. Se trata de asegurar con 
instrumentos eficaces y eficientes una verdadera transformación de la gestión administrativa y en particular 
de la carrera administrativa, mediante la profesionalización de la función pública, en orden a proteger los 
intereses generales confiados a la custodia del Estado, en especial de quienes ejercen en carácter ejecutivo los 
cometidos y atribuciones inherentes a esa función. 


Es por eso que me remito en cuanto he dicho al comentario realizado sobre el artículo 7” y ratifico la bondad 
de mirar hacia adelante, para ver cuál es el instrumento capaz de corregir todos los vínculos que se han 
desnaturalizado con el correr de estos tiempos. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- No me cabe duda de que el doctor Toma es funcionario de carrera del 
Ministerio de Salud Pública y tiene reserva del cargo. Y fue funcionario de confianza de los Gobiernos 
anteriores, ocupando el cargo de Director General del Ministerio de Salud Pública. 


En cuanto a la pregunta relativa a qué opinaba de las Comisiones de Apoyo, la hicimos porque tenemos otras 
opiniones del doctor Toma. Sé lo que opinaba el doctor Toma hace cuatro años sobre esos temas; no sé lo que 
opina ahora. 


Por otra parte, quien decide lo que preguntamos y qué es pertinente somos nosotros y no el doctor Toma. Él 
puede decir que va a contestar o que no quiere hacerlo; no hay inconveniente. No tenemos ningún 
inconveniente en que nos diga: "Prefiero no entrar en este tema. Veo el tema más general". Pero los que 
resuelven si son conducentes las preguntas somos nosotros. 


SEÑOR GANDINI.- Me quiero referir a la formulación que tiene este artículo, que busca regularizar 
con contrato de función pública todas aquellas situaciones que reúnan estos requisitos: becarios, 
pasantes, supongo que contratos de obra, caché del Ministerio de Educación y Cultura, es decir, todos 
esos casos que son muy irregulares. Hay otros que quizá están en la orilla y que reúnen estos requisitos. 
Lo que nos preocupa es la formulación con la que lo hacen. Lo que se otorga aquí es una autorización y 
se deja una discrecionalidad importante al Poder Ejecutivo en general y luego, en particular al jerarca 
del Inciso, para determinar qué categoría de funcionarios o de personas con relaciones contractuales 
del Estado están comprendidas, e inclusive se deja la posibilidad de que dentro de una misma categoría 
se utilice la autorización para unos y no para otros. Eso genera preocupación entre los posibles 
afectados, pero también entre nosotros, porque estamos entregando una discrecionalidad importante. 


Quisiera saber si se puede cambiar la formulación y hacerla preceptiva. Si la voluntad del Poder Ejecutivo es 
regularizar y terminar con estas situaciones, se podría establecer que el Poder Ejecutivo, a propuesta de los 
Incisos de la Administración Central, celebrará contratos de función pública con aquellas personas, etcétera. 
De esta manera estamos diciendo que todas aquellas personas que reúnan los requisitos que más adelante este 
mismo Inciso establece -de plazos, de relación de carácter permanente, de régimen de dependencia, etcétera- 
serán contratadas por el Estado. La autorización puede prestarse a distintas visiones de los jerarcas de los 
Incisos, que son los que tienen la iniciativa, porque es a propuesta de ellos. Puede ser que un jerarca de un 
Inciso no haga la propuesta, por ejemplo para un grupo de becarios y otro jerarca de otro Inciso se ampare a 
este artículo y sí la haga. A lo mejor otro jerarca dice que estos becarios están comprendidos dentro de su 
Inciso, pero hay otros que no, y para esos no hace la propuesta y, por lo tanto, no ejerce esa potestad que tiene 
para regularizar. Entonces, estaríamos entrando en un problema que capaz que es de menor volumen pero de 
mayor calidad, en cuanto a la profundidad, que el que actualmente tenemos. 


Quiero saber si no es posible contar con la voluntad del Poder Ejecutivo para modificar esta formulación de 
facultad y darle una redacción que otorgue una calidad imperativa. 


SEÑOR BRENTA.- Para complementar la pregunta del señor Diputado Gandini, me parece que sería 
muy interesante tener alguna idea de qué cantidad de gente se encuentra en esta situación en la 
Administración pública en el momento actual. Entiendo que este dato es bastante relevante a los 
efectos de la discusión posterior. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Creo que hay dos grupos de funcionarios: uno es el de los 
anteriores al 1” de enero de 2001. Recuerdo que cuando discutimos el Presupuesto en el año 2000 se 
decía que podían ser ocho mil funcionarios. En el Presupuesto del año 2000 se trató de dejarlos 
congelados hasta que el Poder Ejecutivo, con un gran asesoramiento, decidiera resolver su destino con 
una reglamentación, pero que a partir del 1” de enero de 2001 todo aquel que entrara debería cesar. 
Eso es lo que establecía claramente la norma; no podemos distinguir si se aplicó o no. 


Entiendo que deberíamos establecer dos tratamientos distintos. Uno sería para los que ingresaron antes del 1* 
de enero de 2001, estableciendo que el Poder Ejecutivo los contratará a todos, porque muchos de ellos ya 
deben de tener diez o doce años en esa calidad. Hay que tener en cuenta que desde el Presupuesto del año 
2000 ya pasaron cinco años y que algunos de esos funcionarios ya tenían siete u ocho años en esa función. 
Me parece que las comisiones paritarias para esos funcionarios no tendrían que existir. 


El otro grupo es el de aquellos funcionarios que ingresaron después del año 2001. Habría que analizar su 
situación porque en algunos casos se pudo haber cumplido con la Ley de Presupuesto y en otros pudo haber 
violaciones a lo que establecía la Ley. Si hubo violaciones, los jerarcas respectivos tendrían que responder, 
porque así lo establecía la Ley. 


Sugiero que todos los funcionarios anteriores al año 2001 sean incorporados por el Poder Ejecutivo y 
aquellos del 2001 hasta el momento podrían pasar por una comisión paritaria. Es evidente que los dos grupos 
de funcionarios son bien distintos. 


SEÑOR TROBO.- Voy a poner un ejemplo que se vincula con el planteo que ha hecho el señor 
Diputado González Álvarez. A nosotros nos visitó un grupo de funcionarios de ANTEL entre los que 
había algunos que cumplen tareas desde hace veinte años, que son llamados guardahilos. El gremio de 
SUTEL no los reconoce; no cree que tengan derecho a ser funcionarios de ANTEL. Sin embargo, desde 
el punto de vista objetivo, la relación que tienen con el organismo es de funcionarios. Si a esta situación 
la sometiéramos a una comisión en la que la opinión del ente, de un sector de funcionarios, fuera la que 
determinara, a esta gente no va a poder aplicársele este artículo. Si objetivamente el Poder Ejecutivo 
analizara la situación previa a la fecha que señala el señor Diputado González Álvarez, la solución 
sería distinta. En ese sentido, hemos propuesto un aditivo. Los funcionarios estarían incluidos en el 
artículo si el criterio fuera más objetivo y más amplio, tal como señala el señor Diputado González 
Alvarez. 


SEÑOR RUOCCO.- Como es de conocimiento de todos los señores Diputados, este ha sido un trabajo 
que hemos realizado dentro de la negociación colectiva con los gremios de la Administración Central y 
con los gremios que nuclea la Mesa Sindical Coordinadora de Entes. Sé que puede ser molesto hablar 
de caos, pero este trabajo lo tuvimos que hacer porque existía el caos. Si no hubiera sido así, no 
tendríamos que haber invertido tiempo en realizarlo. Este caos no se generó solo. Este caos fue 
propiciado por quienes insistentemente, cerrando la puerta de la Administración, abrieron las 
ventanas. Por lo tanto, hoy nosotros tenemos que asumir una situación caótica. Podíamos haberlo 
hecho dentro de un tubo de ensayo y solos; podíamos haber dicho: "vale tutti", todo el mundo para 
adentro. Elegimos un camino un poco más trabajoso, más democrático y más amplio. Reconocimos los 
aspectos vinculados con los límites que pone la ley porque es cierto que existe un antes de 2001 y un 
después de 2001, pero también es cierto que existe un desconocimiento del después de 2001. Es más: 
también tuvimos en cuenta que existe el artículo 43 de la Ley N” 17.556, y que más allá de que sean 
setenta u ochenta personas, nos parece importante que se consideren sus casos. 


Tomamos una resolución de carácter general que no fue la de la regularización, de la que por familiaridad de 
lenguaje siento que se habla. Estamos hablando de la naturalización y de las posibles formas de ingreso a la 
Administración de esta gente que no pudo hacerlo porque no había otras posibilidades. Lo tomo desde ese 
punto de vista. Hoy queremos dar a las empresas públicas y a los Ministros, a la par que a sus sindicatos, la 
posibilidad de analizar caso por caso. 


Estoy convencido de que el trabajo de las comisiones paritarias va a ser muy fácil cuando consideren esa 
primera franja de los anteriores a 2001. Queremos poner a todo el mundo en igualdad de condiciones y 
también que las comisiones paritarias estudien objetivamente la situación de cada quien. Por lo tanto, se hará 
en esa franja, en la posterior a 2001 y en aquellos que tomaron el artículo 43. 


El segundo aspecto está vinculado con una pregunta que hacía un señor Diputado con respecto a tratar de 
cuantificar esta situación. La cuantificación es difícil. 


(Interrupciones) 


——_Nos reafirmamos en que este es el camino mejor que podemos tomar y así lo vinimos a defender a la 
Comisión de Legislación del Trabajo de esta Cámara. En ese momento, creímos que sus integrantes 
compartían este criterio que habíamos adoptado. En consecuencia, diría que ya estamos en camino de los 
actos preparatorios para atender este problema que, naturalmente, podremos abordar una vez que se apruebe 
esta ley. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- El funcionario ha hecho una serie de apreciaciones de carácter 
político y subjetivo. Me gustaría saber si el señor Ministro las comparte. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Comparto todas las opiniones vertidas. Es más: 
yo también las presenté aquí cuando hablé de caos funcional y salarial en la Administración Pública. 


SEÑOR GANDINI.- Escuché al señor Subdirector de la Oficina Nacional del Servicio Civil y ahora al 
señor Ministro hablar de caos, pero también escuché que se viene señalando, ya no insinuando, la 
unilateralidad de la responsabilidad de ese caos. 


Yo fui jerarca de la Administración y conozco el sistema de becarios. ¿Saben lo que pasaba con los becarios? 
Una vez que entraban y firmaban, muchísimas veces el sindicato los iba a buscar, los sindicalizaba, no 
teniendo la misma condición que los demás, por lo menos, porque estaban contratados a término por seis 
meses. Luego, incorporaban a su reivindicación de lucha la presupuestación de los compañeros becarios. Esa 
es una de las razones que también colaboró al caos: la forma de ingreso, la forma de selección y la manera en 
que después se manejó internamente para que se quedaran. 


A veces, los becarios trabajaban más que los que no lo eran, y es verdad que hoy tenemos un enorme caos. 
Tenemos becarios que hace quince años que están en algunos organismos, que trabajan más que quienes están 
a su lado, pero no tienen derecho al ascenso porque no están en la carrera funcional. 


¡Claro que esto es un caos! ¡Y claro que tienen derecho a que los incorporemos! Pero si vamos a hablar de la 
responsabilidad del caos, acá las responsabilidades son bien compartidas, bien compartidas. 


Ahora, también les voy a decir que quiero reiterar nuestra preocupación con el "autorízase". ¡Yo pertenezco a 
un Partido que todos los días está recibiendo funcionarios públicos que vienen a denunciar la persecución de 
las nuevas autoridades! ¡Y vienen a decir a mi Partido, a las autoridades de mi Partido, que se los traslada 
injustamente, que se los saca, que no se les renueva el contrato e, inclusive, que ahora mismo se les está 
interrumpiendo su condición laboral para que no puedan ni siquiera entrar al "autorízase", para que cuando 
este Presupuesto entre en vigencia, ya no sean ni siquiera pasantes, becarios ni nada por el estilo, requisito 
obvio que aquí plantea el artículo 7*! 


Entonces, esto nos preocupa y, sin duda, es un planteo político. ¡Nos preocupa esta discrecionalidad del 
Poder Ejecutivo, y la vamos a acompañar para resolver el caos y dar garantías de que no se va a resolver en 
una Comisión sin la participación de todos! ¡Será el Parlamento el que diga quiénes y, si no, que sea para 
todos! No vamos a acompañar otro mecanismo. 


SEÑOR GAMOU.- Quiero dejar una constancia. Que yo sepa, en el país lo que marca la Constitución 
es que cada cinco años elegimos un Gobierno, que es responsable de las políticas. Por lo tanto, me 
parece que intentar echar la culpa a los sindicatos del caos administrativo, está absolutamente fuera de 
lugar. 


Con respecto a la segunda afirmación, diría que si hay constancias de supuestas persecuciones políticas se 
hagan las denuncias con nombre y apellido, porque hasta ahora lo único que he escuchado es que se habla de 
persecución política cuando el nuevo Gobierno hace investigaciones sobre supuestas irregularidades y ahora 
también se vuelve a hablar de persecución política. Quiero conocer los casos porque, honestamente, si en 
realidad existe persecución política, sin duda alguna este Gobierno pondrá remedio a esa situación que 
nosotros no compartimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a intentar continuar con el tema que estamos tratando. 


SEÑOR YANES.- Generalmente, vengo a las Comisiones a escuchar las preguntas que se formulan y 
las respuestas brindadas por los Ministerios y las distintas oficinas, pero en el plano político no me 
resisto a ingresar. 


Ya que algún señor Diputado plantea las visitas que tiene en su despacho, voy a decir que en mi despacho, 
lamentablemente, he tenido la visita de decenas de funcionarios que creo que ni siquiera se acuerdan a qué 
organismo ingresaron originalmente, porque pasan de comisión en comisión. Puedo dar nombres de gente de 
distintos Ministerios u oficinas que me plantea que ahora que se quiere ordenar la cosa se ve perjudicada. Por 
ejemplo, hay quien hace quince años entró a la Junta Departamental de Canelones, y terminó de abogado en 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y hoy no quiere volver a trabajar en 
la Junta Departamental de Canelones, o ex Ediles departamentales que terminaron de guardahilos, pero 
obviamente no quieren seguir de guardahilos, viendo si las ramas tocan los cables, habiendo ganado lo que 
ganaban. 


Entonces, si vamos a discutir este tema, hagámoslo, pero de la misma forma en que al señor Diputado 
Gandini lo visitan por posibles persecuciones -como dijo el señor Diputado Gamou, en caso de ser así, 
estaremos a su lado, y, para ver cuáles son los casos, que las denuncias se hagan con nombre y apellido—, 
también queremos decir que nuestros despachos son visitados permanentemente por personas que dicen 
haber estado de comisión en comisión, con legisladores anteriores, con ediles anteriores, con jerarcas 
anteriores. Hoy nuestro Gobierno necesita ordenar y resolver todo esto, y está respaldando lo que está 
planteado en el proyecto de Presupuesto y lo que se dijo acá por los integrantes del equipo económico, 
porque la verdad es que esa gente muchas veces ha sido víctima del mal manejo que tuvo el Estado. 


Para nosotros, este es un buen principio de reordenamiento de la Casa. No rehuimos ningún debate político, 
pero sería bueno empezar a juntar a las delegaciones que van a los despachos de los señores Diputados; quizá 
todos nos llevemos sorpresas. Por ejemplo, los señores legisladores que fueron parte de las Administraciones 
pasadas, encontrarán que algunos favores que hicieron en aquel momento, hoy se volvieron en contra de la 
gente cuando realmente tiene que cumplir funciones en alguna oficina. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que luego de que hagan uso de la palabra los señores Diputados 
Brenta y Trobo volvamos al tema. 


SEÑOR BRENTA.- Primero, quiero repetir la pregunta en cuanto a si es posible cuantificar la 
cantidad de personas a las que estamos haciendo referencia. 


Segundo, quiero dejar una constancia de la sorpresa que me causa la preocupación del señor Diputado 
Gandini, quien el otro día reconocía junto con quien habla situaciones de estas características en El Correo, 
que claramente demuestran un absoluto mal manejo de esta situación por parte de las Administraciones 
anteriores. En esa oportunidad, coincidíamos; creo que también deberíamos coincidir ahora. 


(Interrupción del señor Representante Gandini) 


SEÑOR TROBO.- Voy a hacer una aclaración, porque quizá yo no me hice entender. A la Comisión 
asistió un grupo de personas denominado "guardahilos", que tiene como tarea cuidar la reparación de 
los teléfonos de ANTEL. Algunas de esas personas tienen veinte años de relación con ANTEL, trabajan 
para ANTEL y les paga ANTEL. Si esas personas quedan sometidas al análisis de una Comisión 
paritaria, no van a poder optar por ingresar a ANTEL, porque el gremio de ANTEL dice que ellos no 
son funcionarios de ANTEL y que no tienen las características de tales. Debe ser un problema gremial, 
pero quiero que se interprete que si el Poder Ejecutivo lo que pretende aquí es establecer un 
mecanismo objetivo para el ingreso de aquellas personas que tienen una relación contractual de 
características particulares, bajo ningún concepto es confiable una decisión tomada por la empresa o 
por el organismo y el sector gremial, no porque yo dude del sector gremial, sino simplemente porque 
CONOZCO casos y sé que hay uno en especial en el cual desde ya sé que la opinión será contraria. Por eso 
nosotros decimos que una cosa es que se autorice y otra que se realice. 


En el tema de la Comisión paritaria tenemos dudas, porque ya hay un hecho que ha sido denunciado ante esta 
Comisión, que queremos resolver y, por esta vía, de acuerdo con los antecedentes, no se va a resolver. Era 
esta la aclaración que quería hacer y, sobre todo, hacer mención al tema de los guardahilos. 


Ahora: es la primera vez que escucho que un guardahilos pasó en comisión; francamente, me parece que es 
absolutamente imposible, porque los teléfonos que tiene a su cargo ese señor, si se rompen, no se podrían 
reparar. 


(Interrupción del señor Representante Yanes) 


SEÑOR RUOCCO.- Ya hemos respondido a la pregunta del señor Diputado González Álvarez; sí, se va 
a hacer una división —no en el sentido que él plantea— según el acuerdo arribado; las propuestas se 
analizarán por separado. 


En cuanto al tema de los guardahilos debo decir que tiene muchas particularidades, y eso nos hizo arribar a la 
idea de que lo más inteligente -no hay nadie que tenga un conocimiento tan abarcativo— era que las 
paritarias de los respectivos lugares acordaran este tipo de cuestiones. Para ello hemos tomado criterios de 
carácter general. El documento dice que deben ser personas que hayan desempeñado funciones de carácter 
permanente en régimen de dependencia en la Administración Central, Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados, INAU, etcétera. No hago consideraciones sobre quiénes son o quiénes dejan de ser los 
guardahilos porque no estoy en condiciones de hacerlo. Creo que los que están en mejores condiciones para 
hacerlo son las autoridades de ANTEL y el gremio correspondiente. 


El otro tema está vinculado con una preocupación del señor Diputado Gandini que también fue preocupación 
nuestra. Para la tranquilidad del señor Diputado, debo decirle que hemos pedido autorización. El Poder 
Ejecutivo prolongó este tipo de contrataciones hasta fin de año para que pudieran quedar incorporadas al 
análisis, es decir, para que a priori no hubiera un desplazamiento de gente. No sé cuál va a ser el resultado 
una vez que la Comisión Paritaria trate estos casos. Sin embargo, los tuvimos en cuenta y solicitamos que se 
planteara el decreto. 


En cuanto a la pregunta del señor Diputado Brenta, debo decir que si un problema tenemos en la Oficina 
Nacional del Servicio Civil es el de los registros. Además, quiero que sepan que habiendo detectado que otra 
de las circunstancias complejas que tenemos es poder traer con seriedad los números que ustedes merecen 
tener -como así también nosotros— para gerenciar los recursos humanos, hoy ordenamos hacer dos trabajos, 
que ya están finalizados. Uno tiene que ver con un diagnóstico de relevamiento de los registros para saber 
qué soluciones proponer, y otro refiere a una consultoría de carácter informático que nos da los caminos para 
resolver este tema que nos resulta irritante. 


La segunda pregunta está dirigida a saber de cuántos funcionarios se trata. Nosotros podemos seguir la línea 
de razonamiento de sumatoria o de resta que se hace en los distintos informes que salen de la Oficina, pero 
estos tienen mucho que ver con los deseos de las diferentes instituciones o Incisos del Estado que vuelcan la 
información. Recién en estos días hemos recibido de la enseñanza cuál es la cifra para las grandes ramas; eso 
no existía en la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Me gustaría contestar con seriedad la pregunta del señor Diputado Brenta, pero la respuesta surgirá a la 
postre de este trabajo que haremos junto con las Comisiones Paritarias. 


SEÑOR GANDINLI.- No conozco las dificultades que pueda tener la Oficina para saber cuántos son. Me 
gustaría conocer si entre ellos están los que pertenecen a las Comisiones de Apoyo, porque creo que hay 
una disposición específica dentro del Ministerio de Salud Pública; me refiero al artículo 259. En este 
caso, el Poder Ejecutivo utiliza una fórmula preceptiva; no deja la duda. No se tiene en cuenta la 
Comisión Paritaria; se habla de todos. Lo mismo sucede con todas las personas que tienen Contrato 
410 en el Ministerio. No hay "autorízase". En estos otros casos vamos a ver cuántos son 


Esta no me parece una buena solución y mucho menos una solución justa. 


Quiero formular una pregunta más. En este mismo artículo se autoriza a la Contaduría a trasponer rubros del 
Grupo 0 a Servicios Personales para hacer frente al gasto que ocasionaría presupuestar o regularizar a todos 
estos funcionarios. Esto se especifica de tal modo como para que ello no implique costo de caja. Debemos 
preguntar qué pasa con los aportes que muchos de estos funcionarios hoy no realizan y que el Estado no 
realiza por ellos, con los aguinaldos que muchos de estos funcionarios no cobran, con los beneficios que los 
funcionarios de su mismo Inciso cobran en muchos casos y que deberían pasar a cobrar al estar en su misma 
situación. Esto genera un costo. ¿Quiere decir que ese costo va a ser absorbido por una diferencia salarial en 
menos de la que perciben actualmente para poder pagar con ese mismo Rubro los nuevos conceptos que se 
incorporan? ¿O quiere decir que por algún otro lado se ha previsto un gasto que este artículo no prevé? 


SEÑOR RUOCCO.- Dentro de esta situación irregular y diversa, hay formas de remuneración que no 
son idénticas. Tanto es así que podemos decir que en algunos casos podría dar cero, en otros superávit 
y en algunos faltaría dinero. En la bolsa general se tendería al equilibrio. 


Ya que se mencionó el tema de las Comisiones de Apoyo, debo señalar que ahora tenemos cifras recientes, 
que no manejaba la Administración. Entre las Comisiones de Apoyo y los Patronatos del Psicópata, por lo 
menos hasta el 30 de junio de 2005, hay 2.719 funcionarios, y algunos tienen más de un cargo. En Salud 
Pública se da esta peculiaridad; quiere decir que hay menos funcionarios que cargos. Por lo tanto, cada vez 
que nos introducimos en algo específico, vamos ahondando en la complejidad del tema. La vocación es 
encontrar los equilibrios para que no se generen costos. Del trabajo de las Paritarias irán surgiendo las 
soluciones. 


SEÑOR ASTI.- Conocemos muchos casos en los que la forma de contratación ya preveía que el monto 
de la remuneración incluyera todos los beneficios que los demás funcionarios percibían 
promedialmente. Quería consultar si esto era así, pero en parte el señor Ruocco manifestaba que, en 
algunos casos, esto podía significar un ahorro en el rubro correspondiente. Todos debemos saber que 
en esa remuneración estaba incluido el aguinaldo, el salario vacacional, los aportes, etcétera, para 
llegar a una cifra equivalente a la que cobraban los funcionarios, y muchas veces, muy superior, pero 
esos son casos especiales que también serán detectados en todo este análisis que se va a hacer caso a 
caso. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Quiero plantear al equipo económico y a la coalición de Gobierno 
la posibilidad de hacer alguna modificación. Nosotros pretendemos hacerla -no sabemos si desde el 
Gobierno habrá la flexibilidad suficiente para ello, o si lo que viene escrito no se va a cambiar- y tratar 
de dar un tratamiento más justo, el esperado por los funcionarios, fundamentalmente a aquellos que 
están hace siete, ocho o más años. No nos referimos a los que entraron hace poco tiempo, pues a ellos se 
les puede hacer algún tipo de evaluación diferente. A aquellos que están desde antes del 1” de enero de 
2001 se les podría dar un tratamiento similar al que se da a los 5.170 funcionarios de Salud Pública, es 
decir, que el Poder Ejecutivo los incorpore sin pasarlos por una paritaria. Para los otros, se podría 
conversar y buscar alguna otra solución. 


Planteo esto al equipo de Gobierno y a los legisladores, por si hay intención de flexibilizar. 


SEÑOR TOMA.- El artículo 8” faculta al Poder Ejecutivo a celebrar contratos de servicios personales 
con quienes se encuentren vinculados a los Incisos de la Administración Central al 31 de diciembre de 
2005, mediante contrataciones realizadas a través de organismos nacionales o internacionales de 
cooperación. La vigencia de estos contratos no puede superar el 31 de diciembre de 2006 y lo que se 
persigue es mantener la continuidad de determinadas prestaciones enmarcadas en proyectos en curso 
en los respectivos Incisos de forma de no alterar sus resultados. 


SEÑOR TROBO.- Desearía que se nos diera una explicación más amplia. Lo que extraemos de este 
artículo es que la persona que está contratada por organismos internacionales va a pasar a ser 
funcionaria público. 


SEÑOR TOMA.- Hice un comentario sobre el artículo, que establece: "Facúltase al Poder Ejecutivo a 
celebrar contratos de servicios personales, con aquellas personas que, al 31 de diciembre de 2005, se 
encuentren vinculadas a los Incisos de la Administración Central, mediante contrataciones realizadas a 
través de organismos nacionales o internacionales de cooperación.- La vigencia de los contratos no 
podrá superar el 31 de diciembre de 2006.- Las personas contratadas no ostentarán la calidad de 
funcionario público, y no percibirán beneficios o complementos salariales propios de los funcionarios 
de la repartición en la que prestan servicios |[...]". 


Cuando hice la exposición simplemente quise explicar la necesidad de que no se vieran cortadas 
determinadas prestaciones, enmarcadas en proyectos en curso. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Nos gustaría recibir una explicación un poco más clara con 
respecto al último inciso que dice que no implica ningún costo presupuestal. 


Supongo que esto es pagado por organismos internacionales, pero parece que ahora se hace un contrato y lo 
paga el Estado. Querríamos saber quién paga actualmente a estos funcionarios y quién les pagará después del 
1% de enero, así como también el monto de sus contrataciones. 


SEÑOR MESA.- Así como para esquivar la provisión de ingresos de funcionarios públicos aparecieron 
los contratos de becarios por tanto tiempo, también surgió una triangulación: se transferían fondos a 
organismos internacionales, estos organismos internacionales contrataban a los funcionarios y así se 
esquivaba la norma. Esos mismos fondos que se transfieren a organismos internacionales son los que 
van a soportar el costo de esta contratación, que es transitoria: por un año. 


SEÑOR TOMA.- Voy a hacer un comentario y una justificación del artículo 9%; por lo tanto, omitiré su 
lectura. 


El artículo proyectado faculta al Poder Ejecutivo a contratar asistentes para desempeñar tareas de apoyo 
directo a los Ministros de Estado por el término que estos determinen, sin exceder el período de sus 
respectivos mandatos, limitándose a dos el número de asistentes sin que, en principio, ellos ostenten la 
calidad de funcionarios públicos. Se trata de dotar a los Ministros de Estado del apoyo directo de asistentes 
personales para el mejor cumplimiento de la labor confiada a la gestión que emprenden. La norma presenta 
una doble limitación: el número de asistentes por jerarca del Inciso de que se trate y la dotación o monto 
máximo autorizado en cada contrato individual que aparece en la norma. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Querríamos hacer un comentario al Ministro acerca de la 
facultad que se le otorga al Poder Ejecutivo para contratar asistentes -yo les llamaría cargos de 
particular confianza política; sería más fácil de entender- en el marco de una estrategia del Gobierno 
que no comentamos en su primera comparecencia a esta Comisión porque, obviamente, todavía no 
teníamos un análisis. 


Este proyecto de ley de Presupuesto descarga un importante incremento de la participación política del 
Estado, del partido de Gobierno. Hay un incremento de los cargos de particular confianza que, desde nuestro 
punto de vista, es realmente importante. Reconozco la legitimidad del planteamiento: se lo hace por la vía 
presupuestal y se crean los cargos; de esto no hay ninguna duda. Pero sí es una valoración política que el 


incremento de los cargos de particular confianza, que hasta ahora eran 136, van a terminar siendo 
prácticamente 200. Los cargos de particular confianza política se incrementan un 30% y, además, están en 
áreas muy sensibles, lo cual hicimos saber a los Ministros. 


En el caso particular del Ministerio de Defensa Nacional, se avanza en un criterio de incorporación de cargos 
que podríamos llamar de partidización de la estructura del Estado, a partir de cargos de particular confianza 
que, obviamente, nominará el partido de Gobierno. En el áreas de la salud se nombrará, además de a todos 
los Directores de hospitales -como ya se ha hecho en todo el país-, cargos de particular confianza política al 
frente del Departamento de Salud. 


SEÑOR POSADA.- ¡Cómo se ve que el señor Diputado Cardoso no tuvo la posibilidad de hacer un 
seguimiento de lo que fue el primer Gobierno del Frente Amplio en el departamento de Montevideo! 
De lo contrario, apreciaría que acá se ha operado un cambio positivo. En aquella circunstancia, los 
cargos de particular confianza en la Intendencia Municipal de Montevideo aumentaron un 70%, 
mientras que actualmente el incremento es de apenas un 30%. Yo creo que estas cosas deberían ser 
justamente valoradas. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Solo deseo dejar una constancia. Por supuesto que lo que digo 
es discutible y el señor Ministro puede opinar lo contrario -seguramente es así, porque defiende este 
Presupuesto- acerca de la necesidad de incorporar cargos políticos de particular confianza, de realizar 
designaciones partidarias que aumentan considerablemente la presencia del partido en el Estado, 
cuando durante muchos años escuchamos que ese era un vicio que había que corregir e ir cambiando a 
los efectos de tecnificar el Estado. ¡Cuántas veces escuchamos que se preguntaba por qué no se hacían 
llamados para los Directores del área de la salud de una manera más técnica, más cercana a la 
estructura técnica del Ministerio y no tanto al partido político! 


Realmente, hay una increíble necesidad -desde nuestro punto de vista, injustificada- de crear cargos de 
particular confianza en el Estado. Además, se establece que cada uno de los Ministros podrá contratar dos 
asistentes; me parece que la redacción habría sido mejor si el artículo dijera: "cargos de particular confianza 
política". 


SEÑOR GAMOU.- Si bien estamos tratando el artículo 9%, quisiera hacer una consulta con respecto al 
artículo 8”. 


Me dejó pensando algo que manifestó el contador Mesa sobre el artículo 8” ante la pregunta de un querido 
colega del Partido Nacional, acerca de quién va a pagar los contratos que se van a realizar. El contador Mesa 
dijo que, en realidad, al Estado no le va a costar nada porque había una triangulación. Es decir que para "by- 
passear" la norma se le daba dinero a un organismo internacional para que pagara los contratos de obra... 


(Interrupciones) 


Seguramente, provistos por concurso de oposición y mérito. 


Concretamente, quisiera saber cuántos funcionarios estarían en esta situación, porque se ha hablado de una 
cifra mágica de 30 y quiero saber si en realidad es así. 


SEÑOR MESA.- Son muchos más de treinta. 

SEÑOR GAMOU.- Quiero dejar una constancia. 

Creo que cuando se hacen seguimientos hay que hacerlos globalmente. Por ejemplo, habría que hacer 
seguimientos sobre cuántos funcionarios se despedían y a cuántos se contrataba cuando asumía un nuevo 
Intendente en el interior. Creo que eso permitiría hacer una comparación más justa, porque un ser humano es 


igual que otro ser humano, ya sea que ocupe un cargo de confianza o sea un funcionario. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Creo que el señor Diputado Gamou ha sido más preciso y sería 
bueno no dejar claroscuros. 


Se dice que se triangulaba, pero ¿con quién? ¿Con qué organismo internacional? ¿Con el PNUD? ¿Se está 
diciendo que el Programa de las Naciones Unidas participó y se prestó al juego de intermediar dinero? ¿Qué 
características tenía eso? ¿Podemos tener datos oficiales? Estamos ante un elemento que no es menor y no sé 
si esto no da para realizar, además del debate presupuestal, un debate de otras características. 


Ya que contamos con la presencia del Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, quisiera 
saber cuál fue el organismo internacional -supongo que a partir de posiciones del Poder Ejecutivo, que es lo 
que sugiere el señor Diputado Gamou; creo que es muy importante lo que él plantea- y cuáles fueron los 
organismos del Estado que participaron en este tipo de maniobras. 


El señor Ministro sugirió que había una comisión; yo lo quiero mencionar para que quede constancia en la 
versión taquigráfica. Entonces, quisiera saber quién cobraba esa comisión: si lo hacía el Estado, el 
organismo, cómo se pagaba. Creo que estamos ante un elemento importante que no deberíamos dejar pasar. 
Quiero que se me diga sin evasivas cuáles son los organismos internacionales que participaron y aceptaron 
este tipo de condicionamientos. 


SEÑOR MUJICA.- Asimismo, que se diga cuáles fueron los funcionarios de los Gobiernos anteriores 
que firmaron esos acuerdos tan dañinos. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ..- ¡Que eso también se aclare! Que se haga una auditoría total. 


SEÑOR ALONSO.- Estuve dudando acerca de realizar este comentario en este momento, pero como el 
señor Diputado Gamou volvió a referirse al artículo 8”, creo que tengo derecho a referirme al 
artículo 7". 


Estamos haciendo imputaciones directas; se están haciendo acusaciones que surgen a partir de las muy 
infelices intervenciones del Director y Subdirector de la Oficina Nacional del Servicio Civil, en las que 
incorporaron un juicio de valor a las gestiones de Administraciones anteriores, que yo no voy a defender. 
Entre esas imputaciones, ahora estamos nadando en el océano de decir quién nombra a quién y quién nombró 
a quién, y si estas designaciones o regularizaciones que se pretende realizar a individuos que trabajan para el 
Estado obedecen o no a móviles políticos o tienden a fortalecer los aparatos políticos de turno en el 
Gobierno. 


No hay ninguna norma más discrecional que la que se desprende del artículo 7”, donde los únicos que 
negocian son aquellos que están a cargo del Poder y lo hacen con los trabajadores, sin intervención de ningún 
otro criterio. Por la puerta que abre el artículo 7? van a entrar miles de funcionarios. Debo decir que los 
antecedentes que hemos visto en estos pocos meses de Gobierno no indican que vaya a existir un criterio 
objetivo. Es más: la semana pasada estuvimos hablando, nada menos que de la contratación de la guardia de 
seguridad del Presidente de la República: ingresaron diecinueve individuos que solo reunían la condición de 
ser partidarios políticos del Presidente de la República. Si empezamos a descender la escalera, no tengo 
ninguna duda de que cuando se aplique este artículo 7”, y todas las demás normas en las que exista cierto 
grado de discrecionalidad, quienes ocupen estos cargos no serán simpatizantes ni partidarios de los partidos 
que hoy no integran el poder; sin duda, serán los simpatizantes y partidarios de quienes hoy tienen el poder. 
Van a ser miles de regularizaciones, y eso va a ser un caos. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Vinimos a esta sesión, como a todas las que llevó a cabo esta Comisión, 
con la intención de escuchar las posiciones del Poder Ejecutivo sobre el articulado de este Presupuesto. 
Francamente, nosotros intentamos no hacer juicios de valor en este momento y que el debate no se 
despierte en este ámbito, ya que en el futuro tendremos la oportunidad de hacerlo: en Comisión y en el 
plenario, cuando votemos este proyecto de ley. 


Sin embargo, las intervenciones de algunos integrantes del Poder Ejecutivo hacen que planteemos estos 
temas y que entremos en el debate. 


Por supuesto que no estoy de acuerdo con el artículo 9%, pero no voy a entrar en el debate. No estoy de 
acuerdo porque va en contra de lo que uno piensa y en contra de lo que históricamente ha dicho el Frente 
Amplio. 


De todos modos, creo que hoy el tema central es otro. Diría que por la pregunta formulada por el señor 
Diputado Gamou, por lo manifestado por el señor Subdirector de la OPP y por lo que ha asentido el señor 
Ministro, aquí hay una situación irregular. Pienso que lo que se sugiere es complicado; se sugiere que existía 
un sistema perverso por medio del cual intervenía un organismo internacional que cobraba una comisión a los 
efectos de designar a algunas personas que, según el señor Diputado Gamou, eran nombradas con favoritismo 
político. Esto me parece enormemente grave; me parece una acusación de una profundidad absoluta y, por 
supuesto, conociendo a quien la hizo -y respetamos enormemente al señor Ministro de Economía y 
Finanzas-, o entendimos mal, o el tema es gravísimo. Pero más grave aún: se propone recontratarlos por un 
año más. Se supone que si hay una situación de esta gravedad, el Gobierno, en acuerdo con el organismo 
internacional, debería cesarla inmediatamente. En este tema, y para votar este artículo, queremos saber 
nombres, designaciones, organismos que intermediaban y cómo era esa operativa perversa que aquí se 
denuncia. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Ha habido tantas afirmaciones que no sé a cuál 
de ellas referirme. De todas maneras, quiero hacer algunos comentarios muy breves. 


En realidad, el tema de los funcionarios no compete al equipo económico. Creo que ha habido un error en la 
citación, ya que es un tema presupuestal general. Por supuesto que el equipo económico, junto a los demás 
integrantes del Poder Ejecutivo, tiene algo que ver en este asunto, pero no es de su exclusiva competencia. 
Esta es una primera aclaración. 


La segunda aclaración -podemos profundizar- es que los asistentes del artículo 9” no son cargos de confianza. 
Si me permiten, voy a pedir a las autoridades de la Oficina Nacional del Servicio Civil que expliquen 
técnicamente de qué cargos se trata. 


En tercer lugar, es evidente que la contratación de cuadros funcionales a través de un organismo 
internacional, fundamentalmente a cambio del pago de una comisión, se utilizó en los últimos años y entre 
otras cosas para eludir una disposición limitativa de ingreso de funcionarios públicos que, analizada 
históricamente, creo que ha sido un gran error del país. No se vea en esta afirmación ningún juicio de valor; 
simplemente quiero decir que este mecanismo está equivocado. Los señores legisladores podrán o no estar de 
acuerdo con lo que estoy afirmando, pero el país eludió la prohibición de ingresos de funcionarios públicos, 
entre otras cosas, a través de este mecanismo que ahora proponemos dejar sin efecto. Como ya fue dicho por 
el Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil, proponemos dejarlo sin efecto -lo podrán compartir o 
no-, tratando de no perjudicar la continuidad de la tarea; por eso se pone una fecha tope en lugar de terminar 
abruptamente con este sistema. Vamos a terminar con él porque no nos parece correcto a efectos de 
incorporar funcionarios a la Administración Pública. Más bien sinceremos el ingreso de funcionarios. Esto lo 
trataremos más adelante en el articulado, si es que tenemos tiempo de llegar; a este paso creo que va a ser 
difícil. Además, me pregunto cuándo vamos a analizar los temas concernientes al equipo económico que, 
precisamente, no son estos. Estoy seguro de que los señores legisladores compartirán esto. 


Ahora voy a pedir al contador Mesa que haga la aclaración que solicitaron, aunque todo el mundo sabe de 
qué se trata, cuál es el organismo internacional y cuál era la comisión que se pagaba. Obviamente, eso está en 
conocimiento de los señores legisladores, pero vamos a dejar la constancia en la versión taquigráfica. Luego 
voy a pedir al doctor Toma y al señor Ruocco que aclaren que estos cargos del artículo 9” no son de particular 
confianza. 


Se aceptan y se toman en cuenta las constancias del señor Diputado José Carlos Cardoso, pero no las 
compartimos. 


SEÑOR MESA.- Completando la explicación y compartiendo lo expresado por el señor Ministro, 
queremos decir que la prohibición del ingreso de funcionarios y la necesidad de que el Estado 
funcionara, llevó a que se tomaran muchos caminos y uno de ellos fue este al que recién nos referíamos. 
La forma de hacerlo era manifestar la necesidad de elaborar términos de referencia para los cargos, 
solicitar currículos y establecer en muchos casos sistemas competitivos. Es decir, se presentaban tres 
currículos y se elegía a partir de ellos. Por la tarea de tramitar esa selección de personal y la 
administración de esos contratos, el organismo internacional de referencia, el Programa de Naciones 
Unidas para el Desarrollo, cobraba un 3% del valor de esos contratos. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- A ver si entiendo bien: es decir que el PNUD recibe fondos 
para realizar una tarea. Para esa tarea contrata funcionarios o personas recomendadas por el Poder 
Ejecutivo o por el organismo que corresponda. A partir de ese mecanismo, a su vez, se paga una 
comisión al propio PNUD por hacer ese trabajo de selección e ingreso. ¿Lo entendí bien? ¿Es así? 


SEÑOR MESA.- Sí, es así. Pero repito: se trata de un trámite que incluye la presentación de currículos 
y términos de referencia. Hay un procedimiento de selección. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¿Usted tiene constancia de que así se procedió con el 
Programa que el PNUD puso en marcha para asesorar en la transición a los Gobiernos Municipales? 


SEÑOR MESA.- ¿Usted se refiere al Programa de asesoramiento? 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Me refiero al que se llevó a cabo en el período de transición, es 
decir, entre las elecciones del 8 de mayo y la asunción del 8 de junio. Durante ese lapso, varios 
Gobiernos Departamentales pusieron en marcha ese mecanismo. Funcionarios o personas vinculadas 
al futuro Gobierno empezaron a recibir una compensación del PNUD para asesorarlo en esa tarea. 


Voy a poner un ejemplo concreto. En el departamento de Rocha personas vinculadas al nuevo Gobierno 
trabajaron para el PNUD, pagados por este, para el asesoramiento de la instalación del Gobierno 
Departamental. ¿Es el mismo procedimiento al que estamos haciendo referencia? 


SEÑOR MESA.- Supongo. En realidad, son procedimientos que desarrollaron las distintas 
Intendencias con el PNUD. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¿Hubo algún aporte del Poder Ejecutivo o estos 
procedimientos se hicieron con fondos del PNUD? 


SEÑOR MESA.- Esto habría que consultarlo con las autoridades de los Gobiernos Municipales para 
saber qué fue lo que pasó. 


SEÑOR TOMA.- Quiero ratificar el hecho de que en el artículo 9” la contratación de asistente no 
implica la contratación o creación de cargos políticos o de particular confianza. Simplemente son 
asistentes, son contrataciones establecidas que no otorgan la calidad de funcionarios públicos a los 
contratados. Como dije, tiene una doble limitación en cuanto al número y a la dotación. Para la Oficina 
Nacional del Servicio Civil jurídicamente esto no constituye la creación de ningún cargo político o de 
particular confianza. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- No quisiera que el equipo económico y el señor Ministro tuvieran 
que volver una vez más. Podríamos tratar los artículos en los que el señor Ministro tiene injerencia 
directa para luego liberarlo. Hago esta sugerencia al señor Presidente y al señor Ministro para que la 
evalúen. Yo no tendría ningún inconveniente, ya que sé que la tarea del señor Ministro es muy 
importante, igual que la nuestra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa pidió antecedentes acerca de cómo se ha funcionado en otros 
Presupuestos y nuestro proceder es el correcto: el equipo económico concurre y se empiezan a analizar 
estos temas y también lo relativo a los funcionarios. No obstante, si el señor Ministro quiere analizar 
otras normas antes, no tendríamos ningún inconveniente en hacerlo y luego podríamos continuar la 
sesión con los representantes de la Oficina Nacional de Servicio Civil. 


Reitero que la Presidencia se está manejando de acuerdo con lo actuado en los últimos Presupuestos 
quinquenales. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Eso no quiere decir que el procedimiento esté 
bien. 


SEÑOR TROBO.- Si el procedimiento fuera comenzar a considerar otros temas dejando este para el 
final; no obstante, creo que hay dos artículos que, por lo menos para nosotros, tienen un eminente 
sentido político y nos gustaría analizarlos en este momento. Me refiero, básicamente, a los artículos 13 
y_14, que establecen modificaciones al criterio vigente para los pases en comisión solicitados por el 
personal "Q", es decir, funcionarios de particular confianza, Ministros, Subsecretarios y legisladores - 
es el caso que más me importa señalar-, impidiéndoles tener a su cargo a personal que haya ingresado 
a la Administración Pública en el término de los últimos cinco años. Yo, por lo menos, soy partidario de 
que en lo que respecta a los titulares de los pases en comisión solicitados para trabajar con los 
Ministros, Subsecretarios y legisladores, no haya ningún tipo de obstáculo. Es decir, que no haya 
ningún tipo de obstáculo, ni siquiera el que algunas oficinas del Estado hoy están estableciendo 
hostigando a los funcionarios e impidiéndoles acceder a beneficios o cobros incluidos dentro de los que 
la ley expresamente dice que no se pueden disminuir bajo ningún concepto. 


Por lo tanto, si pasamos a otro tema, desearía analizar estos artículos que establecen una disminución de las 
atribuciones de los Ministros, Subsecretarios y legisladores en cuanto a pedir los cinco pases en comisión a 
que tienen derecho según lo establece la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pediría al señor Ministro un poco de paciencia para continuar considerando 
los artículos por su orden y no dejar ninguno de lado. 


SEÑOR TOMA.- La propuesta del artículo 10 refiere a la derogación de la prohibición de ingreso a la 
Administración Pública, respondiendo a la necesidad de proceder, a partir de ahora, a una paulatina 
renovación de los recursos humanos. Se determina esto en el convencimiento de que la prohibición 
hasta ahora vigente había perturbado el ingreso democrático en la carrera administrativa y la 
profesionalización de la función pública. Además, como contracara, había dado lugar a la creación de 
una enorme cantidad de vínculos formales e informales de relacionamiento con el Estado que, 
desvirtuados, pasaron a constituir un modo directo de violar el sano propósito que los señores 
legisladores de la época pretendieron tutelar cuando votaron la prohibición de ingreso. Al remover el 
obstáculo de ingreso el Gobierno proyecta plantear una verdadera y profunda transformación 
estructural de la gestión de los recursos humanos de que se sirve, en orden a asegurar la eficiencia y 
eficacia de la Administración Pública y la función pública en general. 


El artículo 11 posee relación directa con el anterior y la modificación que propone consiste, exclusivamente, 
en extender a la totalidad de los escalafones la facultad conferida por la norma que se modifica. 


El artículo 12 plantea la facultad de convocar a los funcionarios excedentarios eximidos del deber de 
asistencia a su lugar de trabajo, para desempeñar funciones transitorias en caso de necesidades 
extraordinarias de personal en cualquier organismo público que así lo solicite, previéndose que la no 
comparecencia injustificada configurará su renuncia tácita. La convocatoria se realiza directamente por la vía 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil y este instrumento constituye una propuesta de solución a demandas 
puntuales de recursos humanos que pueden plantear los servicios estatales. 


SEÑOR TROBO.- Sé que hay funcionarios que están en esta situación, que tienen un régimen salarial 
especial; me refiero a un salario congelado o a algo por el estilo. Me gustaría saber qué disposición se 
va a establecer para el caso de que se cite a estos funcionarios a cumplir tareas. 


SEÑOR RUOCCO.- Cuando nos referimos a funcionarios excedentarios estamos aludiendo por lo 
menos a dos grupos. Uno de ellos está abordado por el artículo 723 de la Ley N” 16.736 del año 1996 y 
actualmente involucra a 153 funcionarios. La ley dice con toda claridad que pasarán a redistribuirse 
por un lapso de doce meses, por el cual mantendrán todos los derechos emergentes de su situación 
funcional y percibirán su sueldo base, beneficios sociales, compensaciones por antigiúedad, etcétera. 
Una vez transcurrido ese momento, que ya ha pasado largamente, porque estamos refiriéndonos al año 
1996 -de la misma manera en que el Estado tiene el impedimento de ofrecer esos funcionarios como 
personal excedentario-, ellos pasan a recibir una mensualidad vinculada con la tabla básica de sus 
sueldos. 


Por otra parte, están los funcionarios en condiciones de ser redistribuidos, que son 85 de los cuales 26 son 
funcionarios del Banco Hipotecario del Uruguay que, por lo oportunamente acordado con AEBU, solamente 
pueden ser redistribuidos en otra institución bancaria; estas personas tienen hoy entre sesenta y cinco y 
sesenta y nueve años de edad. Con respecto a los restantes funcionarios excedentarios podemos ofrecerlos a 
los distintos servicios y eso es lo que estamos haciendo. Cuando nos referimos a los funcionarios que vamos 
a convocar estamos aludiendo a los que hice mención últimamente. 


SEÑOR MACHADO.- Nos parece que este artículo tiene una discrecionalidad exagerada. ¿Qué pasa 
en el caso de un funcionario que es convocado para cumplir tareas en otro departamento? 


SEÑOR RUOCCO.- Por lo menos podemos decir que en ningún momento hemos tomado esa actitud y 
no tenemos ningún tipo de antecedentes. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Hay una ley que prohibe eso. 
SEÑOR RUOCCO.- Exactamente, y nos apegamos a ella. 


SEÑOR MACHADO.- Dejando de lado esa situación, a veces un funcionario es convocado de un 
extremo a otro de un departamento, lo que implica distancias muy largas, genera inconvenientes 
familiares serios y puede constituir un problema. 


SEÑOR ASTI.- A mi entender, el último inciso aclara la situación, ya que se refiere a la no 
comparecencia del funcionario a dos citaciones sin causa justificada. Supongo que se tramitará por el 
debido proceso si se trata de una causa justificada o no frente a la convocatoria a concurrir a trabajar 
a una localidad a la que no pertenece. Creo que con eso está salvada la situación y todo el 
procedimiento administrativo tendrá las garantías del debido proceso como para poder regularse. 


SEÑOR MACHADO.- Precisamente, eso no está claro en el articulado, y en ese sentido los 
funcionarios no tienen ninguna garantía, lo cual me parece equivocado. Quería dejar esta constancia. 


SEÑOR TOMA.- Quiero hacer una pequeña aclaración respecto al artículo 12, porque este no puede 
ser leído fuera del contexto tuitivo que existe con relación al articulado de amparo a la función pública. 
Vale decir que existe una serie de normas que complementan los derechos de los trabajadores del 
Estado para que no existan excesos en el uso de estos instrumentos. Por lo tanto, no podemos leer el 
artículo 12 fuera de ese contexto, de esa plataforma normativa que constituye y asegura la función 
pública porque, además, tenemos la otra tuitiva, es decir, el debido proceso. Si se leyera así, 
evidentemente, este artículo no debería plantear ninguna dificultad. 


A través del artículo 13 se prevé un requisito restrictivo para evitar el desempeño de tareas en comisión por 
parte de funcionarios de organismos públicos estatales y no estatales a efectos de evitar la desnaturalización 
del instituto cuando es combinado con el sistema de ingreso a la función pública. Ahora se exige que el 
funcionario tenga más de cinco años en la Administración. Conviene aclarar que hablamos de 
"Administración a la que pertenecen" y no de Administración Pública en función de que la autorización de 
traslados de funcionarios en comisión puede provenir de organismos públicos estatales y no estatales. De ahí 
que la mención "a la Administración a la que pertenecen" no significa que los cinco años de antigiiedad se 
refieran al vínculo con una oficina o Unidad Ejecutora en particular. Sin embargo, por una razón de claridad 
y mejor inteligencia de esta norma proponemos quitar la expresión "a la que pertenecen" del artículo 13. En 
tal sentido, acercaremos a la Presidencia de la Comisión la versión corregida, contribuyendo de esta forma a 
una razonable inteligencia de la norma a la vez que se evitan interpretaciones equívocas. 


El artículo 14 posee conexión con el anterior y plantea la caducidad de los pases virtualizados mediante la 
desnaturalización del instituto. Como dijimos, estos pases eran combinados con sistemas de ingreso a la 
función pública, lo que significa que eran desvirtuados en los hechos. Se usaba un vínculo que tenía una 
fundamentación explícita y expresa en la norma habilitante para la contratación, e inmediatamente se 
desvirtuaba en función de un rápido pase en comisión. 


A nuestro juicio, la bondad del precepto se justifica en la necesidad de corregir las disfunciones no queridas 
por el legislador ni por el ordenamiento jurídico, y es obligación de la Oficina Nacional del Servicio Civil 
apegarse al derecho objetivo y abogar por su mantenimiento. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Me gustaría saber si esto se puede cuantificar, porque parecería 
que a través de esta norma se trata de ordenar un caos muy grande generado por los Ministros, 
Subsecretarios y legisladores. Reitero que me gustaría cuantificar estos datos para saber si existe 
mucha gente en esta situación. 


A mi juicio, no sería feliz incluir este artículo porque no ordenaríamos ese gran caos que existe -los visitantes 
lo han dicho y también lo consideran para otros aspectos relacionados con los funcionarios públicos- y sería 
una forma más de cercenar a los jerarcas políticos, ya sean Ministros, Subsecretarios o legisladores, su 
libertad de solicitar un asesor en régimen de pase de comisión. 


Seguramente, el Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil tiene los datos, pero no creo que haya ni 
cincuenta funcionarios en esta situación entre los mil que puede haber en pase en comisión, considerando los 
diez por Ministro, cinco por Subsecretario y cinco por cada legislador. 


Reitero que si cuantificamos este dato seguramente sea muy menor y que si incluimos este artículo sería un 
agravio que se estaría haciendo a los Ministros, Subsecretarios y legisladores en este Presupuesto. Insisto en 
que no sería necesario establecer esto porque no sé si llegan a diez o veinte los funcionarios con menos de 
cinco años de antigúedad que podrían estar en un régimen de pase en comisión. Considero que es un tema 
muy menor y que no valdría la pena incluirlo, porque un lector desprevenido podría llegar a pensar que esta 
norma desnaturaliza totalmente los pases en comisión y que son miles los funcionarios que están en esta 
situación. 


Adelanto que no voy a votar este artículo porque sería seguir cercenando a los Ministros, Subsecretarios, a 
los legisladores y al Presidente de la República. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- En la misma línea que el señor Diputado González Álvarez, 
considero que esta disposición referida específicamente a los pases en comisión solicitados por los 
Ministros, Subsecretarios y legisladores se prestaría para volver a modificar el régimen de pases en 
comisión, y voy a citar como ejemplo al Parlamento. 


Esto lo he conversado con varios legisladores oficialistas y he visto que se han ido sumando una cantidad de 
normas contradictorias entre sí respecto a cómo funcionan los pases en comisión. 


En la Comisión de Hacienda tenemos un informe de las actuales autoridades de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil respecto a las formas en que los funcionarios pasan en comisión y a sus cargas presupuestales. 
Esa no es la interpretación que se hace en el Estado, pues todos los organismos han comenzado a interpretar 
por sí mismos mecanismos diferentes, determinando que algunos funcionarios pasen en comisión con la 
cuota mutual y otros no. Se ha generado un régimen en el que cada organismo ha empezado a interpretar las 
diversas normas. 


Comparto lo manifestado por el señor Diputado González Alvarez en el sentido de que son funcionarios 
elegidos por los Ministros y Subsecretarios porque se supone que los necesitan. Además, sabemos que todos 
los legisladores cuentan con cinco funcionarios para auxiliarlos en su trabajo. 


Reitero que esta es una medida que vuelve a interferir o modificar el régimen de pases en comisión, por lo 
que no sería conveniente. En todo caso, sería más conveniente hacerlo a través de una norma independiente 
que termine de regularizar la forma cómo los funcionarios pasan en régimen de comisión al despacho de un 
Ministro, de un Subsecretario o de un legislador. 


SEÑOR CASARETTO.- Creo que aquí no existe perjuicio para el Presidente de la República, el 
Vicepresidente y los Ministros, sino específicamente para los legisladores. 


Estamos ante un proyecto presupuestal a través del cual se adjudica una partida de $ 8:000.000 para el 
Presidente de la República para que pueda realizar contrataciones de asesores y personal a su servicio. A su 
vez, acabamos de considerar un artículo por el cual se otorga a los Ministros la posibilidad de contar con dos 
asistentes más, independientemente del régimen de pases en comisión. Por lo tanto, este artículo se deriva en 
un directo perjuicio a los legisladores. Los pases en comisión afectan al Presidente de la República, al 
Vicepresidente, a los legisladores, a los Ministros y a los Subsecretarios. 


Reitero que los Ministros se verán beneficiados con dos nuevos asistentes, y la Presidencia, con $ 8:000.000 
para tomar funcionarios, pero existe un perjuicio importante para el legislador. Aquí se hablaba de mil casos. 
Estuve sacando cuentas, y con cinco secretarios por cada legislador, son seiscientos cincuenta funcionarios. 
Si sumamos ciento treinta por los trece Ministerios y sesenta y cinco por cada Subsecretario da un total de 
ochocientos cuarenta y cinco funcionarios. 


Entonces, reitero la pregunta formulada por el señor Diputado González Álvarez. De los ochocientos 
cuarenta y cinco funcionarios ¿cuántos tienen menos de cinco años en la Administración Pública? O ¿cuántos 
tienen menos de cinco años en la Administración Pública y van a perjudicar directamente al legislador? 
Presidencia puede volver a contratarlos con el fondo de $ 8:000.000; el Ministro, por la vía de los dos 
asistentes que puede incorporar, pero el único que se perjudica directamente es el legislador. 


Entonces, buscando que esto no se transforme en una norma destinada a funcionarios con nombre y apellido, 
deseo saber de cuántos funcionarios estamos hablando que estén en comisión y que tengan menos de cinco 
años en la Administración. 


SEÑOR TROBO.- Obviamente, en el origen de esta norma hay un objetivo determinado. Además, la 
norma se aplicaría al día de hoy. Hay personas que ingresaron en los últimos cinco años a la 
Administración que están en comisión con Senadores, Diputados, Ministros, Subsecretarios o con el 
Presidente de la República, y serán las únicas afectadas. 


Sin perjuicio de compartir todos los argumentos que han utilizado los legisladores que me han precedido en 
el uso de la palabra, me parece que si se pretende introducir una norma de estas características, se debe 
establecer una vigencia a partir del 1 de enero de 2010, cuando estemos ante una realidad que no afecte 
directamente a los actuales jerarcas. Yo tengo cinco funcionarios en comisión que tienen más de cinco años 
en la Administración, pero admito que haya legisladores, Ministros o Subsecretarios que tengan personas en 
comisión con menos de cinco años en la función pública. Por ello, no voy a dictar una norma que impida que 
esos funcionarios continúen en comisión. 


Entonces, soy partidario de que esta norma sea clara y amplia. En el caso de que alguien quiera restringirla, 
habría que establecer su vigencia en otro momento. De lo contrario, terminaría afectando a determinados 
funcionarios que han ingresado a la Administración en los últimos tiempos y que hoy están en comisión en el 
Parlamento o en alguno de los organismos de los que hemos hablado. 


Soy partidario de que las normas que hacen referencia a los apoyos que tienen los cargos políticos, que 
mucha gente denosta y habla mal de ellos -ahí estamos los legisladores, los Ministros y los Subsecretarios-, 
tengan la mayor claridad posible. De lo contrario, va a ocurrir lo que siempre sucede: ser un funcionario de 
confianza de un jerarca político es una condición diminutoria y se le persigue, se le castiga y se le saca parte 
de su sueldo. Luego, cuando vuelve a su oficina, se le manda al último agujero por haber cometido el pecado 
de integrar el equipo de un funcionario de la más alta jerarquía durante seis meses, un año o cinco años. En 
esta sala hay funcionarios que han estado en comisión con legisladores de diversos partidos políticos. Creo 
que a esos funcionarios tenemos que defenderlos porque cumplen bien su tarea en la Administración y son 
seleccionados por un dirigente político, que tiene un cargo de responsabilidad, para desempeñar una tarea de 
asesoría. Eso tiene muchísimo valor y creo que hay que darle la dimensión que corresponde. 


SEÑOR ASTI.- Entiendo esta norma en el marco de lo que fueron los ingresos a la Admnistración 
Pública en los últimos tiempos. Por supuesto que puedo compartir todas las afirmaciones formuladas 
por el señor Diputado Trobo con respecto a la calidad y al honor de la mayor parte de los funcionarios 
que trabajan en comisión con los legisladores, ya que los conocemos por pertenecer a este ámbito. 


A mi entender, esta norma intenta evitar algunas formas de ingreso a la Administración Pública como, por 
ejemplo, a los Gobiernos Departamentales, en los que no existía esta limitación de ingreso. De allí pasaban 
rápidamente a trabajar en comisión con los jerarcas que menciona esta norma. Por esa razón, estoy de 
acuerdo con el plazo de cinco años. Seguramente, la mayor parte de los funcionarios que están en comisión 
van a cumplir esta condición. Por lo tanto, no se utilizará la vía oblicua de ingresar a la Administración 
superando las limitaciones establecidas para el ingreso como funcionario público transformándose en un pase 
en comisión por los cinco años que dure la gestión del jerarca respectivo. 


SEÑOR GAMOU.- Creo que esta es una discusión muy rica que quizás la debamos mantener en un 
marco de Comisión. 


Ya que está presente el equipo económico y haciendo mención a una moción presentada por el señor 
Diputado González Alvarez, solicito que "1pso facto" pasemos a considerar los temas que le son pertinentes, 
dejando estos asuntos en "stand by" para continuar "a posteriori". 


(Apoyados) 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Tuvimos oportunidad de comentar el 
artículo 31 cuando hicimos la presentación del proyecto de ley de Presupuesto. Es lo que nosotros 
llamamos la regla fiscal, es decir, el tope del gasto que es el principal de los topes que se pueden poner 
en un Presupuesto en las actuales circunstancias del país. Naturalmente, nos parece que es una 
propuesta tendiente a combatir una postura anticíclica en la modesta medida de las posibilidades que 
ofrece un Presupuesto muy rígido como el que tiene el Uruguay. Por ello, se propone limitar el gasto 
primario corriente del Gobierno Central con un tope del 3% en términos reales. 


Quiero destacar especialmente que se están excluyendo de esta regla fiscal las partidas de gastos 
correspondientes a la Administración Nacional de Educación Pública, a la Universidad de la República y al 
Instituto de la Niñez y la Adolescencia del Uruguay por razones que también son obvias. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Considero que este artículo es muy importante. Inclusive, en la anterior 
comparecencia del señor Ministro, tanto el Subsecretario como el economista Lorenzo se refirieron a él 
como un artículo central en el Presupuesto por su importancia y por las posibilidades que tiene el 
Poder Ejecutivo de topear los gastos en términos reales. El señor Ministro ha dicho cuál es la porción 
del Presupuesto que está excluida de este tope. Me gustaría que la cuantificara. ¿Cuántos son, en el 
total del Presupuesto, los gastos que topeamos con este 3%? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Es todo el gasto que está previsto en el 
planillado, menos el correspondiente a los Incisos 25, 26 y 27. Una simple resta basta para obtener el 
resultado. El señor Diputado tiene las planillas a su disposición y lo puede hacer. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- ¿Nos referimos a gastos de funcionamiento? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Nos referimos a lo que está establecido en el 
artículo: gasto primario corriente. No están incluidas las inversiones, porque es gasto corriente, ni los 
intereses de la deuda pública, porque es gasto primario. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Además, se excluyen la Universidad, la ANEP y el INAU. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS. - El artículo 32 -no recuerdo haberlo visto 
cuando estuvimos en nuestra anterior comparecencia-, va en la misma línea de responsabilidad fiscal a 
la que alude el artículo 31, esta vez desde otra perspectiva, porque establece: "Cuando los recursos del 
Presupuesto Nacional fueran inferiores a los presupuestados," -no hay que olvidar que hay 
proyecciones de recursos, que pueden o no coincidir con lo que después se dé en la realidad- "el Poder 
Ejecutivo podrá establecer límites de ejecución en el Presupuesto de gastos de funcionamiento, 
incluidas las transferencias, y de gastos de inversión de los Incisos 02 al 27, a fin de ajustar los desvíos 
producidos". 


Se está haciendo una propuesta de adecuar recursos a gastos desde el punto de vista del establecimiento de 
límites de ejecución, pero se aclara que estas limitaciones no afectarán las asignaciones determinadas en la 
presente ley, suspendiéndose su ejecución hasta tanto se ajusten los ingresos reales a los programados. Aquí 
hay una suspensión del desarrollo de estas actividades. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Más adelante, en el artículo 384, relativo al endeudamiento externo, 
se suprimen los topes que existían tradicionalmente. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Lo veremos en su momento, pero no es correcta 
la afirmación. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Pero si establece: "Derógase... 
SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Después vamos a ver qué se deroga y qué no. 


SEÑOR GANDINL.- Quiero informar al señor Ministro que se encuentra en la Mesa un sustitutivo a 
este artículo presentado por el Partido Nacional, que mantiene este criterio de buena administración - 
como dice el señor Ministro-, pero que incluye los Incisos 02 al 24, dejando afuera los Incisos 25, 26 y 
27, al igual que lo hace el artículo anterior, aunque por otras razones. 


Entendemos que si en una norma de carácter programático, como el artículo 386, se establece la voluntad, el 
compromiso de priorizar la educación, en tanto los recursos que se puedan obtener sean más que los 
planillados, es decir, en caso de que al país le vaya mejor, habrá más recursos para la enseñanza en procura 
del 4,5% del PBI, es coherente que si la cosa no anda tan bien en materia de recaudación en algún período no 
se recorte en los Incisos que incluyen a la educación particularmente, e incluimos además al INAU. Nos 
parece que es coherente uno con el otro. Si hay que hacer un esfuerzo, no se lo pidamos a la educación, a la 
que ya no le estamos dando el 4,5%, sino que le estamos diciendo que si la cosa va muy bien, a lo mejor se 
llega. No le pidamos un sacrificio a los efectos de que todavía obtenga menos. 


Por lo tanto, estamos proponiendo esa modificación sobre la que nos gustaría escuchar la opinión del señor 
Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Se toma nota de la propuesta que me acaba de 
llegar. En principio, preferimos la nuestra, por las razones que ya anoté. Además, quiero llamar la 
atención sobre la última frase del artículo 32, que establece: "El Poder Ejecutivo determinará en 
función de los Lineamientos Estratégicos de Gobierno, el tipo de actividad que se priorizará en caso de 
restricciones fiscales'. Es notorio que una de las prioridades de los lineamientos estratégicos de 
Gobierno -está establecido en el Mensaje de este proyecto de ley- es la educación. 


En el artículo 33 se establece lo que podríamos llamar un fortalecimiento de las observaciones que puede 
formular la Contaduría General de la Nación, destinadas al control presupuestario y financiero. Allí hay todo 
un procedimiento que establece que cuando no sean subsanadas esas observaciones por el ordenador 
competente, serán comunicadas al Ministerio de Economía y Finanzas por la Contaduría. 


Luego, como podrán ver en este artículo, hay todo un trámite acerca de esas posibilidades en caso de que se 
genere una situación de este tipo. También es un artículo que tiende a hacer rigurosa la administración 
financiera y a tener eficaces mecanismos de control sobre la ejecución del gasto. 


SEÑOR GANDINI.- Entiendo la modificación de la operativa que aquí se propone con relación a la 
vigente. Me queda alguna duda en cuanto a la redacción del último inciso, que establece: "Cuando el 
ordenador no aceptara la referida observación, el Ministerio de Economía y Finanzas elevará los 
antecedentes al Poder Ejecutivo, quien en acuerdo con dicho Ministerio, resolverá si autoriza o no, la 
ejecución del gasto o pago". No sé a qué Ministerio se refiere, porque viene hablando de las 
observaciones a otros Ministerios. ¿Se refiere al acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas o 
con el que se observa? Digo esto porque en la operativa anterior el Ministerio observado tenía 


participación en el levantamiento de esa observación. La verdad es que no me queda claro a cuál se 
refiere. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Se refiere al Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


El artículo 34 fue comentado y leído en oportunidad de nuestra anterior comparecencia. Es lo que hemos 
llamado el estímulo o el premio al buen ahorro en este Presupuesto, porque se establece que las unidades 
ejecutoras de los Incisos de la Administración Central que generen economías van a poder disponer en el 
ejercicio siguiente de hasta el cien por ciento de las mismas para reforzar sus créditos de inversión. Luego 
viene un procedimiento para operar cuando se genere esta situación. Queremos estimular el buen gasto y, 
naturalmente, el ahorro que se genere como consecuencia de aquel. Queremos cortar con el estímulo al mal 
gasto, al gasto apurado, que termina resultando muy caro para el sector público. 


SEÑOR TROBO.- El señor Ministro da a este artículo un título importante. Dice que es un artículo 
que invita a ahorrar. A mí me parece que es un artículo que invita a gastar, porque lo que hace es 
transferir el cien por ciento de lo que no se gastó para que se gaste el año siguiente en inversiones. 
Obviamente, esto va a suponer que los Incisos comiencen a crear la necesidad de inversiones que no 
incluyeron en el Presupuesto. Estamos hablando de un Presupuesto en el que -si bien en algunos 
Incisos todavía no hemos visto cuáles son las inversiones a realizar- tiene que estar preestablecido en 
qué se va a invertir durante este período. Es más: se está señalando que una proporción determinada 
iría a inversiones, otra a gastos de funcionamiento y otra al pago de sueldos. En este caso, se está 
autorizando al Poder Ejecutivo a hacer algo que no se puede hacer, que es transferir fondos a 
inversiones. Es decir que se está invitando a no gastar, pero a la vez se está invitando a gastar eso con 
posterioridad al Ejercicio en el cual el dinero no se gastó. Francamente, no veo la razón del título que 
da el señor Ministro en cuanto a que es una norma que invita a ahorrar. Yo diría que es una norma que 
permite transferir. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Creemos haber expuesto ya la explicación de 
este artículo y no es correcto lo que ha dicho el señor Diputado Trobo. Este es un artículo que invita a 
gastar bien y, por lo tanto, a aprovechar el ahorro que se genere como consecuencia del buen gasto. 


En cuanto a las transposiciones tampoco es correcto lo que se ha dicho, según veremos cuando analicemos 
los artículos que se prevén explícitamente al respecto en esta Sección del Presupuesto. 


SEÑOR TROBO.- Para mí invertir no quiere decir gastar bien, a menos que las inversiones sean 
necesarias. Ahora, si invento las inversiones porque sobró plata el año pasado, no quiere decir que se 
gaste bien. Es por eso que digo que este artículo no tiene por qué estar invitando a gastar bien. Está 
invitando a gastar lo que se ahorró en otra cosa. Por ejemplo, si se ahorró en funcionamiento se va a 
gastar en inversiones. Pero que la inversión sea buena o mala se vincula a su importancia. Quizás la 
inversión no sea necesaria y no se trata de un buen gasto. 


SEÑOR ASTI.- Creo que deberíamos leer todo el artículo para ver cada una de las condiciones. Está 
claro que esa propuesta de reinvertir el ahorro tiene que ser debidamente justificada ante el Ministerio 
de Economía y Finanzas. Además, hay otra condición y es que se debe de haber cumplido con las metas 
fijadas, es decir, que el ahorro debería quedar necesariamente después que se haya cumplido con las 
metas fijadas, porque no cualquier ahorro se puede transferir al Ejercicio siguiente. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero agregar que esta es una de las 
innovaciones que contiene este Presupuesto. Lo hacemos porque estamos convencidos de que el único 
sistema que conduce a inventar inversiones es el que está en vigencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 35. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 35 está en línea con el artículo 34. Es 
decir que se necesita el artículo 35 para que opere el artículo 34. 


SEÑORA DÍAZ..- Por estos dos artículos se derogan las normas que establecían que de cada gasto que 
se realizara con recursos de afectación especial, un 3% debía ser depositado en Rentas Generales. El 
artículo 37 de la Ley N* 17.296 establece que al cierre del Ejercicio, el 80% de los fondos disponibles de 
recursos con afectación especial también se debían verter a Rentas Generales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 36. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 36 representa un estímulo al 
abatimiento de la deuda flotante que es el otro criterio complementario de la centralización de las 
compras del Estado que estamos proponiendo en el Presupuesto, de modo de contribuir a abatir costos. 
Aquí se establece que los Incisos podrán disponer de la totalidad de los recursos de afectación especial 
disponibles, y no comprometidos al 31 de diciembre, para destinarlos, precisamente, al abatimiento de 
su deuda flotante correspondiente a Rentas Generales. Además, se propone seguir un criterio de 
cancelación basado en la antigúedad de las deudas, esto es comenzar por las más antiguas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración los artículos 37 y_38. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Los artículos 37 y 38 aluden a los recursos 
obtenidos por enajenación de bienes inmuebles y de uso, propiedad del Estado. Se establece que serán 
destinados hasta en un 95% para financiar inversiones del Inciso y para abatir su deuda flotante, una 
vez más. Es decir que también se integra a la línea que propone el artículo 36. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 39. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En el artículo 39 se establece un porcentaje del 
6% del total de los créditos de los Grupos 1, 2, 5 y 7 del Presupuesto Nacional -después podemos ver 
cuales son- para reforzar créditos asignados a gastos de funcionamiento o inversión, o habilitar 
créditos en partidas que no estén previstas. Aquí comienza una serie de mecanismos que tienden a la 
flexibilidad presupuestal en la utilización de los recursos para financiar el gasto. Es decir que es un 
complemento del topeo a nivel de los gastos. Por un lado, los topeamos para asegurar responsabilidad 
fiscal pero, por otro, estamos proponiendo flexibilización. Con los artículos siguientes se introduce un 
conjunto de herramientas de modo de administrarlos con la mayor eficacia posible. 


En el penúltimo inciso hay una frase que me parece muy importante y también está en línea con lo que hemos 
estado viendo. Hace referencia a que la utilización del crédito autorizado en el presente artículo deberá 
realizarse teniendo en consideración la disponibilidad de espacio fiscal que surge, emergente de la ejecución 
de los restantes créditos presupuestales. Esto quiere decir que no podrá excederse el espacio fiscal disponible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración los artículos 40 y 41. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Los artículos 40 y 41 aluden a lo que hace un 
rato adelántabamos: transposiciones en los créditos de gastos de funcionamiento de inversión entre 
Incisos. Se trata de transposiciones horizontales de recursos que otorgan flexibilidad a su 
administración, cumpliendo con todos los requisitos y condiciones establecidos en el artículo. Es la 
garantía de que se haga de manera correcta. 


El artículo 41 hace referencia a las transposiciones y asignaciones presupuestales entre proyectos de 
inversión de distintos Programas del mismo Inciso. Como ha ocurrido frecuentemente hay Programas con 
exceso de recursos que no se gastan, y otros con gran carencia de recursos que no se pueden cumplir por esa 
razón. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ..- Quisiera agregar algo sobre el artículo 40. 
Existiendo el Presupuesto -en el que ya se hacen las asignaciones- y las Rendiciones de Cuentas, ¿no sería 


más conveniente que si hubiese que hacer cambios entre Incisos, se hicieran en las Rendiciones de Cuentas y 
no dejarlos librados solo a la autorización del Consejo de Ministros? Digo esto porque hay un inciso donde se 


establece que las solicitudes para los cambios tienen que ser aprobadas por el señor Presidente de la 
República y por el Consejo de Ministros. Puede ser que haya alguna urgencia que yo no esté visualizando, 
pero si hay Rendiciones de Cuentas anuales estos cambios entre un Inciso y otro pasarían nuevamente por el 
Parlamento y sería más transparente. De la otra manera, podría darse el caso de que en el Parlamento se 
apruebe cierto volumen y luego, por este mecanismo, el Poder Ejecutivo cambiara la intención que tuvo el 
Parlamento. 


Pienso que al existir Rendición de Cuentas y al haber voluntad del Poder Ejecutivo de hacerlas en forma 
anual, este artículo no sería necesario y, además, hasta podría hacer algo en sentido contrario a lo que aprobó 
el Parlamento en su momento. 


No veo objeciones con respecto al artículo anterior; a este le veo esa objeción en cuanto a por qué ponerlo y 
no dejarlo para las Rendiciones de Cuentas. 


SEÑOR GAMOU.- Concretamente, quiero preguntar al señor Ministro si podemos vincular el 
artículo 34 con el_40 en el sentido de que el ahorro en una determinada partida se puede transferir a 
otro Inciso. Pregunto si están vinculados. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Son dos mecanismos distintos, diferentes; sí son 
coherentes entre sí. Esto es: procuran la misma línea de tratar de lograr un gasto de progresiva mejor 
calidad y, naturalmente, una administración eficiente de los recursos. Pero, reitero, son mecanismos 
diferentes. 


Con respecto a la pregunta formulada por el señor Diputado González Álvarez, digo que sí, efectivamente, 
las Rendiciones de Cuentas son instancias presupuestales que permiten dar flexibilidad al Presupuesto 
quinquenal. Pero por esta vía nosotros queremos darle aún más flexibilidad, porque puede ocurrir -sobre todo 
en el caso de experiencias nuevas- que necesitemos más ductilidad en la materia. De todas maneras, invito a 
tener en cuenta el último inciso, que ofrece garantías al respecto, porque establece: "De lo actuado se deberá 
dar cuenta al Tribunal de Cuentas y a la Asamblea General", que deberá tener la información 
correspondiente. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ..- Pero no tiene opinión. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Nada impedirá que la Asamblea General 
establezca un pronunciamiento político; no me invite a que sugiera lo que tiene que hacer la Asamblea 
General. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Últimamente, eso no se ha dado. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Los artículos 42 y_43 refieren a un conjunto de 
disposiciones que, por un lado, sustituyen a algunas normas en vigencia sobre transposiciones entre 
proyectos de diferentes programas -el artículo 43- del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y, por 
otro, se establecen nuevos mecanismos como, por ejemplo, lo que se expresa entre comillas en el 
artículo 42. Allí se establece: "En todos los casos se dará cuenta a Contaduría General de la Nación, 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, Tribunal de Cuentas y Asamblea General.- La incorporación 
de nuevos proyectos de inversión deberá ser aprobada por ley salvo en el caso de los entes de 
enseñanza, las que serán autorizadas por el Jerarca respectivo". Pero esto refiere al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Se sustituyen disposiciones por otras, pero dando las garantías del caso. 


En el artículo 44 también se sustituye un régimen por otro que proponemos aquí. La primera frase 
prácticamente es la misma que contiene la Ley de 5 de enero de 1996, hasta la expresión "Rendición de 
Cuentas" que es, precisamente, lo que reza la disposición del 5 de enero de 1996; me refiero a la Ley 

N? 16.736, que es una Ley de Presupuesto. Se le agrega: "Los mismos deberán figurar por separado y con sus 
montos íntegros, sin compensaciones entre sí”. Esto no estaba en la Ley de Presupuesto que estoy 
comentando. 


Luego, en un segundo inciso, se establece: "En relación a las fuentes de financiamiento cuyos ingresos y 
gastos no integren el resultado presupuestal, fondos de terceros, donaciones y legados, la Contaduría General 
de la Nación instruirá la forma de contabilizar la ejecución de los mismos y la periodicidad de las 
correspondientes rendiciones de cuentas". 


Finalmente -esto es nuevo también-, se deroga el artículo 55, que contiene el régimen actualmente vigente. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Lo que vemos como novedoso es que en el régimen vigente había 
que informar sobre los legados, donaciones, etcétera, año por año, y ahora eso se suprime. ¿Va a venir 
esa reglamentación? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No; tiene que registrarse y la información va a 
ir, por supuesto, porque integra las garantías que estamos ofreciendo al respecto. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- No lo dice. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Se establece: " [...] la Contaduría General de la 
Nación instruirá la forma de contabilizar la ejecución de los mismos y la periodicidad de las 
correspondientes rendiciones de cuentas". 


El artículo 45 establece: "Las trasposiciones de créditos," -siempre en la búsqueda de flexibilizar y 
administrar los recursos de la mejor manera posible- "asignados a gastos de funcionamiento en los órganos y 
organismos del Presupuesto Nacional [...]". 


En el segundo inciso se expresa algo que es importante: "Sólo se podrán trasponer créditos no estimativos" - 
esto es: créditos que no estén estimados sobre la base de algún criterio- "con las siguientes limitaciones: [...]", 
que son las que figuran en esta extensa disposición, que si los señores Diputados lo desean, las podemos 
profundizar. Me acotan aquí que los numerales nuevos con respecto al régimen vigente son el 2) y el 3); el 
resto está igual. 


El artículo 46 es otra medida de cuidado fiscal, porque establece: "El pago de retribuciones de ejercicios 
vencidos podrá ser autorizado por el Ministerio de Economía y Finanzas siempre que, en el ejercicio de su 
devengamiento, se constataran economías en los objetos auxiliares respectivos o en aquellos, para los cuales 
fuera de aplicación el artículo 45 de la presente Ley. [...]", que es el anterior. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Creo que la redacción anterior es más clara que esta. No entiendo 
por qué se hace de esta manera, como si hubiera que resolver algo que está sin resolver; esa es la 
sensación que me da. 


La disposición anterior determina que "no se podrá autorizar si no existe", mientras que esta establece que "se 
podrá autorizar". Creo que la redacción del artículo 7” de la Ley era más clara. Simplemente, quiero dejar 
constancia de que esta redacción me parece menos feliz que la anterior; no sé cuál es el argumento de peso 
para cambiarla. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Desde luego, se acepta la constancia. 


Pensamos que aquí hay dos cosas que están articuladas y controlándose entre sí. Por un lado, está la 
posibilidad de autorizar el pago y, por otro, el hecho de que haya economías en el ejercicio en que se 
devengaron estas obligaciones. O sea, hay un balance, una articulación importante. 


SEÑORA DÍAZ.- Con respecto al artículo 46, lo que quisimos plasmar -quizá no quedó claro- fue que 
en la actualidad estamos autorizando a hacer trasposiciones un poco más flexibles que las que están 
vigentes a la fecha. Por lo tanto, podría darse que se trasponga y no se pague; por eso fue la 
modificación, para evitar que se haga un doble gasto: uno por la vía de la ejecución normal y otro por 
la de los ejercicios vencidos. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 47 es una norma de registración de 
la forma y condiciones -como establece allí- por parte de la Contaduría General de la Nación de la 
información relativa a la utilización de los fondos recibidos por los Incisos 02 al 15, y establece un 
plazo. 


SEÑORA DÍAZ.- Con respecto a los artículos que modifican el Código General del Proceso, se 
entendió por parte de quienes están vinculados al tema que sería mejor hacer algunos cambios, sobre 
todo por la interpretación de la ejecución forzada. Con estos artículos se pretende dar un 
ordenamiento más coherente y tipificar los procedimientos a los efectos de que el Estado no cargue con 
las costas y costos de los juicios directamente vinculados con las sentencias. Por otro lado, quiere 
evitarse que se abonen sentencias que ya fueron pagadas con los procedimientos normales. Dado que 
estamos un poco atrasados en los pagos, pueden darse superposiciones. 


Reitero: con estos artículos, por un lado tratamos de dar orden y agilidad al mecanismo a efectos de evitar los 
costos con que muchas veces se carga al Estado en función de entender que eran ejecuciones forzadas y, por 
otro, intentamos que no exista duplicación en el pago de facturas a los proveedores. 


SEÑOR TROBO.- He realizado algunas consultas respecto de estas modificaciones al Código General 
del Proceso y, francamente, las opiniones que me han dado no han sido positivas. 


La norma vigente desde 1988 respecto del pago de las sentencias contra el Estado ha procurado generar un 
sistema cristalino en cuanto a la forma en la que debe procederse desde el momento en que se notifica al 
Estado que tiene que hacerse cargo del pago de una sentencia. Esto vino a sustituir un régimen preexistente 
que suponía que la Administración tenía cierta capacidad para tomar la decisión de qué compromisos asumir 
y cuáles postergar. Cualquiera de estas disposiciones que modifican nada más ni nada menos que el Código 
General del Proceso -que tuvo su análisis en profundidad y fue elaborado por un equipo de técnicos- no son 
normas para la instancia presupuestal. Por lo que se ha dicho, no veo una explicación clara respecto de cuál 
es la aplicación actual del artículo 400. No veo qué problemas está generando en la norma actual ni cuáles 
son las cosas que deben mejorarse. Hablo de cuáles son las cosas que deben mejorarse para quien debe cobrar 
una deuda al Estado. El Código estableció una serie de garantías para que el litigante que se enfrente al 
Estado pueda percibir la satisfacción de una sentencia. 


Por lo menos en esta instancia presupuestal no somos partidarios de realizar una reforma de estas 
características. De todos modos, creo que sería muy importante que se ilustrara al Parlamento ejemplificando 
en la normativa vigente los problemas que causa este artículo 400 y cuáles son las cuestiones que se quieren 
corregir, teniendo en cuenta de que se trata de una modificación al Código General del Proceso, que tiene las 
particularidades de todo Código para su aprobación. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No estamos modificando el Código General del 
Proceso, sino la última Ley de Presupuesto que a su vez modificó el Código General del Proceso. No es 
la primera vez que ocurre esto y, por lo tanto, no compartimos el argumento de que una ley 
presupuestal no puede introducir modificaciones que lo mejoren, entre otras cosas porque esto ya se 
hizo y no con muy buenos resultados. Por eso ahora proponemos enmendar -reitero- no el Código 
General del Proceso sino la Ley_N” 17.296. 


SEÑORA DÍAZ.- La información que nos dan nuestros servicios jurídicos nos indica que cuando se 
intima el pago a un organismo -condenando el pago de lo ordenado-, el Poder Judicial considera que se 
está en una vía de apremio típica, que no es el caso del Gobierno Central. Aquí es donde tenemos los 
problemas de costos y costas que encarecen la sentencia. A su vez, al Estado se le hace difícil afrontar 
esa acumulación de gastos adicionales a la sentencia y a su actualización. 


También se trata de evitar una cantidad voluminosa de información -duplicada y fotocopiada en dos o tres 
vías- a los efectos de seguir toda la sentencia. 


Esta fue la redacción que sugirieron los servicios jurídicos a efectos de facilitar esta cuestión. De ninguna 
manera hay que pensar que esto enlentecerá o disminuirá las garantías que hoy poseen quienes litigan contra 
el Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería considerar el Capítulo correspondiente a] Normas 
Tributarias. Me gustaría saber quién va a tratar el Inciso 21 referente a Subsidios y Subvenciones. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Este tema no figura en la citación que recibimos 
y no integramos la delegación como para analizar ese Inciso; de todos modos, a la brevedad podremos 
hacerlo. 


SEÑOR POSADA.- Deberíamos coordinar hoy con el señor Ministro para cuándo agendamos la 
consideración de este Inciso. Nosotros pensábamos que lo íbamos a tratar hoy. 


SEÑOR GANDINI.- No vimos la citación, pero si ingresáramos al artículo 371 tampoco estaríamos 
considerando los Incisos 23 y 24 que contienen algunos aspectos importantes, ¡y vaya si lo son! ¿Están 
incluidos en esta comparecencia? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No, señor Diputado. 
SEÑOR GANDINLI.- Habría que analizar todos los Incisos porque hay muchos temas importantes. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Podríamos discutir estos temas en una misma 
sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces quedarían pendientes de consideración los temas relativos al 
Capítulo de Subsidios y Subvenciones, Partidas a reaplicar y Diversos Créditos. 


Correspondería ingresar al Capítulo de Normas Tributarias, al artículo 371. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Estoy acompañado por los contadores David 
Eibe -quien encabeza nuestra Asesoría Tributaria-, Nelson Hernández y Héctor Huertas, de la 
Dirección General Impositiva, quienes van a presentar este Capítulo. 


Luego participarán los contadores Hernández y Huertas. 


SEÑOR EIBE.- Los artículos 371 al 383 comprenden normas de administración tributaria que han 
sido elaboradas por los servicios de la Dirección General Impositiva. Resultará muy ilustrativo que 
ellos nos expongan el punto de vista del organismo sobre el alcance objetivo de cada una de las normas. 
Sin perjuicio de ello, quisiera hacer una breve consideración de carácter general con respecto a la 
necesidad de introducir este tipo de disposiciones. 


La Dirección General Impositiva está en un proceso de reestructura profunda aplicando un sistema de mejora 
de gestión. Este proceso se encuadra dentro de la modificación general del sistema tributario que abarca a la 
administración y a la estructura del sistema tributario, para cuya mejora se requiere articular disposiciones de 
naturaleza administrativa que mejoren la gestión del organismo. En última instancia, el objetivo es mejorar 
las condiciones de cumplimiento voluntario de los contribuyentes, el cual se basa en dos pilares 
fundamentales. Por un lado, facilitar la vía a los contribuyentes, mejorando las condiciones de cumplimiento, 
las posibilidades de acuerdo y, por otro -y no menor—, generar una percepción de riesgo que tenga que ver 
con las facultades coactivas del organismo. Para ello se han establecido estas disposiciones que profundizan 
disposiciones preexistentes y que otorgan las herramientas que el organismo necesita para llevar adelante sus 
cometidos. 


No escapará al conocimiento de los legisladores que cuando se modifican disposiciones que vinculan a la 
Administración Tributaria con los contribuyentes, siempre se genera una tensión entre los derechos y deberes 
de la Administración y los derechos y deberes de los contribuyentes. Las fórmulas que se ensayan en este 
articulado son perfectibles y pueden ser objeto de un análisis al que estamos totalmente abiertos. 


Quiero enfatizar que el bien que se está tutelando es el de proteger los recursos de la comunidad, aquellos 
recursos que el Parlamento en el ejercicio soberano de sus potestades destinará a la salud, a la enseñanza, a la 


escuela pública y a los cometidos necesarios para el cumplimiento de los fines esenciales del Estado. 
Entonces, más allá de algunas cuestiones puntuales que se pueden plantear con respecto al alcance de las 
normas, no debe perderse de vista que cuando estamos fortaleciendo las posibilidades de gestión de la 
Administración Tributaria también estamos fortaleciendo las de la sociedad. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- En este grupo de normas proyectadas no se plantean transformaciones 
importantes en cuanto a las herramientas con que cuenta la Administración para lograr el cobro de los 
tributos, sino que se busca hacer ajustes a esas herramientas a fin de trabajar en las dos tendencias que 
mencionó el contador Eibe: la asistencia al contribuyente y la necesidad de incrementar el riesgo a 
efectos de lograr que el incumplimiento en materia de obligaciones tributarias, además de una sanción 
económica tenga una sanción social. 


La Administración Tributaria debe trabajar descalificando socialmente al defraudador, como una de las 
herramientas para lograr que la sociedad en su conjunto tenga un mejor cumplimiento voluntario, ya no 
establecido coercitivamente. Por este motivo, la primera norma que incluimos en este proyecto refiere a la 
posibilidad de la Administración fiscal de promover la publicación de aquellas sanciones por infracciones 
fiscales, en particular por defraudación, que sean de montos elevados o que pongan de manifiesto una 
conducta antisocial. Esto es lo que señala el artículo 371, estableciéndose además que esa publicación tiene la 
necesaria garantía ya que obedece a un proceso de determinación de deudas con todos los requisitos exigidos 
para los trámites en materia administrativa y las garantías para los contribuyentes. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- ¡Vaya si compartimos el espíritu de esto! Hace años que estamos 
esperando solucionar lo relativo a la mala interpretación sobre el secreto bancario. Afortunadamente el 
señor Ministro ha estado de acuerdo, en la Cámara de Diputados ya se votó el proyecto pertinente y 
esperamos que en estos días suceda lo mismo en la Cámara de Senadores. 


De todos modos, habría que dar otra redacción al articulado. Es decir, habría que establecer un monto y nada 
más. El concepto de solidaridad ciudadana me resulta abstracto y quedaría como muy discrecional. Además, 
podría dar lugar a que algún jerarca interpretase la norma de una manera y el próximo, de otra, pues debemos 
tener en cuenta que hoy está el jerarca muy bien intencionado que redacta esta disposición y, de pronto, el 
año que viene hay otro. 


Asimismo, una vez establecido el monto habrá que obligar a todo aquel que tenga una defraudación superior 
a ese monto. De repente, se puede bajar el monto; no tiene por qué ser tan alto. En esto se dice "o cuando sin 
alcanzar el monto", tal vez, ahí haya que dar una interpretación discrecional. 


Por otra parte, pensamos que -tal vez está dicho pero no con la claridad necesaria— en estos casos habrá una 
firme resolución por parte de la Dirección General Impositiva a fin de evitar juicios. Es decir, ya que está 
hecha la defraudación, existirá una resolución firme de esa Dirección y se publicará todo lo que corresponda. 


Estas son las inquietudes que quería plantear. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- La expresión "solidaridad ciudadana" se incluye dentro de las determinantes 
de una publicación, o de la posibilidad de decidir una publicación en un caso de defraudación porque, 
muchas veces, no solo el monto es lo que resulta significativo en una maniobra de defraudación. Hay 
muchas clases de maniobra de defraudación tributaria. Puede existir la de un contribuyente que ha 
dejado de declarar repetidamente sus tributos, o puede haber situaciones en las cuales existen 
maniobras concertadas para la determinación de tributos en cifras menores. Esta norma pretende no 
solo descalificar cuantitativamente las infracciones sino también cualitativamente. 


Estoy de acuerdo con el señor legislador en cuanto a que esta norma puede parecer demasiado librada a la 
voluntad del Administrador en su caso. Esto es lo que planteaba el contador Eibe en el sentido de que podrían 
arbitrarse formas de delimitar con mayor precisión los conceptos contenidos en el proyecto a los efectos de 
hacer efectiva la calificación de la conducta sin que implique una posible extralimitación por parte de las 
autoridades fiscales. 


Con respecto a las deudas firmes, es así. El doctor Huertas, en todo caso, puede explicitar un poco 
mejor que yo el alcance de la definición de defraudación contenida en esta norma. 


SEÑOR HUERTAS.- En principio, entendemos que esta norma refiere tanto a la infracción de 
defraudación, prevista en el artículo 96 del Código Tributario -y que se sanciona en sede 
administrativa-, como al delito de defraudación tributaria, previsto en el artículo 110 de este Código. 
Evidentemente, en el caso del delito de defraudación tributaria, la administración tributaria nunca va 
a poder realizar la publicidad hasta que no recaiga un auto de procesamiento y el procedimiento penal 
pase del presumario al sumario. Por lo tanto, allí tenemos la garantía de una decisión judicial y de un 
proceso que, al pasar a la etapa de sumario, ya es público, de acuerdo con nuestro ordenamiento 
jurídico. 


En cuanto a la infracción tributaria de defraudación -que figura en el artículo 96 del Código Tributario-, 
entendemos que se debe aguardar a que se determine definitivamente la sanción, que puede ser entre uno o 
quince veces el monto del tributo que se haya pretendido defraudar, y a que esa resolución haya quedado 
firme, o sea, que el administrado o contribuyente haya podido interponer los recursos administrativos que 
prevé la Constitución. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- El artículo 372 refiere a los establecimientos de temporada y precisa un plazo 
para una exigencia que ya está establecida en el artículo 116 del Título I del Texto Ordenado de 1996. 
Este artículo establece la obligatoriedad de dar garantías suficientes en esos establecimientos. La 
norma pretende, simplemente, establecer un plazo en el cual esa garantía debe ser cumplida y, además, 
determinar la consecuencia del incumplimiento por parte del contribuyente de presentar la garantía 
suficiente. 


El artículo 373 refiere a la posibilidad de suspender el certificado único en los casos en los que se hayan 
decretado, por parte del Poder Judicial, las medidas cautelares previstas en el artículo 87 del Código 
Tributario. Se trata de un norma que para su aplicación requiere de una aprobación del Poder Judicial. 


SEÑOR HUERTAS.- El artículo 374 tiene como finalidad conformar una norma interpretativa acerca 
de las disposiciones legales allí mencionadas en materia de Impuesto a la Renta de Industria y 
Comercio; aquí se establece la responsabilidad objetiva de los Directores de sociedades o de los socios 
de sociedades personales. Esto está avalado por la jurisprudencia del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, que en forma unánime en los últimos años, ha consagrado esa responsabilidad 
objetiva. Por lo tanto, aquí simplemente se viene a zanjar el diferendo existente con los contribuyentes. 
Esto fue solucionado a través del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que declaró que el 
artículo 21 del Código Tributario, que exige una responsabilidad de tipo subjetivo -exige la presencia 
de la culpa-, no deroga lo que se dispone en forma especial en materia de Impuesto a la Renta de 
Industria y Comercio. Es decir que por el solo hecho de ser socio de una sociedad personal, 
administrador o representante de una sociedad, no se tiene responsabilidad objetiva. A esto se aúna el 
artículo 375, por el que se declara que esa responsabilidad solidaria y objetiva alcanza a la infracción 
de mora, tesitura esta que siempre ha sustentado la Dirección General Impositiva desde la propia 
aplicación y vigencia del Código Tributario, desde enero de 1975 a la fecha. Esto también ha sido 
avalado por la jurisprudencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo en distintas sentencias de 
1989, -citadas por el propio Valdés Costa en su Código Tributario Comentado y Anotado- y de 1994, 
donde se consagra la naturaleza objetiva de la infracción mora. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Estoy de acuerdo con el espíritu de este artículo pero, como se dice 
"declárase por vía interpretativa", pienso que esto puede ser retroactivo. Entonces, según entiendo, 
deberemos remitirnos al momento en que se empezó a aplicar la ley, y puede ser que estemos 
sancionando a alguien que estaba actuando de buena fe en base a la anterior interpretación de esa 
norma. Si la norma se aplicase desde ahora no habría problemas; pero no sé cual es exactamente su 
espíritu. Apenas soy contador; no soy abogado. 


Como dije, lo que temo es que al decir "declárase por vía interpretativa", vayamos para atrás y sancionemos a 
personas injustamente. Téngase en cuenta que se trata de una ley de 1974. 


SEÑOR HUERTAS.- Con mucho gusto voy a aclarar la duda que tiene el señor Diputado, que es muy 
legítima. 


Acá no estamos innovando. El artículo 59 del Titulo IV del Código Tributario, que refiere al Impuesto a la 
Renta, simplemente recoge estas dos disposiciones legales: el Decreto-Ley N* 14.252 de agosto de 1974 y el 
Decreto-Ley N* 14.416, de agosto de 1975. La polémica surge porque en medio de esas dos disposiciones se 
sancionó el Código Tributario, que en su artículo 21 establece un régimen especial de responsabilidad de los 
representantes en el cual se crea una responsabilidad de tipo subjetivo y se exige la culpa. En cambio, la 
responsabilidad objetiva está consagrada por estas leyes. En una de ellas, que es posterior al Código 
Tributario para el Impuesto a la Renta -que después se repitió en el ya derogado IMAGRO y en el IRA; 
Impuesto a las Rentas Agropecuarias- se establecía la misma disposición con posterioridad en el tiempo, 
como así también la responsabilidad objetiva para los Directores de Sociedades Anónimas o para los socios 
de Sociedades Personales. Esto llevó a disputas ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. En 
realidad, no se está perjudicando a nadie porque no hay una retroactiviad, ya que la DGI, desde que se están 
aplicando esas normas, ha entendido que la responsabilidad es objetiva; así lo ha sustentando siempre y ha 
ganado distintos casos ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo manteniéndose en esta tesitura. 
Simplemente se quiere clarificar la situación. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- No quiero entrar en esta discusión porque, de todas maneras, si este 
artículo se aprueba con esta redacción, seguramente, el Senado lo modificará. Lo mejor sería buscar 
una redacción más clara. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- La exposición de los contadores Eibe y Hernández ha sido 
absolutamente clara. Sugiero que en estos temas en los que hay discusiones jurídicas y en los que la 
jurisprudencia se vuelca más hacía un lado que hacia el otro, lo que pasó de aquí hacia atrás lo siga 
zanjando la jurisprudencia. Me parece bien redactar una ley bien clara desde aquí en adelante. Eso es 
más transparente y nos da mayor tranquilidad a todos. La Dirección General Impositiva, con su 
cuerpo de asesores jurídicos, nos puede sugerir una redacción en la que todos estemos de acuerdo. El 
espíritu debería ser ese: que de aquí hacia atrás la jurisprudencia resuelva los casos y que el tema se 
laude de aquí en adelante, tal como expresaba el señor Diputado González Álvarez. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- El artículo 376 del proyecto prevé cómo se materializa en los hechos una 
disposición que habilita a la Administración Fiscal a proceder al comiso de mercaderías en 
determinadas circunstancias. Sucede que la ley no preveía cómo se efectivizaba ese comiso ni cómo se 
enajenaban los bienes correspondientes al comiso. Tampoco preveía si el comiso era una sanción, 
además de las sanciones fiscales establecidas para la infracción cometida, o si debía tomarse a cuenta 
de otras infracciones fiscales. En este caso se da al comiso el mismo tratamiento que tiene en la 
legislación aduanera. 


El artículo 377 pretende tratar en forma diferente a aquellos contribuyentes que hayan reiterado infracciones 
en cuanto a la documentación formal de sus ventas. Entonces, establece que en el caso en que exista una 
reiteración dentro del período de prescripción de los tributos, haya un incremento en la sanción de clausura 
de establecimientos comerciales, siempre autorizada por el Poder Judicial. 


El artículo 378 establece una modificación del artículo 38 de la Ley N* 17.453, que hace referencia al 
artículo 242 de la Ley N* 17.296. La disposición original, la de la Ley N” 17.296, previó la posibilidad de 
designar responsables sustitutos en el caso de deudores por prestaciones de servicios. Se amplía esa 
posibilidad de designación de responsables en los casos en que la misma persona o los mismos 
contribuyentes sean deudores por adquisiciones de bienes, con lo cual no hace más que complementar una 
disposición ya vigente. 


El artículo 379 del proyecto se refiere a la obligación de todas las entidades públicas y privadas, así como de 
los particulares, de brindar información a la Administración Fiscal. A nuestro juicio, esta norma será de 
mucha mayor utilidad a partir de la implantación de la reforma tributaria, porque brindará una mejor 
herramienta a la Administración para el contralor de sus tributos. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Comparto el espíritu, pero creo que el artículo es un poco 
exagerado al establecer esta obligación a las personas físicas. Quizás en el ejercicio de la profesión, los 
contadores o los abogados sepan de alguien que defrauda y estarían obligados a denunciarlo. Estoy de 
acuerdo con que esta obligación se estipule para las entidades, pero que se establezca también para las 
personas físicas y jurídicas, como puede ser un equipo de consultores que formen una persona jurídica, 
parece exagerado. Aquí los estamos obligando, so pena de aplicar una sanción. 


Estoy de acuerdo con el espíritu del artículo en el sentido de que el Estado tiene que cruzar información. Pero 
me parece que incluir a las personas físicas y jurídicas es demasiado. Parece correcto en el caso de 
sociedades anónimas, pero me viene a la mente el caso de los abogados, contadores, consultores, y habrá 
otros. Quizás en ese aspecto haya que buscar alguna otra redacción. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Recuerdo al señor Diputado González Álvarez que esta disposición ya existe. 
El artículo 68 del Código Tributario establece la facultad de la Administración de requerir información 
no solo a los contribuyentes sino también a los terceros, sin distinción de ningún tipo. Por lo tanto, esta 
norma no es más que la contrapartida de esa que establece la facultad de solicitar la información. 
También se establece la sanción correspondiente, porque no hay ninguna norma que pueda hacerse 
cumplir coercitivamente si no se vincula con una sanción. 


Por otro lado, existen disposiciones de orden legal en nuestro derecho positivo que establecen normas de ese 
tipo, como la Ley N* 17.835 sobre sistemas de prevención y control del lavado de activos y de la financiación 
del terrorismo. Desde este punto de vista no hay ninguna innovación. 


El artículo 380 promueve una graduación en la sanción por mora. Establece que no queda fijada en forma 
rígida inmediatamente después del incumplimiento de la obligación fiscal, sino que se dispone una gradación. 
También incorpora la posibilidad de no aplicación de sanciones en el caso de que los contribuyentes hubieran 
sido víctimas de una acción dolosa por parte de un tercero y que este tercero hubiera sido procesado. Esta 
norma reconoce un antecedente en las disposiciones que utiliza el Banco de Previsión Social en las 
contribuciones especiales a la seguridad social. 


El artículo 381 complementa el régimen de acuerdos de la Administración Fiscal, que ya está establecido por 
el actual artículo 24 del Título I. Este artículo precisa las condiciones en las cuales se puede realizar un 
acuerdo entre la Administración Fiscal y los contribuyentes. Además, da la posibilidad de que ese acuerdo se 
logre no solo en los casos en que existan actuaciones administrativas por parte de la Administración Fiscal, 
sino cuando el acuerdo es promovido por el propio contribuyente. En la práctica nos hemos encontrado con 
que quienes son objeto de una actuación inspectiva muchas veces obtienen un tratamiento menos gravoso que 
quien pretende por su cuenta hacer frente a las obligaciones tributarias. Lo que intentamos con esta norma es 
que ambos tengan el mismo tratamiento. 


El artículo 382 del texto propuesto establece la posibilidad de disponer un régimen de facilidades que permita 
a quien ha accedido a un acuerdo, hacer frente de forma más fluida a las obligaciones fiscales reconocidas e 
incluidas en el acuerdo. 


El artículo 383 no es más que la consecuencia del incumplimiento de las obligaciones contraídas en las 
facilidades firmadas. 


SEÑOR TROBO.- Quiero hacer una breve mención al artículo 379, aunque sé que han brindado 
información al respecto y que el señor Diputado González Alvarez ha solicitado una opinión. 


En la mañana del día de hoy la Comisión recibió a una delegación del Colegio de Abogados, y realmente nos 
impresionamos con el planteo que hizo respecto a la redacción del artículo 379. 


Seguramente el señor Ministro en las próximas horas conocerá la versión taquigráfica de esa reunión y podrá 
apreciar que el Colegio de Abogados plantea una severa preocupación en cuanto a la reserva que supone para 
los profesionales la información que tienen de sus clientes. No hay ninguna duda de que esta norma se 
inscribe dentro de una serie de normas que se han ido aprobando en instancias presupuestales y en algunos 
otros proyectos de ley que han sido analizados por el Parlamento, que tienen por objeto crear las condiciones 


de información lo más amplia posible para la aplicación del Impuesto a la Renta cuando dicha propuesta sea 
enviada al Parlamento por parte del Poder Ejecutivo. 


Francamente, hubiésemos deseado que cuando se tratara el Impuesto a la Renta se analizara dicho impuesto y 
todos los mecanismos de acceso a la información que la autoridad tributaria quiere tener. En este caso, hago 
hincapié en las expresiones del Colegio de Abogados y en la lectura de la versión taquigráfica de esa reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se hará llegar a las autoridades del Ministerio la versión taquigráfica de esa 
sesión. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Ya tenemos el planteo. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- En la anterior oportunidad que nos visitó el señor Ministro 
preguntábamos el porqué de la derogación de estos artículos que, en definitiva, desde nuestro punto de 
vista, son una autorización del Parlamento a la emisión de la deuda pública por parte del Estado. 


Estudiando la Constitución con posterioridad a esa visita del señor Ministro, entendemos que esta es una 
potestad que tiene el Parlamento, pues de acuerdo con el numeral 6%) del artículo 85 de la Constitución de la 
República es este el que debe autorizar la emisión de deuda pública. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero recordar algo que ya habíamos señalado 
en esta Comisión. A nosotros nos interesa, en primer lugar, plantear el tope que entendemos más 
importante -mucho más que el tope de deuda-, que contiene el tope de endeudamiento, es decir, el del 
gasto. Sobre esto ya hemos hablado y por lo tanto no vamos a insistir. Reitero que es una de las 
medidas que puede tomar el país para ir adoptando una postura anticíclica en la medida de las 
modestas posibilidades que ofrece un Presupuesto muy rígido. 


Los artículos 602 y 604 son los que proponemos derogar. A través del primero de ellos se topeó el stock total 
de Bonos del Tesoro y Letras de Tesorería en US$ 5.100:000.000. Estoy hablando de la última Ley de 
Presupuesto. Reitero que son US$ 5.100:000.000 el stock total de Bonos más Letras. Quiero señalar que la 
Ley indica que a partir de 2001 se incrementa con el monto del déficit autorizado; aunque no lo aclara, se 
está aludiendo al déficit global consolidado del país. No entra en ese tecnicismo, pero se supone que es el 
global consolidado porque es el que se financia con deuda. 


El artículo 604 topea las Letras; es decir, hay un doble tope: Bonos más Letras, y Letras solas. Las Letras de 
Tesorería se topean en US$ 1.250:000.000 durante la vigencia de la Ley de Presupuesto. Esto quiere decir 
que cuando se agote la vigencia de esa Ley, el tope de Letras caerá, porque así lo establece la norma. 


¿Con qué criterio nosotros proponemos la derogación de este tope a un componente de la deuda pública? Me 
refiero a un componente de la deuda pública, no a la deuda pública. 


Lo proponemos porque, además de topear el gasto, estamos intentando hacer una administración 
especializada de la deuda; inclusive, ahí nos referimos lateralmente al mencionar el Rubro O del Ministerio de 
Economía y Finanzas, a la previsión de cinco funcionarios en esa oficina. Topear un componente de la deuda, 
no la deuda en su conjunto, es un contrasentido con una administración eficiente de la deuda pública que, 
además de estos componentes, tiene otros. 


La Constitución es muy clara porque encomienda, a propuesta del Poder Ejecutivo, a que el Parlamento 
autorice la emisión de la deuda pública nacional. Esta es la expresión a la que alude la Constitución de la 
República. Evidentemente, esta es una referencia a toda la deuda, que incluye la deuda con los organismos 
multilaterales. 


Ese tope está en el artículo 606, que acá no está derogado. El artículo 606 de la última Ley de Presupuesto 
establece que a partir de enero de 2005, y hasta la aprobación de una nueva Ley de Endeudamiento -que aún 
no ha sido propuesta-, el tope de deuda -aquí no habla de Bonos ni de Letras sino de deuda, como lo dice la 
Constitución- sería el vigente al 31 de diciembre de 2004 más US$ 500:000.000. Ese tope nosotros no lo 


estamos derogando y no pensamos hacerlo. En todo caso, se podrá discutir cuando aparezca una nueva ley de 
endeudamiento que, hasta ahora, no la hemos proyectado. Tampoco la descartamos. 


El tope está vigente y es el que establece el artículo 606 de la Ley de Presupuesto. 
SEÑOR AMORÍN BATLLE.- La explicación ha sido clara. 


¿El señor Ministro nos está diciendo que el endeudamiento total no va a superar el tope que marca el 
artículo 606 del Presupuesto? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Eso es lo que marca la ley. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- ¿Y que en caso de superarlo, naturalmente, se pedirá autorización al 
Parlamento, como corresponde? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Absolutamente. Pero, además, por la vía de le 
ley: la formulación de una nueva ley de endeudamiento. Hoy está vigente ese tope y hay que respetarlo. 


A nosotros nos parece que topear componentes de la deuda no está bien, porque dificulta una administración 
correcta de los recursos. Por lo tanto, proponemos topear el total y, además, topear el gasto. Nos parece que 
esta es la mejor combinación, de modo que el país esté en condiciones de administrar las diferentes 
herramientas y recursos para evolucionar, desarrollar y administrar su deuda pública nacional -como dice la 
Constitución- de la mejor manera posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar la Sección VIII "Disposiciones Varias". 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 385 alude al convenio suscrito entre 
el Ministerio de Economía y Finanzas y el Banco de la República. Estamos hablando del fideicomiso, 
que hasta hace poco se llamó "Caraafisa" y que ahora no se llamará más así. 


Ustedes recordarán que el Ministerio de Economía y Finanzas es garantía de este fideicomiso y por este 
artículo se autoriza a completar con cargo a Rentas Generales los importes que eventualmente faltaran 
para completar el flujo de fondos previstos en ese mecanismo. No es otra cosa que eso, y esto da 
autorización legal a ese complemento. 


El artículo 386, además de las disposiciones que están en el planillado, propone dos herramientas para ir 
complementando, en la medida de la evolución de la economía nacional, los recursos para la Administración 
Pública. Uno está vinculado con las proyecciones de recaudación en la medida en que vayan resultando 
favorables o excedentarias respecto a las proyecciones y, el otro, al establecimiento de un fondo destinado 
anualmente a los proyectos de inversión que efectuarán la Administración Nacional de Educación Pública y 
la Universidad de la República. Este último empezaría a operar a partir del proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas del próximo año. 


SEÑOR GANDINI.- Me gustaría referirme a este artículo 386. Tengo dos dudas, según los literales. 


Lamento pedir al señor Ministro una respuesta sobre algo que creo ya explicó en la Comisión -me adelanto 
porque, a lo mejor, responde diciendo que ya lo contestó, como ha hecho en otras oportunidades—, pero 
anoche tuve la oportunidad de escuchar en la prensa televisiva las expresiones del señor Ministro de 
Educación y Cultura con las que comprometió a todo el Gobierno y que yo no comparto, por lo que quisiera 
sacarme la duda. 


El señor Ministro dijo que el Poder Ejecutivo remitió al Parlamento un proyecto de Presupuesto que 
garantiza, con la firma de todos los Ministros y del Presidente de la República, el 4.5% del Producto Bruto 
Interno en el último año para la educación. Esa es una afirmación que está en el corazón de nuestra discusión, 
que creo fue dilucidada en la primera intervención del señor Ministro Astori en Comisión y, posteriormente, 
con la presencia de la Universidad de la República, porque ANEP todavía no estuvo aquí. En ambos casos, 


me pareció que el 4.5% no está garantizado, que es una meta, una aspiración y una posibilidad en tanto se 
den algunos supuestos -a nuestro modo de ver, optimistas; al modo de ver del señor Ministro de Economía y 
Finanzas no tanto—, pero es realmente una meta programática consagrada en este artículo 386. Pero 
queremos saber exactamente qué es, porque si realmente el Poder Ejecutivo nos dice que garantiza el 4.5% 
para la enseñanza pública, nosotros no tenemos más nada que discutir, votamos el Presupuesto del Poder 
Ejecutivo y le decimos a la ANEP y a la Universidad de la República que ya está consagrado, porque también 
hemos escuchado a autoridades de estos organismos decir lo contrario. 


Vamos a procurar encontrar los recursos; lo hemos dicho formalmente aquí. No estamos dispuestos a votar 
cualquier cosa alegremente; estamos en la mejor disposición de colaborar pero tenemos que saber dónde 
estamos parados. Nos gustaría que el señor Ministro nos confirmara si se garantiza -como dijo el señor 
Ministro Brovetto— el 4.5% en el último año para la educación, o si con este artículo o con el articulado en 
su conjunto no se garantiza. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No sé si ya habrá estado presente el señor 
Ministro de Educación y Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, ya estuvo. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Bueno, en todo caso, podrán convocarlo 
nuevamente para preguntarle al respecto. Yo no voy a contestar por él. Aquí está el Ministro de 
Economía y Finanzas. 


SEÑOR GANDINI.- Es que él habló por usted. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Lo que tiene que decir el señor Ministro de 
Economía y Finanzas es lo que figura en el artículo 386, cosa que ya había dicho y que reitera ahora. 


SEÑOR GANDINI.- Quedo, entonces, con esa respuesta, que confirma lo que nosotros suponíamos. 
Volveremos a preguntar al señor Ministro de Educación y Cultura por qué dice esas cosas, genera 
expectativas e introduce elementos de discusión que realmente enturbian todo este tema en la 
Comisión, con las delegaciones sindicales y también con la opinión pública. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No creo que sea el señor Ministro de Educación 
y Cultura quien esté enturbiando, señor Diputado Gandini. 


SEÑOR GANDINI.- Pero ayer lo dijo el señor Ministro de Educación y Cultura. Utilizó el término 
"garantiza". 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Permítame que confiese que no creo que sea el 
señor Ministro de Educación y Cultura quien está enturbiando la discusión. 


SEÑOR GANDINI.- Respeto su opinión pero la Universidad de la República y las autoridades de 
ANEP serán los que enturbian, porque han sostenido exactamente lo mismo. 


Me voy a referir al literal b). Simplemente, quiero dejar constancia que también hemos presentado un 
sustitutivo a este literal en tanto nos parece, al igual que con los artículos 388 y 364, que invade la autonomía 
de los organismos de la enseñanza que deben tener un presupuesto sin condicionamiento de ninguna 
naturaleza. Si el Parlamento les quiere dar el monto, debe hacerlo, pero no nos parece adecuado que sea 
evaluado externamente un proyecto de inversión, un proyecto de impacto social por parte del Poder 
Ejecutivo, y a partir de esa evaluación, otorgada o no, una partida presupuestal. Nuestros sustitutivos a esos 
tres artículos, incluido el literal b) del artículo 386, eliminan esa referencia a la evaluación externa y otorgan 
la partida tal cual aquí se establece, en las proporciones que cada uno de los órganos de la enseñanza lleva 
habitualmente. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quisiera hacer dos comentarios. En ningún 
momento se habla aquí de evaluación externa, por lo que no sé de dónde sale la expresión. El artículo 
no lo dice. 


Por otro lado, por supuesto que acerca del contenido que pueden tener estos proyectos de inversión, no será 
precisamente una invasión a la autonomía de los entes la que terminará formulando esos contenidos; serán los 
organismos los que tendrán que formularlos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 387. 


SEÑORA DÍAZ.- En realidad, el artículo 387 está mal ubicado acá y refiere al artículo 48 del que 
estuvimos hablando, relativo al Código General del Proceso y al cambio de sentencias judiciales, que 
está derogando los artículos de las leyes que originalmente lo habían modificado. Una de ellas era la 
forma en que se imputaba el gasto de las sentencias judiciales, que cambia, así como también la 
redacción de los artículos 30 y 31. 


SEÑOR ASTI.- Sería conveniente renumerar este artículo con el número 50. 
SEÑORA DÍAZ.- Exactamente. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 

En discusión el artículo 388. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 388 contiene una propuesta de 
abatimiento del crédito de inversiones en los planillados anexos y los topes de inversión de los incisos II 
al XV del Presupuesto nacional hasta en un 6.5%, recursos que están destinados -como ya se conoce 
públicamente— a reforzar los créditos presupuestales de la educación pública. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Este es el artículo que genera malentendidos en cuanto a quién 
evalúa los proyectos. No queda claro si es sobre este artículo específicamente o sobre su última parte, la 
que habla de la evaluación de los proyectos que se presenten. Que se presenten, ¿ante quién? ¿Ante el 
Ministerio de Economía y Finanzas o frente a los propios organismos? 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El procedimiento de presentación habrá de ser 
reglamentado a partir del próximo año, pero reitero los dos conceptos anteriores: no hay la más 
mínima intención de invadir autonomía alguna y no habrá evaluación externa de esos proyectos. 


SEÑOR GANDINI.- En cuanto a los artículos 386 y 388, queda claro que hay una evaluación que no es 
la del organismo. La expresión "en función" es la que condiciona. Los montos se entregarán "en 
función de", y no puede ser de la propia Universidad. En tanto no es de la Universidad, hay un 
condicionamiento externo. ¿De quién? Del Poder Ejecutivo, del Ministerio de Economía y Finanzas. 
Además, fue dicho en Comisión. Se dijo que la Universidad requiere transformaciones en 
determinados sentidos y que la sociedad tiene que destinar recursos para esas transformaciones, que 
tendrán que ser evaluadas y decididas por la sociedad. Esa es una visión legítima, que acepto, pero no 
es la tradicional con la que hemos manejado la autonomía de la Universidad. La Universidad recibe 
partidas globales y luego, en función de ellas, establece sus gastos en inversiones, salarios y gastos de 
funcionamiento, en función de los proyectos que evalúa y que su cogobierno determina. No es el Poder 
Ejecutivo el que condiciona partidas. Me parece que tendríamos que establecer esto en el Capítulo 
relativo a la Universidad de la República y que sea esta la que distribuya los recursos, según las 
prioridades que la Universidad, o en su caso la ANEP, fijen y determinen. 


SEÑOR YANES.- Quiero dejar una constancia documental. 


Para mí el señor Ministro de Economía y Finanzas ha contestado reiteradas veces respecto a la evaluación de 
los proyectos. En función de la hora -empezamos a trabajar a las nueve de la mañana y ya hace más de doce 
horas que estamos acá— y de las respuestas absolutamente claras y categóricas del señor Ministro, pediría un 
poco de colaboración, porque todos nos merecemos un mínimo de respeto. 


SEÑOR ASTI.- Quiero referirme a las afirmaciones respecto a incluir en una misma situación a los 
artículos 364, 386 y 388. Este último está estableciendo una reasignación de inversiones. Queda claro 
que si se bajan inversiones de determinados Incisos es para realizar inversiones en los correspondientes 
a la educación. Creo que de ninguna manera puede entenderse eso como una lesión de la autonomía, 
cuando se están transfiriendo inversiones a otro Inciso que es priorizado de acuerdo con los 
lineamientos estratégicos de Gobierno. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Como dice el señor Diputado Yanes, ya he 
intervenido reiteradamente, pero permiítaseme hacerlo una vez más. 


La expresión "en función de" opera con referencia a dos variables. La primera, en el artículo 386, opera con 
la evolución de la economía. Tenemos que poner un mecanismo de definición de este tipo, sencillamente 
porque hay un piso de US$ 20:000.000, que puede aumentar si la evolución de la economía lo permite. 


Luego está puesto en función de la evaluación de los proyectos, solo que no se la hace de afuera a los 
organismos de la enseñanza. Son ellos los que van a tener que hacer la evaluación. Si alguna duda quedaba, 
los invito a recordar el artículo 42, relativo al Ordenamiento Financiero, que establece: "En todos los casos se 
dará cuenta a la Contaduría General de la Nación, Oficina de Planeamiento y Presupuesto, Tribunal de 
Cuentas y Asamblea General.- La incorporación de nuevos proyectos de inversión deberá ser aprobada por 
ley salvo en el caso de los entes de enseñanza, las que serán autorizadas por el jerarca respectivo". 


Esto me parece que disipa toda duda que podamos tener al respecto. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Si en realidad tenemos claro cómo es el tema y toda la complicación la 
trae la expresión "de la evaluación", podríamos establecer: "en función de los proyectos que se 
presenten oportunamente", y toda esta discusión se evitaría. No hay evaluación, se presentan los 
proyectos y el tema funciona. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que eso forma parte de una discusión que seguramente tendremos. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El concepto de evaluación es absolutamente 
inseparable del concepto de proyecto de inversión en la terminología técnica. No está puesto como un 
elemento artificial o adicional; forma parte del concepto de proyecto de inversión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto a los Incisos relativos a "Subsidios y Subvenciones", "Partidas a 
Reaplicar" y "Diversos Créditos", los abordaremos en otra oportunidad. 


Solicitaríamos que los integrantes del equipo económico que vayan a tratar lo relativo a Funcionarios 
permanecieran en Sala, a fin de liquidar este tema en la noche de hoy. 


Agradecemos la presencia del señor Ministro, Subsecretario e integrantes del equipo económico. 


(Se retira de Sala el señor Ministro de Economía y Finanzas y algunos integrantes del equipo 
económico) 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Ibarra) 


SEÑOR TOMA.- El artículo 15 plantea la regularización en las unidades de destino de los funcionarios 
que se encuentran desempeñando actualmente tareas en comisión en una oficina diferente a la de 
origen por un período prolongado, que se estima superior a cuatro años, permitiendo dos alternativas: 
o bien la incorporación de estos funcionarios en forma definitiva en la dependencia en que vienen 


prestando funciones, o en su defecto, su reintegro a las oficinas de origen, como paso oportuno y 
necesario para recorrer el camino de la naturalización de los vínculos de que venimos hablando. El 
diseño de la norma exceptúa de lo previsto a los funcionarios que revistan en los Escalafones J 
"Docente de otros organismos", K "Militar" y L "Policial". A propuesta de la Comisión de Ecuación 
Presupuestal se aconsejó incluir también en la excepción a las Escalafones G "Docente de la 
Universidad de la República" y H "Docente de la Administración Nacional de Educación Pública" a 
efectos de aplicar igual criterio a casos similares y evitar el ingreso de personal contratado para 
desempeñar un cargo o función docente en otros escalafones civiles. Por esa razón mejoraríamos la 
redacción efectuando las inclusiones sugeridas, a cuyo efecto se entregará al final de esta exposición la 
versión actualizada de la fórmula que está en proyecto. 


SEÑOR ASTI.- El otro día nos visitaron los señores Intendentes, en representación del Congreso de 
Intendentes y querían que en este artículo 15 se incluyera especialmente a los Gobiernos 
Departamentales. Entiendo que la calidad de funcionario público incluye a los funcionarios de los 
Gobiernos Departamentales y por eso no sería necesario aclararlo. Digo esto para que quede 
constancia en la versión taquigráfica de la opinión de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR POSADA.- La redacción del artículo me preocupa porque parecería que aquellos funcionarios 
que están en comisión con los distintos señores Legisladores, eventualmente podrían ser incluidos -en la 
medida en que ese pase en comisión se hace a través del Poder Legislativo- como funcionarios del 
Poder Legislativo. 


SEÑOR ASTI.- Esos casos están expresamente excluidos al final del segundo inciso. 


SEÑOR GANDINI.- Me gustaría pedir un fundamento de la norma porque por ella se establece que, a 
partir de la vigencia de la presente ley, aquellos funcionarios que tengan más de cuatro años en 
comisión -eliminando las excepciones- se podrán regularizar donde están cumpliendo funciones u 
obligatoriamente se tienen que ir a su organismo de origen. 


SEÑOR MACHADO.- Me parece que se mejoraría mucho el alcance de este artículo si luego de la 
expresión "[...] por un lapso superior a los cuatro años, en forma ininterrumpida, podrán optar por su 
incorporación definitiva al organismo en el que vienen desempeñando funciones" se agregara: "previa 
autorización del mismo". De esta manera, salvaríamos todas estas situaciones enojosas que podrían 
darse y que, fundamentalmente, fueron planteadas por los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- No sé si interpreto correctamente el artículo 15. Quisiera 
saber si tiene una vigencia de sesenta días y después desaparece. ¿Es inaplicable de futuro? ¿Se va a 
aplicar solo por sesenta días? 


SEÑOR TOMA.- Tenemos que entender este artículo como ordenador de una situación que está 
desnaturalizada y, a la hora de formular este proyecto, también debimos tener presente el arraigo 
porque el funcionario que ha pasado en comisión por un lapso prolongado, ya tiene su arraigo en la 
unidad de destino; inclusive aparece un organismo, que es el de origen, subvencionando -si se quiere- a 
esa unidad administrativa. Por lo tanto, es una forma de ir por el camino que queremos transitar, que 
es el de la naturalización de los vínculos y de que cada funcionario se encuentre donde está 
desempeñando funciones. Esta norma se propone en función del desarraigo que ese funcionario ha 
tenido de su unidad de origen. 


Por supuesto que este artículo tiene un plazo de vida determinado y, a nuestro juicio, debería operar de la 
forma en que está diseñado, puesto que es la única forma de garantizar que la naturalización prospere. De 
otra forma, si se pidiera el consentimiento del organismo de origen o de destino, me parece que se crearían 
situaciones que no serían de solución universal. Por eso abogamos por la forma en que está diseñado, con el 
agregado de las excepciones a que hice mención. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Quiero formular una pregunta concreta al Director. Cuando un funcionario 
está ejerciendo funciones desde hace ocho, diez o doce años en una institución que no es la suya -como 


conocemos que ocurre-, ¿ese organismo tiene la obligación de tomarlo? 
SEÑOR TOMA.- Efectivamente. 
SEÑOR SIGNORELLI.- Y tiene sesenta días para tomar la decisión. 


SEÑOR TOMA.- No; el funcionario tiene sesenta días para optar. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero hacer una consulta en el mismo sentido de la pregunta que formuló el 
señor Diputado José Carlos Cardoso; por eso pedí que se diera el fundamento. 


Esto no quiere decir que aquellos funcionarios que acaban de ingresar en comisión, por ejemplo al Ministerio 
de Desarrollo Social -cito este caso concreto porque votamos una ley autorizando una cuota mayor por la 
situación especial-, dentro de cuatro años tendrán que optar por quedarse o por volver obligatoriamente a su 
organismo de origen. Quiere decir que esto rige para los que ahora están en esta situación y no para los que 
ahora puedan empezar a correr los cuatro años. ¿Esto es así? 


SEÑOR TOMA.- Efectivamente. 

SEÑOR POSADA.- Quiero hacer otra consulta con respecto a la aplicación de este artículo. 

¿Qué pasa, por ejemplo, con los funcionarios de la Administración Pública que eventualmente puedan estar 
en comisión en alguno de los bancos públicos o en otros organismos del Estado, como los que están 
comprendidos en el artículo 221 de la Constitución de la República? 

SEÑOR MACHADO.- Quiero que el Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil amplíe la 


respuesta en cuanto a lo que planteamos de que esta opción tuviera la aprobación del organismo de 
destino, porque nos parece bien diferente la situación de origen que la de destino. 


SEÑOR ASTI.- Creo que lo puede responder el Director, pero supongo que si el organismo de destino 
no tiene interés en que el funcionario permanezca allí, simplemente hace cesar la comisión, teniendo el 
funcionario que volver al organismo de origen. 


SEÑOR TOMA.- Obviamente. 


(Interrupciones) 


En cuanto a la pregunta anterior, con referencia al pase en comisión a los organismos que mencionó el 
señor Diputado Posada, quiero decir que, en principio, los pases en comisión están prohibidos y que solo 
están autorizados en determinadas circunstancias, que no son las que expresó el señor Diputado. 


Por otra parte, evidentemente hoy se pueden hacer cesar estos pases en comisión. A partir de la sanción de 
esta norma en el Parlamento y de su promulgación por el Poder Ejecutivo, comenzará a regir esta opción del 
funcionario en cuanto a permanecer en el organismo de destino o reintegrarse a la oficina de origen. Esa es la 
inteligencia de la norma. 


El artículo 16 prevé un sistema de comisión de servicio concebido para atender las necesidades puntuales y 
transitorias de la Administración, permitiendo la movilidad horizontal de los funcionarios del Inciso, 
eliminando las actuales restricciones que rigen en la materia que impiden contar con el desempeño de 
funciones especializadas en determinadas áreas. La norma indica como plazo máximo de desempeño tres 
años consecutivos y también se prevé que los funcionarios mantendrán todos los derechos funcionales y 
retributivos de origen, como si se desempeñara allí. 


SEÑOR CARDOSO (José Carlos).- Había entendido bastante bien el artículo 15, pero el doctor Toma 
agregó un elemento que me parece que, de alguna manera, distorsiona su funcionamiento. Además, 
hay que tener un cuidado muy particular con estos artículos porque hoy están sometidos a un debate 


público, con una historia bien conocida. Casi todos sabemos cómo resultará la votación de este artículo, 
pero los organismos todavía tienen tres meses para hacer la cancelación de todos los pases en comisión; 
entonces, no es un derecho que se generó al funcionario. 


Recuerdo, por ejemplo, que cuando se pusieron en marcha los Consejos de Salarios, con muy buen criterio el 
Poder Ejecutivo estableció un decreto por el cual las condiciones laborales modificadas a partir de la 
instalación del Consejo de Salarios quedaban sometidas a él. ¿Para qué se estableció eso? Para que mientras 
se procedía a la discusión en el Consejo de Salarios, mientras se daba el debate, los empresarios no se 
adelantaran tomando medidas contra los trabajadores, despidiendo a empleados porque creyeran que el 
Consejo de Salarios terminaba siendo inconveniente. Creo que fue una medida inteligente por parte del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para prevenir que mientras se discutiera no se moviera nada. 


Ahora estamos discutiendo esto, pero si los organismos pueden cesar las comisiones y, por lo tanto, este 
derecho se elimina, lo que va a pasar en estos próximos noventa días es que todos los Jefes de las unidades 
ejecutoras van a tomar determinaciones sobre sus funcionarios en comisión, a no ser los que quiera retener. 
No estoy haciendo ninguna acusación sino un razonamiento, tomando como ejemplo el que dio el Poder 
Ejecutivo con el Consejo de Salarios, que creo que hizo muy bien, porque protegió la discusión del Consejo 
de Salarios, diciendo que no se podía innovar mientras se estaba discutiendo. 


Entonces, habría que agregar a este artículo que mientras lo discutimos -que más o menos se sabe que será 
aprobado por los votos de la bancada del Gobierno- no se puede innovar. De lo contrario, es un derecho que 
no tiene contenido; me da esa impresión. 


SEÑOR TOMA.- A los efectos de dar contestación, creo que debemos tener dos puntos muy claros. 


En primer lugar, el pase en comisión no es ningún derecho del funcionario sino que es una facultad que 
confiere la ley a la Administración Pública para determinadas situaciones puntuales; como dije, en principio, 
se encuentra prohibido. 


El segundo aspecto que debemos considerar es la vigencia de un orden jurídico que establece que todos 
debemos apegarnos al derecho objetivo vigente y que hasta que esa legislación no sea modificada, no pueden 
introducirse por vía de excepción modificaciones sustantivas ni formales para desvirtuar el contenido de un 
proyecto. Pero hay otro elemento de carácter subjetivo. Si el funcionario se encuentra prestando funciones en 
la unidad de destino por más de cuatro años -tenemos información de que hay funcionarios que están cinco, 
diez o quince años en determinado lugar-, el organismo de destino ya tiene un apego por la demanda de 
servicios de esa unidad. Más allá de lo objetivo, creo que esto no va a suceder en el plano subjetivo por la 
figura del arraigo que mencionaba. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero formular dos preguntas. 


En primer lugar, ¿cuál es el universo que abarca este artículo? Sin duda aquellos Incisos que integran el 
Presupuesto. Pero como en el Presupuesto también hay normas de funcionarios que abarcan a organismos 
como empresas públicas, quisiera saber concretamente si están comprendidas las Intendencias Municipales. 
Digo esto porque funcionarios públicos son todos. Me interesa conocer si abarca la autonomía de las 
Intendencias y creo que para esta modificación se requeriría una mayoría especial. 


En segundo término, me gustaría saber qué opinaría la Oficina Nacional del Servicio Civil si nosotros 
pudiéramos modificar este artículo y estableciéramos el 1* de setiembre de 2005 -es decir, la fecha en que 
ingresó al Parlamento este Presupuesto- para quedarnos tranquilos de que no habría ninguna situación 
postconocimiento, para garantizar el derecho de los funcionarios. No debemos olvidar que el jerarca puede 
resistirse en tanto no solo va a perder a un funcionario -que a lo mejor ya ve perdido porque hace tiempo que 
no está-, sino la vacante, el crédito. Sabemos que a eso se resisten muchos jerarcas que consideran que tienen 
escasas posibilidades de llenar esas vacantes. Puede suceder que, no en una actitud de perseguir a ese 
funcionario pero sí para preservar, como buen administrador, la vacante para el organismo, cancele esa 
comisión, se quede con la vacante y perjudique al funcionario como consecuencia. 


A lo mejor sería sano establecer un momento, es decir, la fecha objetiva en que el Presupuesto ingresó al 
Parlamento nacional. 


SEÑOR YANES.- Estoy confundido. Cuando un organismo se lleva a un funcionario en comisión ¿la 
vacante es del organismo de origen o del que recibe el funcionario en comisión? Digo esto porque si 
tengo un funcionario en comisión no pierdo la vacante; el organismo de origen es el que pierde la 
vacante. 


Si yo me traigo a alguien en comisión porque un día lo preciso pero llega un momento en el que no lo preciso 
más y lo devuelvo, ¿es un derecho mío sacarlo en comisión o es un derecho del funcionario de estar donde se 
le ocurra en el momento que quiera? Señalo esto porque me parece que se están confundiendo las situaciones 
o mi ignorancia me hace perder el rumbo. 


Entonces, en concreto, ¿pierde la vacante el prestador o el organismo que lo recibe? Esta es una pregunta que 
para mí es obvia pero parece que para los demás no lo es. 


Me gustaría saber si es un derecho del funcionario, si está establecido en algún estatuto, o si es un derecho 
del organismo que solicita al funcionario y que cuando no lo necesita más, lo devuelve a su lugar de origen. 


SEÑOR GANDINI.- Tengo claro que el que pierde la vacante es el organismo al cual pertenece el 
funcionario; si ese funcionario se incorpora a otro lado, eso funciona como una redistribución. Por 
tanto, el organismo de origen pierde la vacante. Yo no estoy diciendo que el organismo que lo tiene en 
comisión vaya a cancelar esa comisión; estoy pensando en la hipótesis exactamente contraria. El 
organismo que lo dio en comisión, viendo que además de perder al funcionario va a perder la vacante, 
cesa la comisión por razones de servicio. Creo que en algunos casos esto puede hacerse a través de una 
carta. Esto no se puede hacer con los funcionarios en comisión de los legisladores, pero sí en el marco 
de otra normativa. 


En consecuencia, no se trata de un derecho del funcionario, pero una situación que ahora se les plantea puede 
complicarse en tanto el organismo de origen le cancele la comisión, simplemente para preservarse. 


Puede suceder que por tratar de regularizar u ordenar a lo mejor estamos generando más desorden y 
complicando la vida a un funcionario que hace quince años está trabajando en algún lugar y que tiene que 
volver a su lugar de origen no porque lo necesiten sino para que el organismo no pierda la vacante. 


Creo que debe quedar claro lo relativo a la fecha. 


SEÑOR MESA.- Debo aclarar que el dueño de la comisión es el organismo que pide al funcionario una 
vez que esta se otorga y durante el plazo de su vigencia. Durante ese lapso, el funcionario está actuando 
en el lugar de destino. Hasta que no transcurra el plazo, no puede ser reclamado por el lugar de origen. 
Esa es la situación, no hay otra. Cuando vence el plazo, recién la oficina de origen puede reclamarlo. 


SEÑOR GANDINI.- Yo he visto funcionar la situación al revés. El organismo accede al pase en 
comisión -no está obligado-, en algún momento necesita al funcionario y envía una carta al lugar de 
destino estableciendo que por razones de servicio se interrumpe la comisión del funcionario tal. Esto 
sería diferente si ese pase en comisión estuviese protegido por una legislación especial; esto puede darse 
en la secretaría de un legislador o de un Ministro, pero no en otros casos. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ..- Sería bueno cambiar la fecha para dar garantías. 


SEÑOR TOMA.- El alcance de la norma es universal porque no hace distinciones respecto de los 
intérpretes de esta formulación. El artículo dice: "Los funcionarios públicos que, a la fecha de vigencia 
de esta Ley, se encuentren prestando servicios en régimen de 'pase en comisión', por un lapso superior 
a los cuatro años, en forma ininterrumpida, podrán optar por su incorporación definitiva al organismo 
en el que vienen desempeñando dichas funciones, cualquiera sea el régimen al amparo del cual fue 
dispuesto el pase en comisión o el vínculo en el cual se fundamente la prestación. [...]". 


SEÑOR POSADA.- Por lo menos percibo una contradicción. Hoy se me contestó que el caso de los 
funcionarios del Banco de la República no estaba comprendido en esta situación. Ahora se dice que el 
alcance es universal. Sería bueno explicitar cuáles son los funcionarios públicos -de qué organismo- 
que están efectivamente alcanzados por este artículo 15. SEÑOR TOMA.- Esto debe ser entendido con 
el instituto del pase en comisión y no puede estar fuera de ese contexto. Siempre que el pase en 
comisión -que fue decidido, consolidado y el funcionario tiene antigúedad, arraigo en la dependencia- 
haya sido autorizado por una ley está comprendido en la norma. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- A esta altura del debate, todos, inclusive la delegación, 
tenemos dudas con respecto a la aplicación de este artículo, lo cual es absolutamente lógico y puede 
pasar a un gobernante. 


En Cerro Largo -no soy de ese departamento- los pases en comisión de los funcionarios de la Intendencia a la 
Junta Departamental, por una resolución de la Junta, los hace esta, no los Ediles. Estos funcionarios quedarán 
amparados por esta resolución, es decir que dentro de la Junta Departamental se va a construir un nuevo 
ordenamiento a partir de todos los funcionarios que hayan venido a la Junta Departamental, porque hay una 
resolución interna del departamento de Cerro Largo que establece que no son los Ediles quienes los piden en 
comisión. Los mencionados funcionarios pasarían ahora al entramado de la Junta Departamental. Esto no va 
a pasar porque mañana la Junta Departamental va a cesar todos los pases en comisión para que los empleados 
no pasen a entramarse entre los funcionarios estables, de modo de evitar la disputa que se puede generar entre 
ellos. 


Este es un ejemplo que demuestra cómo se puede generar -como decía hoy el Diputado Gandini- un efecto no 
solo en el organismo que recibe el funcionario sino también en el que lo presta. 


Todos tenemos dudas y deberíamos -inclusive la Oficina Nacional del Servicio Civil- hacer un análisis sobre 
esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya se ha hablado lo suficiente sobre este artículo. Los Directores de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil tienen todos los elementos necesarios y, sin duda, van a estudiar esto. En 
caso de que se decida introducir determinados cambios, deben hacerse llegar al seno de la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda. 


En discusión el artículo 17. 


SEÑOR TOMA.- El artículo 17 establece: " Autorízase a los jerarcas de la Administración Pública a 
adoptar las medidas pertinentes a fin de permitir las actividades de practicantado o pasantías laborales 
para estudiantes universitarios, toda vez que la correspondiente carrera universitaria así lo requiera.- 
El Poder Ejecutivo a propuesta del Ministerio de Educación y Cultura, reglamentará la presente 
norma sobre la base que las mismas deben ser honorarias". 


Si bien esta norma tuvo una iniciativa consensuada, la Universidad de la República ha manifestado algunos 
reparos en función de la autonomía universitaria. Por tal motivos, sugerimos retirar el artículo 17. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 
En discusión el artículo 18. 


SEÑOR TOMA.- El artículo 18 responde al cumplimiento de la derogación de la suspensión de la 
facultad de designar que hoy comentábamos, efectuando un rediseño del artículo 11 de la Ley 
N? 16.462, de 11 de enero de 1994, en función de nuevas excepciones que ingresan como consecuencia 
del nacimiento a la vida jurídica de organismos como la URSEC, la URSEA y el Ministerio de 
Desarrollo Social. 


Además, este artículo plantea un nuevo sistema de supresión de vacantes, el correlativo nacimiento de un 
crédito del orden del 50% por las vacantes suprimidas, para atender la creación de los cargos que requiera la 


nueva organización estatal, reservando el 4% de dicho crédito para financiar el ingreso del discapacitado, tal 
como se establecía en la norma de origen. 


En este caso, también debemos consignar la preocupación demostrada por la Corte Electoral con referencia a 
la prerrogativa consagrada a su favor por el artículo 492 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, con 
la modificación introducida por el artículo 18 de la Ley_N? 17.556, de 18 de setiembre de 2002. 


El artículo 492 de la primera ley citada facultaba a la Corte Electoral a aplicar las economías resultantes de la 
no provisión de vacantes al 30 de noviembre de cada año, al mejoramiento de las retribuciones personales de 
los funcionarios del organismo. La segunda disposición citada estableció que a efectos del destino 
determinado precedentemente para los créditos definitivos, resultantes de la no provisión de vacantes, los 
mismos no podrán superar el monto correspondiente al Ejercicio 2001 por tal concepto, es decir que topeó el 
crédito. 


Asimismo, la Universidad de la República ha mostrado su preocupación por no figurar en las excepciones sus 
escalafones A, B, C, D, F y R. Hecho el estudio pertinente, si bien entre las excepciones se encuentran los 
cargos docentes, con respecto a los restantes funcionarios cabe aclarar que actualmente, en un régimen en que 
en principio está prohibido el ingreso de nuevos funcionarios, el artículo 590 de la Ley N* 16.736 exceptúa a 
la Universidad de dicha prohibición, permitiéndole la designación en los escalafones desde el A hasta el F, y 
el R, hasta el monto máximo de la partida respectiva autorizada por Leyes de Presupuestos o de Rendiciones 
de Cuentas. 


Si prospera la iniciativa de restablecer el ingreso -como estamos postulando en este proyecto- sería de recibo 
la inclusión de dicha excepción en las excepciones previstas en el proyecto que estamos examinando. Por lo 
tanto, la norma propuesta sufriría las siguientes modificaciones y se agregaría el numeral 16 que diría: "los de 
los escalafones A, B, C, D, E, F, y R, de la Universidad de la República". De esta manera contemplamos lo 
solicitado por la Universidad. 


Antes del último inciso agregaríamos uno que dijera: "La presente disposición no afecta lo previsto por el 
artículo 492 de la Ley N* 17.296 de 21 de febrero de 2001, con la modificación introducida por el artículo 18 
de la Ley N* 17.556 de 18 de setiembre de 2002". De esta forma, damos cumplimiento a la actualización de 
la norma madre, la Ley N* 16.462, en su artículo 11, con las incorporaciones de la URSEC, la URSEA y el 
Ministerio de Desarrollo Social y con las excepciones que he aclarado. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- No entendí bien por qué se retira el artículo 17. En mi opinión, 
no interfiere en absoluto con la Universidad de la República. Lo que se dispone permite a Salud 
Pública, por ejemplo, hacer las pasantías de las nurses; es lo que permite a TVEO recibir a los 
estudiantes de Ciencias de la Comunicación de la Universidad. 


Insisto en que no interfiere con la Universidad ya que el Estado reserva para sí la posibilidad de recibir como 
pasantes a estudiantes universitarios. Se trata del mismo derecho que tienen los estudiantes de la UTU. El 
BPS acaba de hacer un llamado para los estudiantes de la UTU para hacer una pasantía por dos años, lo que 
me parece muy bueno. 


Esto es lo que se aplicaría a los estudiantes universitarios, y vaya si vendría bien que hagan pasantías. No 
entiendo por qué la Universidad siente que violentan su autonomía si se trata, reitero, de tomar estudiantes 
universitarios en régimen de pasantía durante un tiempo. 


SEÑOR TOMA.- Siempre que la Universidad se ha servido de vínculos como los que estamos 
ensayando ha requerido una ley expresa. En este caso, la autorización a los jerarcas de la 
Administración Pública, con referencia al practicantado, se establecía que era toda vez que la carrera 
universitaria así lo requiriera. Reitero que a través de este artículo se autorizaba a los jerarcas de la 
Administración Pública a permitir el practicantado, ya que la norma establecía que se podía realizar 
toda vez que la correspondiente carrera universitaria así lo requiera. Eso es lo que ha tenido en cuenta 
la Universidad de la República para solicitar en forma expresa el retiro de este artículo. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- No lo comparto porque me parece que se les quita a los 
estudiantes universitarios la posibilidad de entrenarse y de practicar. Anteriormente, puse el ejemplo 


de las nurses porque es algo que me preocupa. Así como los estudiantes de medicina durante el último 
año de su carrera son internos en los hospitales de Salud Pública, las nurses también han podido 
realizar prácticas gracias a unas partidas adicionales que se otorgaron al Ministerio de Salud Pública y 
que no están contenidas en el Presupuesto. Creo que ahora, al excluirse del Presupuesto un artículo de 
esta naturaleza, se está impidiendo que realicen un convenio. Me parece que de esta manera se está 
impidiendo que los estudiantes universitarios accedan a una posibilidad laboral importante. 


SEÑOR ASTI.- Si no me equivoco, no se está prohibiendo que se realicen convenios entre la 
Universidad de la República y alguna Unidad Ejecutora de la Administración Pública. Lo que 
argumenta la Universidad es que con la reglamentación que se pretendía establecer a través de esta ley 
quedaba restringida su posibilidad de convenir en determinadas condiciones. 


SEÑOR RUOCCO.- Esto sería grave si le quitáramos la posibilidad a la Universidad de la República 
de firmar convenios con la Administración Pública. Esta disposición estaba incluida en un proyecto de 
estudio de carácter general y para no generar ninguna situación incómoda -no tuvimos tiempo 
suficiente para estudiarlo con la institución-, acordamos quitarla. 


SEÑOR TOMA.- El artículo 19 sustituye la fuente de financiamiento de los contratos celebrados al 
amparo de lo dispuesto por el artículo 29 y siguientes de la Ley N” 17.556 -que refiere a los contratos a 
término-, estableciendo ahora el carácter preceptivo de la fuente mediante la sustitución del término 
"podrán" por "serán financiadas". 


El artículo 20 elimina la posibilidad de declaración de excedencia por la causal "otros motivos", que 
distorsionaba la aplicación de este régimen y facilitaba la posibilidad que tenían los legisladores -que no era 
querida- para votar dicha prerrogativa. Se trata de imprimir un correctivo necesario y conducente 
manteniendo las causales que protegen a la Administración antes que al interés particular del funcionario. 


El artículo 21 elimina las interpretaciones cruzadas derivadas de la coexistencia del régimen creado por el 
Decreto Ley N* 14.622 y el sustituto establecido en la Ley N* 17.296. En efecto, por el artículo 1* del 
Decreto-Ley N* 14.622, los funcionarios públicos designados para ocupar ciertos cargos políticos o de 
particular confianza quedaban suspendidos en el ejercicio de sus cargos presupuestados, con excepción de los 
docentes. Esta situación no podía prolongarse por más de cinco años, a cuyo vencimiento dichos funcionarios 
cesaban de pleno derecho en la titularidad de los cargos cuyo ejercicio estuviera suspendido. 


Sin embargo, el artículo 12 de la Ley N* 17.296, con otra redacción, previó la reserva de cargos aludiendo 
genéricamente a los funcionarios públicos designados para ocupar cargos políticos o de particular confianza 
sin nombrarlos taxativamente y sin mencionar el término de cinco años. Resulta difícil admitir la coexistencia 
de ambas normas sin la existencia de interpretaciones jurídicas encontradas. Nosotros entendemos que la 
Oficina Nacional del Servicio Civil debe propiciar normas que aclaren el estatuto del funcionario. 


El proyecto presentado supera con holgura, a nuestro juicio, las dudas interpretativas y contribuye a la recta 
aplicación del sistema. No obstante, una razón de honestidad intelectual nos impone aceptar un error 
involuntario al redactar la norma e introducir un párrafo no querido. Nos referimos al que establece que lo 
dispuesto precedentemente se aplicará asimismo a quienes estuvieren en goce de pasividad o retiro 
independientemente del régimen que los ampare. Esta frase fue puesta por error y desvirtúa el propósito de la 
norma. Además, en ningún antecedente normativo consultado aparecía esta mención. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera pasar en limpio la nueva interpretación que se ha dado a este tema, que 
nos ha ocupado en reiteradas oportunidades en la Cámara. 


Con esta redacción, ¿queda claro que los legisladores no pueden reservar el cargo? ¿Es eso lo que se quiere 
corregir, entre otras cosas? ¿¿Acaso quiere decir que un legislador, funcionario público, no puede reservar el 
cargo y debe renunciar a él si resulta electo? 


SEÑOR TOMA.- Eso siempre fue así. 


SEÑOR GANDINI.- No; estamos en plena discusión de ese tema. 


SEÑOR TOMA.- Lo que pretende corregir la norma es la coexistencia de dos regímenes diferentes que 
refiere a la reserva de los cargos. Uno de ellos enumeraba taxativamente los cargos que se podían 
reservar aludiendo al plazo de cinco años y el otro aludía genéricamente a los funcionarios públicos 
designados para ocupar cargos políticos o de particular confianza sin nombrarlos en forma taxativa y 
sin aludir al plazo de cinco años. 


Lo que se hace en este proyecto es aclarar, a través de esta nueva disposición, una norma que para nosotros es 
clara. 


El contador Mesa me acota con mucha razón que los cargos electivos no son tomados en cuenta en esta 
disposición. 


El artículo 22 restituye a la Oficina Nacional del Servicio Civil la competencia que le otorga la Ley 

N? 15.757, que le había asignado la tarea de reclutar recursos humanos, dejando sin efecto la intervención de 
otros organismos o comisiones que tenían injerencia en el proceso de esta selección fuera del ámbito 
especializado del Estado. Este artículo comete a la Oficina Nacional del Servicio Civil la elaboración de los 
instructivos, formularios y proyectos de contratos necesarios, a fin de contar con documentación uniforme. 


Con respecto a esta modificación también se han planteado algunas dudas o inquietudes provenientes de los 
organismos públicos que sustancian vínculos contractuales con particularidades especiales que ahora 
deberían pasar inexorablemente por la Oficina Nacional del Servicio Civil. Entre otros organismos, está la 
Universidad de la República, que ha manifestado esa inquietud y que suponemos que también alcanza a otras 
ramas de la Enseñanza. En función de ello, vamos a introducir un agregado que establezca que el Poder 
Ejecutivo, a propuesta de la Oficina Nacional del Servicio Civil, podrá exceptuar aquellas contrataciones 
cuyas características hagan inconveniente o innecesario dicho pronunciamiento. 


Vale decir que los vínculos en los cuales sea innecesaria o inconveniente la intervención preceptiva de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil estarán fuera de la obligación de sustanciación del vínculo por esta vía. 


SEÑOR CONDE.- He escuchado tratando de comprender bien la aclaración del doctor Toma, pero o 
no lo entendí o no me convence; quizás no me convence cómo lo entendí. Hemos tenido de parte de la 
Universidad un planteo de inconstitucionalidad respecto del artículo 22. Es más: han anunciado que 
van a interponer un recurso de inconstitucionalidad contra este artículo. 


Yo comparto la posición de la Universidad. No logro comprender que con esta modificación se salve la 
inconstitucionalidad, porque lo único que se está diciendo aquí es que queda en manos del Poder Ejecutivo 
establecer cuándo no es preceptiva la intervención de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Si queda en 
manos del Poder Ejecutivo, de cualquier manera, la intervención depende del Poder Ejecutivo. En caso de 
que el Poder Ejecutivo diga que sí, estará tomando una decisión que interferirá con la decisión autónoma de 
la Universidad. 


Si no entendí mal, la inconstitucionalidad no está salvada y nos queda un tema pendiente que deberíamos 
esforzarnos por sanear porque no creo que sea bueno dejar un artículo que plantee una duda que lleve a la 
Universidad a pedir a la Suprema Corte de Justicia que falle. 


SEÑOR GANDINLI.- Mi inquietud está comprendida en las palabras del señor Diputado Conde. 


SEÑOR TOMA.- El propósito era zanjar esa dificultad, pero la claridad de la exposición del señor 
Diputado Conde hace que presentemos una disposición que excluya a la Universidad y a los entes de la 
enseñanza de esta formulación. De esta manera solucionaríamos el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 23. 


SEÑOR TOMA.- El artículo 23 posee relación directa con la propuesta del Gobierno en cuanto a 
innovar en materia de gestión estructural de los recursos humanos para la transformación del Estado 
en dicho ámbito, así como con la propuesta de los artículos 6” y 10 ya comentados. Constituye una 
norma programática para el establecimiento de un sistema integrado ocupacional para la 


Administración Central, articulado con una escala salarial que incluya la definición de un escalafón de 
conducción, alta gerencia o alta especialización, que permita una gestión ágil y eficiente de los recursos 
humanos, así como la profesionalización de los mismos y, como consecuencia, una reestructura de la 
carrera administrativa. 


SEÑOR GANDINI.- Estaría de acuerdo con una norma programática, pero no me da la impresión de 
que esta sea la redacción adecuada para ello. Parece ser más imperativa porque dice que establecerá 
un sistema integrado ocupacional. Además, da la impresión de que crea un escalafón nuevo de alta 
gerencia o de conducción. La creación de un escalafón requiere ley. No tiene ninguna otra posibilidad. 
Y para modificar una ley presupuestal se requiere, no cualquier ley sino, precisamente, una ley de 
Presupuesto como esta. 


Es decir que creamos esto a través de una ley de Presupuesto o, para que sea programática, establecemos que 
luego el Parlamento deberá aprobar esta nueva formulación de la escala salarial y del ordenamiento más 
eficiente de los recursos humanos. Si va a haber una reestructura de la carrera administrativa y nuevos 
escalafones, se requiere una ley de Presupuesto. Entonces, se relativiza la redacción o entramos a hablar de la 
ley. No creo que pueda quedar sometido a la voluntad del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR RUOCCO.- Hay muchos artículos que están concatenados; muchos de ellos hacen referencia a 
otros porque se vinculan. Lo más importante es que hay que establecer que las previsiones sobre las 
transformaciones estructurales -no se dice cuáles van a ser pero se habla de los plazos en los que se 
pueden realizar- tienen una relación vinculante con la reformulación de las estructuras organizativas. 
Naturalmente, las estructuras organizativas tienen una relación vinculante con las estructuras de los 
puestos de trabajo de las Unidades Ejecutoras. 


Nosotros advertimos que la ley de Presupuesto sería rica desde este punto de vista porque mostraría el 
camino de la presentación de un sistema integral de remuneraciones que vinculaba carrera funcional con 
retribuciones para no considerar esto como actualmente lo hacemos. 


Lógicamente, cuando presentemos en el Parlamento estos trabajos, los pondremos a consideración en su 
conjunto. No tiene que quedar duda -esta es una señal que queremos dejar clara en cuanto a la 
profesionalización de la función pública- de que va a existir un escalafón de conducción. Por eso fue 
incorporado en este proyecto de ley y será incluido nuevamente cuando presentemos el conjunto del proyecto 
que elaboraremos en el correr de este año. Ese proyecto también será puesto a consideración de la 
negociación colectiva. Es imprescindible dar este tipo de señales y vincularlas con el artículo 6” para que 
quede absolutamente claro hacia dónde vamos. Pensamos que es un problema de transparencia y cristalinidad 
por parte del Ejecutivo hacia el Legislativo y hacia la población en su conjunto. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Es o no una norma programática? ¿Es programática exclusivamente o crea el 
escalafón? 


SEÑOR TOMA.- Es esencialmente programática y va a tener otro soporte normativo, tal como explicó 
el señor Ruocco. 


SEÑOR GANDINI.- Me pregunto si no podremos modificar el verbo nuclear, que parece creador, por 
el de "proyectar" o alguno similar, que mantenga la señal pero que no genere confusión, en tanto aquí 
parece crearse un escalafón nuevo y modificarse la reestructura administrativa. ¿No podemos buscar 
una redacción que se ajuste más a lo que se quiere? 


SEÑOR RUOCCO.- Estamos hablando de establecer un sistema integrado ocupacional, articulado con 
una escala salarial que incluya la definición de un escalafón de conducción. Si vamos de lo más grande 
a lo más pequeño estamos hablando del sistema integrado ocupacional y estamos dando como señal - 
por eso es programático- qué elemento nuevo será integrado dentro de ese sistema. Nunca vamos a 
entrar en una discusión por un problema de redacción porque muchas veces nos equivocamos. Sin 
embargo, no creemos que este sea el caso porque el artículo explica con claridad nuestra 
intencionalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración los artículos 24 al 28, relativos a licencias. 


SEÑOR TOMA.- Estos artículos son de contenido netamente social. El artículo 24 elimina la 
discriminación existente entre la familia biológica y la adoptiva, sustituyendo el artículo 31 de la Ley 
N” 16.104 de enero de 1990 y previendo, en caso de fallecimiento de padres, hijos, cónyuges, hijos 
adoptivos, padres adoptantes y concubinos, que los funcionarios tendrán derecho a diez días de licencia 
con goce de sueldo. Del mismo modo se prevé licencia en caso de fallecimiento de familiares 
identificados en la norma proyectada, siguiéndose la misma orientación filosófica. 


El artículo 25 contempla la iniciativa de la racionalización de los otorgamientos de esta categoría de licencia, 
a fin de evitar la ausencia ilimitada de funcionarios en virtud del goce de este beneficio. Obviamente, nos 
referimos a licencias sin goce de sueldo que en la versión proyectada se puede fraccionar, se limita al plazo 
de un año, y para hacer uso nuevamente de la prerrogativa legal y no enfrentarnos a sucesivos pedidos de 
licencia extraordinario por plazos tan prolongados -y la ausencia ilimitada del funcionario-, se deberá 
aguardar el paso de un plazo prudencial para nuevamente hacer uso de esta licencia. 


El artículo 26 también es de corte netamente social y atiende a la necesidad de ampliar el beneficio del padre 
en su licencia por paternidad, que hasta ahora era por tres días pero se lleva a diez días de duración. 


A través del artículo 27 se pretende igualar el derecho de licencia por adopción, en virtud de la especial 
situación familiar que se genera a partir de dicha circunstancia. 


De la lectura armónica del precepto, nos parece más adecuado que en el artículo 35 contenido en este 
artículo 27 se establezca "padres" en lugar de "integrantes del matrimonio", propiciando que quede por 
escrito en el proyecto. 


Por el artículo 28 se sistematiza la normativa vigente en materia de falta de servicio, a la vez que clarifica 
conceptos y deroga normas atentatorias contra el principio de defensa. 


Hoy hablábamos de la plataforma tuitiva a favor del funcionario, y aquí estamos corrigiendo situaciones 
cuando había normas que violaban esa protección. La derogación del artículo 73 de la Ley_N* 17.556 elimina 
causales de destitución que establece dicha norma, en virtud de que las mismas configuran una violación del 
principio del derecho disciplinario, que impone que toda sanción debe guardar adecuada proporción a la falta 
cometida. 


En efecto, la norma vigente establece la causal de ineptitud u omisión cuando se acumulen diez faltas 
injustificadas al año o se efectúen registros en los mecanismos de control de asistencia perteneciente a otros 
funcionarios, vulnerándose claramente con esta tipificación y la sanción consiguiente, el principio de 
proporcionalidad entre la infracción tipificada y la sanción subsiguiente. 


¿Qué estamos proponiendo? Que rija el procedimiento disciplinario común frente a la falta administrativa. El 
artículo 7* de la Ley_N? 16.104 establecía que por cada quince faltas injustificadas se descontaran días de 
licencia ordinaria; de esta forma, se estaba violentando el fundamento fisiológico de licencia ordinaria. Por 
eso esta norma también está fundiendo estas disposiciones que, como dije, no representaban la corriente más 
sana y prolija de lo que es la sanción congruente a una infracción disciplinaria. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Tengo una duda respecto al artículo 27, porque en el artículo 35 de la 
Ley N” 17.292, se establece que cuando ambos integrantes del matrimonio sean beneficiarios, y después 
agrega "la correspondiente al padre". 


SEÑOR TOMA.- Dijimos que íbamos a propiciar un pequeño cambio con respecto a este artículo y 
establecer: "Cuando ambos padres sean beneficiarios de la licencia establecida por la ley, la 
correspondiente al padre será de diez días hábiles". La otra, ya la tenía, y se equipara. 


SEÑOR RUOCCO.- Con respecto al artículo 29 debo decir que todos los artículos de incentivos tienen 
cierta historia. 


En los años 1991 y 1996 se aplicaron sistemas para incentivar el retiro de personal con y sin causal 
jubilatoria, y en los años 2003 y 2004 se aplicó solo dirigido a personal con causal. Nosotros pensamos que 
en las actuales circunstancias se deberían considerar algunos elementos. 


En primer lugar, teniendo en cuenta una definición de trabajar para no aumentar algunos aspectos a la deuda 
externa, los anteriores incentivos se implementaron a partir de créditos internacional, principalmente del 
Banco Mundial y del BID. Como pensamos mantener acotado el gasto -como lo ha mencionado varias veces 
el señor Ministro de Economía y Finanzas- entendemos que esas no tienen que ser alguna fuente de 
financiación de los retiros incentivados. 


En segundo término -en esto hay unanimidad-, hemos percibido que se ha manifestado a todo nivel la 
necesidad de rejuvenecer la plantilla de personal, y que el alto promedio de edad indica que se debería 
estimular un retiro, facilitando el tránsito de la actividad a la jubilación y, a la vez, implementando 
mecanismos de retención de personal de menor edad, sobre todo, el de mayor calificación. 


Los aspectos anteriores nos hicieron pensar que las características de un régimen de incentivo para esta etapa 
debería estar dirigido a personal con causal jubilatoria, con el objetivo de facilitar su tránsito de activo a 
jubilado, tanto en la parte económica, estableciendo un pago adicional temporal -aquí está lo del incentivo-, 
como en apoyo psicosocial, pues en anteriores regímenes en algunos organismos ya se han dictado cursos y 
charlas para estas personas, con buen suceso, que en esta ocasión quisiéramos copiar y mejorar si fuera 
posible. 


Desearíamos que ese proceso de incentivo sea autofinanciado. 


Nosotros lo vemos dentro del círculo virtuoso de generar ingreso democrático, carrera funcional y un retiro 
decoroso de los trabajadores del Estado, y por eso mismo queremos que este proyecto -que no va a arreglar 
todas las cosas- pueda transformarse en un puente adecuado que puede ser muy apreciado por los 
funcionarios que se encuentren con causal jubilatoria o en condiciones de obtenerla en corto plazo. 


Muchas veces los funcionarios que pueden acceder a la jubilación no lo hacen por dos razones 
fundamentales: por la tasa de reemplazo y por el tope jubilatorio. Para solucionar este problema y así poder 
realizar en el sector público las reformas estructurales impostergables sin costo en la fuente de trabajo, en las 
condiciones laborales, y sin modificar parcial y totalizadamente el sistema de seguridad social, es necesario 
crear un mecanismo que permita a los funcionarios transitar de la actividad a la pasividad sin alterar 
sustancialmente esos ingresos. 


Este mecanismo, que operará como un puente, consiste en otorgar un incentivo de retiro equivalente a un 
porcentaje de promedio mensualizado de las remuneraciones anuales sujetas a Montepío por un término de 
años a determinar. Durante el lapso que se cobre el incentivo no se percibirá ningún otro tipo de 
remuneración. Esto permitirá que durante el tiempo que se perciba el incentivo de retiro se vayan generando 
condiciones más favorables para acceder a la jubilación sin tener que alterar los equilibrios de la actual Ley 
de Seguridad Social. 


El retiro incentivado permitirá seguir percibiendo un ingreso hasta lograr la jubilación, con las tasas de 
reemplazo que corresponden a los 65 años de edad, sin realizar una reforma del sistema jubilatorio. Esto es 
así ya que la nueva Ley de Seguridad Social toma como base para calcular las pasividades la fecha de 
solicitud de la pasividad y no la de cese de actividad. 


Además, este incentivo a pagar por cada uno de los organismos de la Administración Central puede 
permitir generar ahorros con fines diversos, de los que también podríamos hablar. Entre otros, a fin de 
completar este círculo, está el de renovar la plantilla de personal. En esta situación, los funcionarios 
que permanezcan en actividad seguirán percibiendo el 100% de sus retribuciones mientras que los que 
adhieran al retiro incentivado percibirán un monto inferior, además de generar ahorros en otros 
rubros, como los beneficios no salariales, electricidad, teléfono, mobiliario, etcétera, que no se usaría. 


El retiro incentivado que se está proponiendo es una retribución mensual equivalente al 65% del promedio 
mensualizado de su retribución anual a percibir por el término máximo de cinco años. Esto permite que los 
funcionarios que renuncian a su actividad dejen de percibir el 100% de su salario nominal y beneficios 


sociales, y pasen a percibir el 65% de su salario nominal por el término de cinco años. Al finalizar este 
período, solicitaría la jubilación que va a ser equivalente, al menos, al 65% de su salario nominal. 


Este mecanismo también posibilita que los funcionarios que en el plazo de cinco años puedan acceder a 
causal jubilatoria, se retiren de la función pública. Para que quede más claro: todas las personas con 58 o más 
años podrán retirarse de la función pública, percibir el incentivo y luego de cinco años acceder a la jubilación 
con los derechos adquiridos por la ley actual y con las leyes que hubiera en ese momento. 


La letra del artículo 29 es bastante expresa, por eso es tan larga su redacción. 


Naturalmente, siempre va a estar en las personas adherirse o no a la propuesta que surge desde el Gobierno. 
Con esto hacemos un acercamiento -por eso le llamamos un puente- entre esa decisión tan compleja que es 
pasar a la situación de pasivo, de jubilado, generando la posibilidad de que no solo se creen los aspectos 
psicosociales que ya hemos mencionado anteriormente, sino que no haya un golpe tan duro desde el punto de 
vista de la retribución que reciban. Así lo establece el artículo: "En caso de fallecimiento o incapacidad del 
beneficiario, cobrarán vigencia las normas generales en materia de Seguridad Social, considerándose 
configuradas, en tales casos, las causales habilitantes para el goce de los beneficios que acuerda el régimen 
vigente". 


SEÑOR GANDINI.- Esto quiere decir que el Poder Ejecutivo no se reserva la posibilidad de negar a un 
funcionario acogerse a este retiro incentivado, ya sea por razones de servicio, por su especialidad o 
cualquier otro motivo. 


SEÑOR ASTI.- Sí lo tiene y está contenido en la última frase del tercer inciso. 
SEÑOR GANDINLI.- Muy bien. 


Cuando se refiere a que la totalidad de las retribuciones nominales se suprimirán en el Grupo 0 y se 
habilitarán en el Grupo 5, parecería haber una diferencia entre el 65% que pasa a cobrar y el 100% que pasa 
de un grupo a otro. Lo mismo sucedería con aquellos funcionarios -no deben ser muchos- que se acogen a 
este sistema y perciben más de $ 30.000, es decir, la diferencia con el tope sumada al 65%. Aquí no me 
cierran bien los números. 


Además, deseo saber si hay una previsión presupuestal para asumir las consecuencias de este artículo. 
Aparentemente, el artículo en sí mismo no tiene costo; es más, podría generar hasta un excedente. Lo que 
sucede es que la afirmación que se acaba de hacer en cuanto a que lo que se pretende es renovar la plantilla 
de funcionarios, y si uno une el artículo 21 con el 10 en que por un lado se estimula el retiro de aquellas 
personas mayores de 58 años y, por otro, se abre la posibilidad de ingreso, uno puede concluir que la 
Administración va a tener una necesidad superviniente de funcionarios en determinadas áreas, que llenará 
con nuevos funcionarios. A los que se van, se les va a pagar durante cinco años básicamente su sueldo, pero 
tendrá que incorporar nuevos funcionarios. Es decir que durante un tiempo, la transición, puede llegar a tener 
nuevos gastos: nuevos funcionarios para sustituir a los que se fueron. 


Es claro que el objetivo de esta norma no es achicar el Estado, sino renovar la plantilla. Esto tiene un costo, y 
no está en el planillado. ¿Hay una previsión al respecto? 


SEÑOR MESA.- En este punto no hay una previsión de egresos; sí hay una previsión de ubicar en otro 
grupo de gastos las economías que se vayan produciendo en la medida en que la norma vaya siguiendo 
su proceso, que es la diferencia entre el 100% más los aportes y el 65%. 


No sabemos qué tamaño va a tener este proceso porque va a depender de la voluntad de los funcionarios. A 
partir de ahí, junto con ese sistema de ingreso de funcionarios que prevé que cada dos vacantes ingresa uno, 
se irá equilibrando el tamaño de los recursos humanos de la Administración. Es un proceso. 


SEÑOR ASTI.- En la comparecencia del Congreso de Intendentes, cuando ellos solicitaron que este artículo 
alcanzara a los funcionarios municipales, en base a alguna consulta que realicé, formulé una propuesta al 
respecto. Luego, en conversaciones mantenidas con el Ministerio de Economía y Finanzas y con la Oficina 


Nacional del Servicio Civil se entendió que esto no era posible sin un estudio más profundo, incluyendo 
reestructuras en los Gobiernos departamentales que no se podían imponer por vía legislativa sin un análisis 
previo basado en su propia autonomía. 


Entonces, dejo constancia de que retiro ese aditivo propuesto en esa oportunidad. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 30. 


SEÑOR RUOCCO.- El artículo 30 no hace más que dar cumplimiento a un mandato contenido en la Ley 

N? 16.736. Voy a leer el artículo 21 de la siguiente ley: "A efectos del cumplimiento de las sentencias 
anulatorias del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y de las reparaciones reconocidas en vía 
administrativa o judicial, en materia de funcionarios públicos pertenecientes a los Incisos comprendidos en el 
Presupuesto Nacional, la Contaduría General de la Nación podrá habilitar el crédito correspondiente hasta la 
creación del cargo o función contratada en la siguiente instancia presupuestal.- Hasta tanto se disponga 
legislativamente la creación del cargo o función contratada, se considerará que los funcionarios alcanzados 
por esta norma gozan de todos los derechos inherentes al respectivo cargo o función contratada". 


Es por eso que el artículo 30 establece: "Créase los siguientes cargos en los Incisos y Unidades 
Ejecutoras que se indican a efectos de dar cumplimiento a lo establecido por el artículo 21 de la Ley 
N?* 16.736, de 5 de enero de 1996". Luego se enumeran los cargos que se crean, así como los que se 
suprimen. Con eso se da cumplimiento a una norma votada por el Parlamento, y el Poder Ejecutivo 
debe propiciar su cumplimiento a través de la instancia presupuestal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la información brindada. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 21 y 1) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


